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El presente documento realiza un estudio del parágrafo del artículo 487 del Código General del 
proceso, el cual regula la partición del patrimonio en vida como una figura novedosa respecto al 
ordenamiento sucesoral vigente; dicho análisis se realiza, con la finalidad de evidenciar las 
omisiones jurídicas en las que incurre el legislador tras su afanosa implementación. Para ello, 
inicialmente abordaremos las nociones básicas del derecho sucesorio (norma sustancial y 
procesal), para realizar una comparación y determinar la estrecha afinidad que existe entre la 
sucesión por causa de muerte (nuestra y de algunos referentes extranjeros), y la figura objeto de 
estudio, lo que nos llevará a la identificación de algunas situaciones que no son previstas por la 
norma, lo que a la vez acarrea una vulneración a los derechos sucesorales de los herederos 
reconocidos y no reconocidos al momento de su realización y luego de ocurrida esta. Con esto, se 
realizará una propuesta de aplicación analógica, a la que puede acudir el juez en virtud de la 
protección efectiva de dichos derechos. 






The following document carries out a study of the paragraph of article 487 of the General Code of 
the process, which regulates the partition of the patrimony in life as a novel figure with respect to 
the current inheritance order; this analysis is carried out, with the purpose of evidencing the legal 
omissions that the legislator incurs after his eager implementation. To this end, initially we will 
address the basic notions of the law of succession (substantive and procedural rule), to make a 
comparison inheritance rights the figure under study, which will lead us to the identification of 
some situations that are not foreseen by the rule, which at the same time leads to a violation of the 
inheritance rights of recognized and unrecognized heirs at the time of its realization and after its 
occurrence. This will result in a proposal for analogue application, to which the judge can turn by 
virtue of the effective protection of these rights. 
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El derecho sucesoral, es una de las ramas del derecho que menos modificaciones ha tenido en 
el ordenamiento jurídico colombiano, pareciera que la norma sustancial (Código Civil) continuara 
estática, como si pretendiera rendir elogio a las disposiciones antiguas, sin importar que el derecho 
sucesorio actual responde a criterios políticos, económicos y sociales totalmente diferentes a 
aquellos que hoy no tienen vigencia. No obstante, con la entrada en vigor de la Ley 1934 de 2018, 
podríamos ubicarnos en un primer peldaño, hacia el derribamiento de aquella estaticidad, sumado 
a esto, se estudia la iniciativa de una propuesta de reforma al actual Código Civil, que seguramente 
se adecuará a las necesidades sucesorales actuales y reforzará la solidaridad familiar como aspecto 
fundamental a la legislación sucesoral. 
Por otro lado, con miras a adecuar las normas de derecho procesal a las disposiciones 
constitucionales de 1991, el 1 de octubre de 2012, entra en vigencia la Ley 1564 de 2012 “Código 
General del Proceso”, el cual introdujo modificaciones esenciales al ordenamiento jurídico 
colombiano; considerando de manera particular para el objeto de estudio, una de las más 
importantes reformas en materia sucesoral, esto es, la implementación de la figura de la Partición 
del patrimonio en vida como un negocio jurídico constitutivo y traslaticio de dominio patrimonial, 
cuya procedencia se sujetará al cumplimiento de ciertos requisitos legales. 
Es conveniente resaltar, que dicha figura surge a raíz de un conjunto de irregularidades en los 
contratos jurídicos, las denominadas simulaciones contractuales. (Úsuga, 2016, pág. 1088). En 
otras palabras, su adopción se sustenta en la prevención de negocios jurídicos simulados, de 
creación de sociedades o fiducias, que ocultaban el verdadero interés de quienes la realizaban, es 
decir, evadir los juicios de sucesión engorrosos para sus herederos. (Gaceta del Congreso No 754 
de 2011). No obstante, el legislador omite algunas situaciones específicas, en la regulación del artículo 
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487 del Código General del Proceso, generando a través de su afanosa implementación, una serie de 
inconvenientes de gran trascendencia respecto a su aplicación normativa.  
Por lo anterior, resulta relevante realizar un análisis detallado del parágrafo del artículo 487 del 
Código General del Proceso, “Partición de patrimonio en vida”, figura que no ha tenido un amplio 
desarrollo dentro del derecho sucesoral colombiano. Por ende, en un primer capítulo, es obligatorio 
llevar a cabo un estudio de los orígenes legales de este instrumento jurídico, en donde se definirán 
conceptos generales de la sucesión por causa de muerte -debido a la derivación jurídica que tiene 
la partición en vida-, sus elementos sustanciales -clases de sucesión, órdenes hereditarios, acciones 
para la defensa de herederos o de los bienes sucesorales y demás instituciones jurídicas de la 
sucesión intestada. 
En el segundo capítulo, profundizaremos sobre la noción, caracterización, procedencia, y 
análisis jurisprudencial de la partición en vida, con la idea de identificar cuáles son las omisiones 
jurídicas en las que incurre el legislador, al incluir la partición de patrimonio en vida en la 
legislación procesal,  siendo aquellas: i) la relación entre la partición de patrimonio en vida y la 
sucesión, en la medida dicha conexión, solo es considerada para ciertas situaciones jurídicas ii) el 
procedimiento de la obtención de la licencia judicial, el cual frente a posibles situaciones de 
contención, pierde su carácter de voluntario iii) la situación jurídica de quienes adquieren vocación 
hereditaria en el juicio de sucesión por causa de muerte, luego de ocurrida la partición en vida; 
comportando estas una afectación a los derechos sucesorales de los herederos reconocidos y no 
reconocidos al momento de la realización de la partición en vida. 
Por último, en el tercer capítulo, con el fin de darle solución a dichas omisiones jurídicas y en 
aras de procurar la protección de derechos sucesorales, es necesario establecer que la partición del 
patrimonio en vida debe regirse con todas las prerrogativas que hacen parte del proceso de 
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sucesión; la pérdida de competencia del juez al existir oposición en el trámite de la obtención de 
la licencia judicial previa y realizar una propuesta, en virtud de la actividad discrecional del juez, 
acudiendo a la figura del derecho de colación en la elaboración de inventarios y avalúos del proceso 
de sucesión, esto con el fin de evitar la vulneración de los derechos de los herederos ausentes en 
la partición en vida. Alternativas a las que puede sujetarse el juez, en virtud del principio de 
autonomía e independencia judicial, acorde a la cosmovisión del derecho comparado y en aras de 
garantizar protección de los derechos sucesorales de quienes se predican herederos y de quienes 
tienen pendiente la determinación de su filiación. 
El problema de investigación consistirá en determinar cuáles serían las alternativas jurídicas a 
las que puede acudir el juez frente a las omisiones jurídicas que trae consigo la regulación de la 
partición de patrimonio en vida regulado en el parágrafo del artículo 487 del Código General del 
Proceso, estableciendo limites a la autonomía privada del partidor (derecho de propiedad 
reconocido por el legislador), en virtud de la defensa constitucional que el Estado le otorga a la 
familia, sin importar su origen (matrimonial o extramatrimonial), lo anterior considerando que esta 
última se erige como institución básica de la sociedad prohibiendo cualquier trato discriminatorio 
en torno su origen y promulgando el trato igualitario entre los herederos. 
El objetivo de esta investigación es realizar un análisis comparativo entre la partición del 
patrimonio en vida y la sucesión por causa de muerte, identificando sus similitudes y diferencias 
(incluyendo otros actos o negocios jurídicos de distribución de bienes). Determinar la precaria 
argumentación jurídica, al tenor de la norma que regula la partición en vida, esto es el parágrafo 
del artículo 487 del Código General del Proceso, la cual podía afectar derechos herenciales en 
algunas situaciones no previstas por el legislador y con base en estas, establecer finalmente 
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alternativas jurídicas -a las que puede acudir el juez-, que garanticen la protección efectiva de 







1. La Sucesión Por Causa De Muerte Como Modo De Adquirir La Propiedad 
La herencia es una prolongación natural del derecho de propiedad privada señalado en la 
Constitución Nacional, cuya función va dirigida a la salvaguarda de la autonomía de su titular, 
quien a su vez puede ejercerlo dentro de los límites impuestos por la ley y los derechos ajenos. 
Esta institución se puede concebir como un modo de adquirir el dominio de un conjunto de bienes, 
derechos y obligaciones patrimoniales que pertenecían al causante y se trasmiten a sus herederos 
una vez ocurrido el fallecimiento del primero. Es menester resaltar la calidad de intrasmisibilidad 
de algunos derechos reconocidos como extrapatrimoniales (derechos políticos, de familia y de la 
personalidad) y los personalísimos (derecho a la vida, al honor, etc.).  
1.1. La Sucesión Y Sus Elementos Sustanciales 
Respecto a las transformaciones culturales y modificaciones legislativas que van encaminadas 
a la constitucionalización del derecho, para el caso que nos atañe, el derecho civil en su parte 
sustancial, dentro del cual el régimen sucesorio integra un amplio y vasto capítulo, podríamos 
suponer que lo que intenta el legislador es ceñirse cada vez más a la idea del respeto de principios 
tales como el de la libertad, autonomía y desarrollo de la personalidad, lo anterior con fundamento 
en fortalecer las relaciones de familia, sustento principal del derecho sucesorio. Cuando quien dio 
origen a esta integración fallece, la relación con sus descendientes no termina, sino que se extiende 
mediante la figura de la sucesión por causa de muerte, que configura su existencia en los siguientes 
elementos: 
1. Que exista un causante  
2. Que exista un heredero o causahabiente  
3. Que exista un patrimonio en cabeza del causante 
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4. Que exista una relación jurídica entre causante y heredero 
Las asignaciones sucesorales pueden ser de dos clases a título universal y asignaciones a titulo 
singular, contempladas en el artículo 1011 del Código Civil. 
1.1.1 Sucesión A Título Universal O A Título Singular 
Las sucesiones a título universal son aquellas en las que se sucede al causante en todo o en parte 
de sus bienes, derechos y obligaciones transmisibles, con relación a esto se sostiene: 
     El titular de la herencia es “denominado heredero” que viene del latín haereo que significa 
estar unido, pegado a otro, o del sustantivo herus, que quiere decir dueño, señor, amo”, es el 
continuador de la personalidad jurídica del causante, existen dos clases de heredero, cuando 
se refiere a la totalidad de los bienes, derechos y obligaciones se denomina Heredero 
Universal, en la sucesión intestada sólo cabe esta clase de asignatarios ya que la ley asigna la 
totalidad del patrimonio a la comunidad sucesoria, no así en la sucesión testamentaria en donde 
caben además de estos la existencia de Herederos de cuota que son aquellos asignatarios a los 
que el testador asigna una cuota de la masa de bienes, derechos y obligaciones que conforman 
su patrimonio, estos no gozan del “derecho de acrecimiento que es aquel que la ley establece 
a favor de los sucesores llamados a una mismas asignación, en el evento de faltar uno de ellos, 
la porción de este se incorpora a la de los demás” derecho del cual gozan los herederos 
universales. (Vidal, 2008) 
Las sucesiones a título singular son aquellas asignaciones en las que se sucede al causante en 
una o más especies o cuerpos ciertos o en una o más especies indeterminadas de cierto género, se 
denominan legados: 
     Asignaciones a título singular son aquellas que se refieren a cuerpos ciertos, individuos 
indeterminados de género determinado o a una cantidad, se lo denomina Legado que es una 
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asignación que hace el testador a favor de una persona denominada legatario que es definido 
por el diccionario jurídico de Caballenas como “la persona a quien por testamento se deja un 
legado o manda” este tipo de asignaciones caben únicamente en la sucesión testamentaria, 
cuando el legado se refiere a una o más especies o cuerpos ciertos se llama legado o especie y 
su titular legatario de especie por ejemplo cuando el testador diga dejo mi hacienda a María, y 
legado de género cuando se asigna una o más especies indeterminadas de tal género y su titular 
legatario de género por ejemplo cuando el testador diga lego a Juan Pablo cincuenta mil dólares 
de los Estados Unidos de América. (Vidal, 2008) 
1.1.2 Clases De Sucesión 
La sucesión, como ya se ha señalado anteriormente, es la figura jurídica mediante la cual se 
realiza la transmisión de bienes, derechos y obligaciones por causa del fallecimiento de su titular; 
esta, puede efectuarse por voluntad del testador o en su defecto y a falta de esta, por designación 
legal, siendo testada o abintestato. 
1.1.2.1 Testada- Testamento. La sucesión testada tiene su origen en la voluntad del 
causante que se materializa a través del acto unilateral del testamento, mediante el cual establece 
la forma distribución y el destino de los bienes, derechos y obligaciones transmisibles, para que 
produzcan efectos una vez ocurrido su fallecimiento. La ley sucesoral, en virtud del principio de 
autonomía, faculta a quien adquirió sus bienes en vida, disponer su distribución a través de la 
figura testamentaria y dentro del respeto de las asignaciones forzosas. Respecto al testamento, se 
considera relevante determinar algunas características y realizar una comparación en cuanto al 
tema objeto de estudio, las cuales se desarrollarán en un capítulo posterior. En efecto, podemos 
decir lo siguiente: 
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     Pero, además, en la sucesión testamentaria ha de añadirse el principio de autonomía 
privada de las personas, por cuanto al contrario que en la intestada, en la testamentaria será la 
voluntad del causante -no la ley- quien, en vida, con plena libertad, y al amparo de aquella 
autonomía privada, establezca cuál ha de ser el destino de sus bienes para el momento después 
de su muerte.  
El decuius podrá determinar, por tanto, qué bienes recibirán sus sucesores, quiénes serán tales 
beneficiarios y el modo de realizar la transmisión.  
(…) 
Sin la menor duda, la principal limitación del testador, pese a su autonomía privada, es la que 
se deriva de la imposición legal de la institución de la legitima, que trata de proteger los 
intereses de la familia directa y más próxima del causante, en virtud del principio de protección 
de la familia, mermando notoriamente su libertad de testar, obligándole a que una sustanciosa 
parte de sus bienes sea destinada _con voluntad o sin ella- a tales familiares designados 
legalmente, en particular, sus descendientes, ascendientes y el cónyuge viudo. (Acedo, 2014, 
pág. 119) 
1.1.2.2 Intestada. La sucesión intestada tiene lugar cuando el causante no realizó 
testamento en vida, o este fue declarado nulo, por lo cual es la ley, mediante juicio sucesorio o 
procedimiento de sucesión por mutuo acuerdo, la encargada de distribuir los bienes del difunto, de 
acuerdo a los órdenes sucesorales establecidos por el legislador. Al respecto, la doctrina considera: 
     Se ha justificado la existencia de la sucesión intestada en que se trata de una especie de 
testamento legal que, basándose en los afectos presumibles del causante, la ley otorga a los 
bienes el destino que éste habría querido, siendo el mismo para todos los causantes, es el 
fundamento familiar, aunque en verdad, no es del todo exacto porque ello no explicaría la 
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inclusión del Estado entre los beneficiarios de la sucesión intestada (por mucho aprecio que le 
pueda tener el causante, algo presumible en todos los ciudadanos). 
También se fundamenta, tal vez con más solidez, en el propio fenómeno sucesorio como una 
consecuencia de la opción legislativa de otorgar preferencia a la sucesión testamentaria, lo que 
convierte a la abintestato en un régimen de derecho supletorio o dispositivo y que solo opera 
cuando falta la voluntad del testador plasmada en el testamento, por lo que la sucesión legal 
tan solo viene a llenar el hueco que se genera cuando no se otorga testamento.  (Acedo, 2014, 
pág. 107) 
1.1.2 Órdenes Sucesorales 
El régimen sucesoral colombiano se encuentra forzosamente organizado por medio de los 
órdenes hereditarios (señalados en los artículos 1045 al 1051 del Código Civil), cuya naturaleza 
radica inicialmente, en la prevalencia integradora de las personas a quien se les ha otorgado 
vocación hereditaria, con excepción del último orden, el cual corresponde al Instituto de Bienestar 
Familiar, quiere decir esto, que la distribución sucesoral se erige sobre la protección del estado 
civil. Además de ello, la norma sustancial advierte su organización autónoma, es decir, que los 
ordenes son independientes entre sí y no puede pasarse al siguiente sin que esté vacante el que le 
antecede. La ley acude al siguiente orden cuando la sucesión es intestada: 
Primer orden. Está compuesto por los hijos del causante, sin distinción alguna, los cuales 
recibirán cuotas iguales entre ellos, sin perjuicio a la porción destinada legalmente a la pareja 
sentimental que sobrevive. “Los hijos legítimos, adoptivos y extramatrimoniales, excluyen a todos 
los otros herederos y recibirán entre ellos iguales cuotas, sin perjuicio de la porción conyugal”. 
(Código Civil, 1887, art. 1045). 
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No obstante, la norma precitada tiene una nueva redacción contemplada en el artículo 1 de Ley 
1934 de 2018, la cual ahora señala: “Articulo 1045. Primer Orden Sucesoral. Los descendientes 
de grado más próximo excluyen a todos los otros herederos y recibirán entre ellos cuotas iguales, 
sin perjuicio de la porción conyugal”. (Ley 1934, 2018, art. 1) 
Con relación a la inclusión de la expresión “Los descendientes de grado más próximo” y 
teniendo en cuenta la figura de la representación sucesoral como -aquella que tiene una persona 
que es descendiente de quien hubiera tenido vocación hereditaria, la cual viene a ejercitar los 
derechos sucesorales que tenía su ascendiente fallecido antes que el causante, (vgr. los nietos del 
causante)-sobre este fundamento, el tratadista Lafont Pianetta advierte una insuficiencia 
gramatical, lo que permitiría interpretar lo siguiente: 
     Pero aun teniendo en cuenta esta expresión de “descendientes de grado más próximo”, 
también resultaría insuficiente para determinar cabalmente su alcance, porque aquella 
expresión, por sí sola, daría a entender que los descendientes en primer grado, esto es, los hijos 
excluirían a los otros descendientes en segundo grado, como serían los nietos del causante, 
hijos, por ejemplo, de un hijo del causante, prefallecido, sin que aquel no lo pueda 
representar, lo que la presente reforma no lo ha modificado. 
(…) 
De todo lo expuesto se concluye que la interpretación del nuevo texto del primer orden 
hereditario de los descendientes de grado más próximo, es la de que se trata de la misma 
descendencia en forma personal, en donde el grado más próximo (v.gr.hijo) excluye a su 
propia descendencia, de grado más remoto (v.gr. nieto), sin perjuicio de que otra clase 
de descendientes puedan suceder por representación legal. En tal evento, dichos herederos 
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excluyen a herederos de otros órdenes, pero dejan a salvo la porción conyugal o marital que 
resulte procedente. (Lafont, 2020a, págs. 536, 538) 
Para el legislador es indiferente el estado civil con el cual los hijos vienen a adquirir vocación 
hereditaria, pese a lo cual, existen algunos supuestos que comportan un trato diferencial entre los 
hijos, comprometiendo los derechos de igualdad que existen entre estos últimos, frente a esto, se 
hará un análisis más detallado en líneas posteriores. 
Segundo orden. Su existencia presupone la vacancia del primero, es decir que los ascendientes 
del grado más próximo estarían llamados a suceder, únicamente en el evento en el que el causante 
no haya dejado descendientes, le heredarán por cabezas sus padres biológicos o adoptantes y su 
cónyuge. Por su parte, el artículo 1046 del Código Civil establece:  
     ARTICULO 1046 SEGUNDO ORDEN HEREDITARIO- LOS ASCENDIENTES DE 
GRADO MÁS PRÓXIMO. Si el difunto no deja posteridad, le sucederán sus ascendientes de 
grado más próximo, sus padres adoptantes y su cónyuge. La herencia se repartirá entre ellos 
por cabezas. 
No obstante, en la sucesión del hijo adoptivo en forma plena, los adoptantes excluyen a los 
ascendientes de sangre; en la del adoptivo en forma simple, los adoptantes y los padres de 
sangre recibirán igual cuota. (Código Civil, 1887, art. 1046). 
Lafont Pianetta explica que: 
     Se trata del único orden que actualmente mantiene las dos clases tradicionales de herederos: 
los herederos-tipos o principales, esto es, aquellos que tienen la cualidad de determinar el 
orden, en el sentido de que su sola existencia (previa vacancia de los precedentes) o 
inexistencia determina la conformación o vacancia de dicho orden, según el caso; y los 
herederos concurrentes o accesorios, o sean, los que se limitan a suceder conjuntamente con 
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los principales y cuya existencia o inexistencia en nada afecta al orden: pueden existir o no sin 
que el orden se altere. 
Los ascendientes o padres son los herederos tipos cuando este orden se determina por ellos; si 
no las hay, se presenta la vacancia del segundo orden y la herencia se distribuirá en el siguiente 
orden. 
En cambio, el cónyuge (o, en su caso, el compañero permanente) es heredero concurrente no 
forzoso. (Lafont, 2020a, pág. 554) 
Tercer orden. La distribución en este orden se hará únicamente si existe vacancia en los 
ordenes precedentes, lo que conlleva a que el causante no haya dejado descendientes ni hayan 
sobrevivido sus ascendientes, en este caso lo sucederán sus hermanos y su cónyuge reconocido 
legalmente. Con base a esta definición, la norma sustancial regula lo siguiente:  
     Art. 1047 Si el difunto no deja descendientes ni ascendientes, ni hijos adoptivos, ni padres 
adoptantes, le sucederán sus hermanos y su cónyuge. La herencia se divide la mitad para éste 
y la otra mitad para aquéllos por partes iguales. 
A falta de cónyuge, llevarán la herencia los hermanos, y a falta de éstos aquél. 
Los hermanos carnales recibirán doble porción que los que sean simplemente paternos o 
maternos. (Código Civil, 1887, art. 1047). 
De acuerdo con lo antes dicho, el legislador plantea inicialmente una clasificación entre 
hermanos carnales (de padre y madre) y hermanos medios (maternos y paternos), para distribuir 
la herencia por cuotas, en donde los hermanos carnales recibirán de manera individual doble cuota, 
respecto de los hermanos medios, quienes recibirán una cuota simple. Esta clasificación difiere 
con la imposición constitucional, en donde obliga al Estado al ejercicio de un tratamiento 
igualitario de todas las personas sin importar su origen familiar. 
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Cuarto orden. Para la existencia de este orden, supone la existencia de la vacancia de los 
ordenes precedentes, en este caso, sucederán los sobrinos del causante, de quienes se considera 
indispensable su existencia, su capacidad, y anuencia para suceder. Se tiene que, “A falta de 
descendientes, ascendientes, hijos adoptivos, padres adoptantes, hermanos y cónyuges, suceden al 
difunto los hijos de sus hermanos”. (Código Civil, 1887, art. 1051). 
    Los sobrinos pueden suceder al causante en el tercer y cuarto orden, dentro de la siguiente 
limitación: 
Los sobrinos del causante pueden suceder al tío en el tercer o cuarto orden, con la diferencia 
esencial de que en aquél solo pueden hacerlo por representación, mientras que en el otro deben 
hacerlo personalmente. Pero de esta distribución surgen notables consecuencias que revelan 
su importancia de suceder de una u otra forma. (Lafont, 2020a, pág. 587). 
Quinto orden. Si al causante no le sobrevive ninguno de los herederos de los anteriores ordenes 
sucesorales, la ley prescribe que quien hereda todos los bienes del que fallece, es el Instituto de 
Bienestar familiar (Art. 1051 del Código Civil). 
El Instituto de Bienestar familiar, es la última persona, en este caso jurídica, que adquiere 
vocación hereditaria en representación del Estado; de igual manera, adquiere todas las 
prerrogativas de un heredero natural, es decir puede ser excluido de la distribución sucesoral 
(cuando es testada), o bien puede o aceptar o repudiar la herencia, en los términos establecidos 
para tal efecto. 
1.1.4 Distribución De La Herencia 
Establecidos los órdenes hereditarios, y al no existir testamento, la herencia es distribuida entre 
los herederos del mismo orden; cada heredero recibe una porción igual que sus coasignatarios, 
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previas las deducciones establecidas en la ley, para que dicha distribución sea ajustada a derecho 
deben respetarse los siguientes preceptos: 
1.1.4.1 Asignaciones Forzosas. Las asignaciones forzosas son aquellas que la ley obliga 
al testador a realizar y de no efectuarse, el acto o testamento no tendría efectos jurídicos, están 
reguladas en el artículo 21 de la Ley 1934 de 2018.  
Al respecto el tratadista Adulfo Núñez Cantillo consigna: 
     (.) Son aquellas obligaciones que el testador no puede marginarlas para efecto de su 
cumplimiento; en caso de no hacerlo en su acto unilateral, la ley lo obliga, aún con perjuicio 
de las disposiciones testamentarias expresas.  
Deben cumplirse, pues, aun en contra del capricho del testador de no cumplir la obligación de 
suministrar alimentos, en razón de que la ley no va a desamparar a los que ha de recibir; la ley 
por norma expresa, obliga al cumplimiento del tal deber aun cuando tenga que reducir la cuota 
que el testador le ha dejado al asignatario. Esto se desprende el art. 411 del C.C. (.) (Núñez, 
2016, pág. 105) 
Lo que pretende el legislador con esta figura es proteger a quienes son herederos forzosos, 
incluso por encima de la facultad legal de la libre autonomía sobre sus bienes que tiene el testador 
 
1ARTÍCULO 2o. El artículo 1226 del Código Civil quedará así: 
“Artículo 1226. Definición y clases de asignaciones forzosas. Asignaciones forzosas son las que el testador está 
obligado a hacer, y que se suplen cuando no las ha hecho, aún con perjuicio de sus disposiciones testamentarias 
expresas. 
 
Asignaciones forzosas son: 
 
1. Los alimentos que se deben por la ley a ciertas personas. 
2 La porción conyugal. 




o el partidor. Las personas hábiles para testar pueden disponer de sus bienes siempre que se 
respeten las asignaciones forzosas descritas en el artículo 2 de la Ley 1934 de 2018 representadas 
en los derechos de alimentos de ciertas personas, la porción conyugal y las legítimas.  
1.1.4.2 Alimentos. Respecto al derecho de alimentos que se le debe a una persona, se tiene 
que es una obligación jurídica impuesta a una persona para asegurar la subsistencia de otra, quien 
no puede mantenerse por sí misma, esta obligación puede provenir de la ley, de un acuerdo o de 
un testamento o como es el caso, de la partición en vida que se pretende aprobar. Con relación a 
lo mencionado, la Corte advierte: 
     La jurisprudencia constitucional ha señalado que el derecho de alimentos es un derecho 
subjetivo personalísimo para las partes, donde una de ellas, que puede ser un menor de edad, 
tiene la facultad de exigir asistencia para su manutención cuando no se encuentra en 
condiciones para procurársela por sí misma (lo cual, en el caso de los menores de 18 años, 
comprende la prestación de todo lo que es indispensable para su sustento, habitación, vestido, 
asistencia médica, recreación, educación o instrucción y, en general, todo lo que es necesario 
para su desarrollo integral), a quien esté obligado por ley a suministrarlo, bajo el cumplimiento 
de ciertos requisitos, a saber: (i) que el peticionario carezca de bienes y, por consiguiente, 
requiera los alimentos que demanda, como resulta natural en el caso de los niños, las niñas y 
los adolescentes; (ii) que la persona a quien se le piden alimentos tenga los recursos 
económicos para proporcionarlos y (iii) que exista un vínculo de parentesco o un supuesto que 
origine la obligación entre quien tiene la necesidad y quien tiene los recursos, generalmente 
entre los hijos menores de edad y sus ascendientes más próximos. (Corte Constitucional, C- 
258, 2015) 
1.1.4.3 Porción Conyugal. La porción conyugal es aquella parte del patrimonio del 
causante que la ley asigna al cónyuge o compañero permanente sobreviviente como un 
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auxilio para su subsistencia, esta es descontada del acervo liquido de la herencia, en todos los 
órdenes sucesorales, menos en el primero y es en este último que el cónyuge puede optar por 
porción conyugal o gananciales – que son los bienes adquiridos por la sociedad conyugal o marital 
de hecho, los cuales pertenecen a ambos cónyuges en partes iguales, una vez liquidada-, elección 
que debe realizarse antes de la diligencia de inventarios y avalúos.  
Se encuentra definida por el artículo 12302 del Código Civil. Respecto a esta figura la Corte 
Constitucional señala:  
La porción conyugal está definida como aquella parte del patrimonio de una persona 
difunta que la ley asigna al cónyuge sobreviviente que carece de lo necesario para su congrua 
subsistencia, asignación que no es a título de heredero, pues su condición jurídica es diversa 
de la de éste, y que más que una prestación de carácter alimenticio basada en un criterio de 
necesidad, es una figura de naturaleza compensatoria, para afectar el patrimonio del causante 
a través de una asignación forzosa que le permite al supérstite contar con un patrimonio 
adecuado teniendo como referente el patrimonio del cónyuge fallecido. Es una especie de 
crédito a cargo de la sucesión. Son características de la porción conyugal: (i) tiene como 
beneficiario al cónyuge sobreviviente, independientemente del sexo; (ii) no está sujeta a un 
monto determinado, toda vez que depende del patrimonio del cónyuge fallecido; (iii) lo que se 
recibe por este concepto pasa a incorporar el patrimonio del sujeto a favor de quien se 
reconoce; (iv) no está atada a la inexistencia de patrimonio del sobreviviente; sólo se requiere 
que lo que éste pueda percibir por otros conceptos sea o resulte inferior a la porción conyugal 
para que nazca del derecho a percibirla; (v) Este derecho se concreta al tiempo en que se abre 
la sucesión. Por tanto, si el cónyuge sobreviviente no tiene bienes en ese momento, o los que 
 
2 ARTICULO 1230. <DEFINICION DE PORCION CONYUGAL>. <Artículo CONDICIONALMENTE 
exequible> La porción conyugal es aquella parte del patrimonio de una persona difunta que la ley asigna 
al cónyuge sobreviviente que carece de lo necesario para su congrua subsistencia. 
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posee son de inferior valor, adquiere el derecho a la porción, sin importar que posteriormente 
adquiera otros. Por el contrario, si posee bienes de mayor valor y después los pierde o su valor 
disminuye, no tendrá derecho a dicha porción, tal como se desprende de una lectura de los 
artículos 1232 y 1233 del Código Civil. (Corte Constitucional, C- 283, 2011) 
            1.1.4.4 Legítimas. Es aquella porción hereditaria de la que el testador no puede disponer, 
debido a que la ley las mantiene reservadas a determinadas personas denominadas herederos 
forzosos o legitimarios, siendo estos “1. Los descendientes personalmente o representados. 2. Los 
ascendientes”. (Ley 1934, 2018, art. 3) 
            1.1.4.4.1 Legítima Rigurosa. Como su nombre lo indica, hace alusión al concepto propio 
de legitima, según la cual la mitad de la masa hereditaria se debe dividir entre los legitimarios, 
según el orden hereditario (ya sea primer o segundo orden), no es susceptible de condición, plazo, 
modo o gravamen alguno (Art. 1250 Código Civil). 
            1.1.4.4.2 Legítima Efectiva. No es considerada asignación forzosa y se presenta como un 
aumento a la legitima rigurosa que ha dispuesto el testador a favor de un legitimario. Se encuentra 
anunciada en el artículo 1249 del Código Civil que fue modificado por el artículo 9 de la Ley 1943 
de 2018: 
 Artículo 9°. El artículo 1249 del Código Civil quedará así: 
Artículo 1249 Legitimas Efectivas. Acrece a las legítimas rigurosas toda aquella porción de 
los bienes de que el testador ha podido disponer con absoluta libertad, y no ha dispuesto, y si 
lo ha hecho ha quedado sin efecto la disposición. Aumentadas así las legítimas rigurosas, se 
llaman legítimas efectivas. Este acrecimiento no aprovecha al cónyuge sobreviviente, en el 




1.1.4.5 Cuarta De Mejoras (Medias) Y Libre Disposición- Ley 1934 de 2018.  Antes de 
que entrara en vigencia la Ley 1934 de 2018, el Código Civil establecía la distribución hereditaria 
en cuatro porciones de la siguiente manera: un cincuenta por ciento (50%) por concepto de legítima 
rigurosa para todos los herederos por partes iguales (luego de efectuadas las deducciones de ley), 
el otro cincuenta por ciento (50%) los dividía el causante, a su escogencia entre sus descendientes, 
tomando un veinticinco por ciento (25%) como cuarta de mejoras y otro veinticinco por ciento 
(25%) como cuarta de libre disposición. 
     La ley precitada elimina las prerrogativas de cuarta de mejoras y de libre disposición, y le 
concede al testador la libertad de disponer de aquel cincuenta por ciento (50%) a su arbitrio, para 
que sea distribuido como bien considere el partidor. Esta disposición se encuentra recogida en el 
artículo 1242 del Código Civil que fue modificado por el artículo 4 de la Ley 1943 de 2018: 
ARTÍCULO 4o. El artículo 1242 del Código Civil quedará así: 
“Artículo 1242. Cuarta de mejoras y de libre disposición. Habiendo legitimarios, la mitad de los 
bienes, previas las deducciones de que habla el artículo 1016 y las agregaciones indicadas en los 
artículos 1243 a 1245, se dividen por cabezas o estirpes entre los respectivos legitimarios, según 
las reglas de la sucesión intestada; lo que cupiere a cada uno de esta división es su legítima rigurosa. 
La mitad de la masa de bienes restantes constituyen la porción de bienes de que el testador ha 
podido disponer a su arbitrio. 
PARÁGRAFO 1. Los abogados no podrán hacerse parte de la sucesión en función de cobrarle sus 




1.1.5 Acervos Imaginarios 
En virtud de esta disposición, es menester realizar inicialmente una aproximación a la 
conceptualización de esta institución, la cual se configura como una porción que el causante donó 
a uno de sus herederos o a un tercero y que debe ser computado al momento de realizarse la 
partición de la herencia, con la finalidad de que la misma sea distribuida de forma igualitaria entre 
todos los herederos, el heredero disminuido en su porción podría acudir a este mecanismo para 
que la porción donada inicialmente, sea tenida en cuenta en la distribución de la masa sucesoral. 
Los acervos imaginarios: 
Sirven, tal como se viene insinuando, para resguardar la integridad de las legítimas, o de la 
porción conyugal. 
Con esta institución se evitan legales o maliciosas mermas que el causante pudo (acaso) haber 
hecho en vida, por la vía de donaciones o cualquier otra clase de “anticipos”- tanto a extraños 
como a legitimarios- de parte de sus bienes. 
Se deduce de lo expuesto que las liquidaciones deben pasar entonces, por la estación 
delimitante del “acervo bruto” (que se integra para todos los activos “hereditarios” existentes), 
para llegar, mediante la aplicación intermediante del artículo 1.016 del C. Civil, al concepto 
de masa liquida partible, después de lo cual aún se pueden presentar las agregaciones que 
por los prenombrados anticipos puedan elaborarse, no de oficio sino a petición de legitimarios 
y del cónyuge, pues que éstos y no otras personas son los interesados que pueden promover 
esos temas. 
Se computarán así las donaciones entre vivos y otras formas demostrables de anticipos, con 
el fin de preservar la equidad, lográndose al final una cabal integración post-mortem de las 
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asignaciones forzosas. Hay que tener en cuenta que en estas hipótesis se agrega “el valor” de 
las cosas y no las cosas anticipadas o donadas. (Calderón, 2001, pág. 80) 
En Colombia, el Código Civil regulaba dos clases de acervos imaginarios, primer acervo 
imaginario y segundo acervo imaginario. 
Se podría interpretar que la entrada en vigencia de la Ley 1934 de 2018, derogó afanosa y 
erróneamente y sin sustituirlo el artículo 1243 del C. Civil, el cual regulaba el primer acervo 
imaginario, al que podían acudir los legitimarios para la protección de las legítimas rigurosas, el 
artículo 1243 disponía: 
Para computar las cuartas de que habla el artículo precedente, se acumularán 
imaginariamente al acervo líquido todas las donaciones revocables e irrevocables, hechas en 
razón de legítimas o de mejoras, según el valor que hayan tenido las cosas donadas al tiempo 
de la entrega, y las deducciones que, según el artículo 1234, se hagan a la porción conyugal.  
Las cuartas antedichas se refieren a este acervo imaginario. (Código Civil, 1887, art. 1051). 
Este acervo imaginario se sostenía sobre los bienes que eran donados a los herederos, los pagos 
de deudas a los herederos, los legados realizados en vida y las deducciones de la porción conyugal; 
el heredero aumentado en su cuota, podía hacer uso de la institución de la colación devolviendo 
imaginariamente a la masa sucesoral lo donado, para que fuera computado de manera equitativa 
en la distribución herencial. 
     El segundo acervo imaginario se encuentra consignado en el artículo 1244 del Código Civil que 
fue modificado por el artículo 5 de la Ley 1943 de 2018:  
El artículo 1244 del Código Civil quedará así: 
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“Artículo 1244. Valor de las donaciones. Si el que tenía, a la sazón, legitimarios, hubiere 
hecho donaciones entre vivos a extraños, y el valor de todas ellas juntas excediere a la mitad 
de la suma formada por este valor y al del acervo imaginario, tendrán derecho los legitimarios 
para que este exceso se agregue también imaginariamente al acervo, para la computación de 
las legítimas”. (Ley 1934, 2018, art. 5). 
Este acervo se compone de las donaciones excesivas realizadas a terceros por el causante, 
permite a los legitimarios, en un término de cuatro años, hacer uso de la acción de rescisión, para 
la restitución de lo excesivamente donado. 
1.2 Actos o Negocios Jurídicos De Disposición De Bienes 
Para empezar, es importante tener en cuenta, que la propiedad es el derecho real que se ejerce 
sobre una cosa corporal, también es posible que recaiga sobre universalidad de cosas o de hechos; 
de igual manera, la misma puede recaer sobre bienes inmateriales (propiedad intelectual); la ley 
permite usar, gozar y disponer de ella, mientras no se vean afectados derechos ajenos, ni contraríe 
lo permitido por el orden jurídico. Es allí, cuando el Estado faculta al individuo para que, mediante 
ciertos actos o negocios jurídicos, pueda disponer a su arbitrio de su patrimonio, ya sea a título 
oneroso o gratuito, sin perjuicio de los límites legales establecidos para ello. Es evidente y 
necesario mencionar, que no todos los actos jurídicos se ajustan a derecho, como es el caso de la 
simulación.  
De este modo, a la luz de lo anteriormente dispuesto, es posible identificar ciertos actos que 





1.2.1 Donación Entre Vivos 
La donación entre vivos es un negocio jurídico mediante el cual una parte denominada donante 
transfiere bienes a título gratuito a otra llamada donatario, con la obligación expresa de que el 
segundo acepte, trayendo consigo que el patrimonio del donatario aumente a costa del desmedro 
patrimonial del donante (Art 11433 Código Civil). 
Como características de la donación podríamos señalar las siguientes: 
a. Pueden donarse todos los derechos reales: la propiedad, la posesión, el usufructo, la 
servidumbre. 
b. Pueden donarse todos los derechos patrimoniales, sean considerados en singular o en 
conjunto 
c. Pueden donarse las universalidades jurídicas, los derechos herenciales y los gananciales. 
d. La capacidad del donante, es la misma establecida para poder contratar. 
e. La capacidad para recibir donación recae sobre toda persona que no haya sido declarada 
incapaz. (Art 1446 C. Civil) 
f. La donación realizada sobre bienes inmuebles requiere escritura pública (Art 1457 C. 
Civil). 
g. Para que la donación se perfeccione debe ser aceptada por el donatario, puede hacerlo por 
sí mismo, por quien le haya conferido poder especial para hacerlo, por medio de su 
representante legal o por medio de sus ascendientes o descendientes. 
h. Como el testamento también puede estar sujeta a plazo o condición. 
i. Puede restituirse la cosa donada en caso de ingratitud (Art 1486 C. Civil). 
 
3 ARTICULO 1443. <DEFINICIÓN DE DONACIÓN ENTRE VIVOS>. La donación entre vivos es un acto por el cual una 
persona transfiere, gratuita e irrevocablemente, una parte de sus bienes a otra persona que la acepta. 
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j. No todas las donaciones son a titulo gratuito, también pueden hacerse con cargo oneroso 
correspondiente al donatario. 
k. La donación puede ser revocada mientras esta no haya sido aceptada por el donatario y la 
notificación de dicha aceptación no se haya efectuado al donante. 
1.2.1.1 Clases de Donaciones. En cuanto a la clasificación de la donación, tenemos las 
reguladas por el Código Civil: 
Donaciones a título universal: requieren de un inventario solemne de bienes donados; y los 
bienes que no se especifiquen en el inventario, no quedarán comprendidos en la donación. 
Donaciones a titulo singular: son aquellas que se hacen sobre bienes individualmente 
considerados, lo cual lleva a contemplar varios casos especiales según se trate de bienes 
muebles o inmuebles, de donaciones a plazo o bajo condición, donaciones con causa onerosa 
o por razón del matrimonio. (Barreto et al., 2013) 
            1.2.1.2 Donaciones Excesivas. Conforme a lo anteriormente mencionado, el causante en 
vida puede hacer donaciones a quien él considere como un mejor heredero o a un extraño, si dichas 
donaciones menoscaban las legitimas rigurosas al momento de distribuir la herencia, la ley faculta 
al legitimario para que pueda solicitar la restitución de lo excesivamente donado en contra del 
donatario mediante la acción de rescisión. La Restitución por donación excesiva se encuentra 
anunciada en el artículo 1245 del Código Civil que fue modificado por el artículo 6 de la Ley 1943 
de 2018: 
 Artículo 6:  El artículo 1245 del Código Civil quedará así: 
“Artículo 1245. Restituciones por donación excesiva. Si fuere tal el exceso, que no sólo 
absorba la parte de los bienes de que el difunto ha podido disponer a su arbitrio, sino que 
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menoscabe las legítimas rigurosas, tendrán derecho los legitimarios para la restitución de lo 
excesivamente donado, procediendo contra los donatarios, en un orden inverso al de las fechas 
de las donaciones, esto es, comenzando por las más recientes. 
La insolvencia de un donatario no gravará a los otros”. (Ley 1934, 2018, art. 6). 
1.2.2 Constitución De Sociedades 
     Es un mecanismo regulado por el artículo 1024 del Código de Comercio, el cual permite la 
constitución de sociedades de familia, sociedad que se constituye en la modalidad mercantil “en 
comandita simple”, mediante la cual el padre, actúa como socio gestor aportando todo su capital e 
incluyendo a sus hijos y cónyuge como socios comanditarios. Este socio gestor continúa 
administrando de manera exclusiva su patrimonio y respondiendo ante los eventuales acreedores, 
como un deudor natural, sin la calidad de socio; el patrimonio administrado va generando 
rendimientos a favor de sus hijos y cónyuge. El socio gestor continua con su administración hasta 
el momento de su muerte y como no hubo retiro de su capital, los herederos y el cónyuge liquidan 
y distribuyen el patrimonio administrado durante la vigencia de la sociedad. 
En consideración a lo anterior, el Doctor Lafont Pianetta al referirse a la noción de 
constitución de sociedades, expresa: 
Estas personas acuden a la constitución de una sociedad mercantil en comandita simple, 
que resulta ser la adecuada para este último propósito, más cuando es permitido legalmente la 
constitución de sociedades de familia entre padres e hijos o entre cónyuges, inclusive siendo 
menores de edad (Arts. 102, 103, 323, 337 C. Co.). Para este efecto el padre, poseedor de todo 
 
4 ARTÍCULO 102. VALIDEZ DE SOCIEDADES FAMILIARES-APORTE DE BIENES. Será válida la sociedad entre padres e 
hijos o entre cónyuges, aunque unos y otros sean los únicos asociados. Los cónyuges, conjunta o separadamente, 
podrán aportar toda clase de bienes a la sociedad que formen entre sí o con otras personas. 
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el capital, otorga la escritura social de constitución, en la cual queda como socio gestor 
aportando su capital, e incluye como socios comanditarios a sus herederos y su cónyuge, a 
quienes les asigna la obligación de cancelar su aporte de capital (que muchas veces es superior 
al que le corresponde al padre) en un periodo que generalmente es de cinco (5) años. 
(…) 
Esta sociedad trae la ventaja de que el padre, como socio gestor, sigue administrando 
exclusivamente todo su patrimonio y lo que este produzca y continúa respondiendo 
ilimitadamente frente a los acreedores sociales. (…). Pero de otro lado esta sociedad, que 
sustancialmente está constituida por el patrimonio del padre, permite ir creando utilidades a 
favor de sus herederos y de su cónyuge, sin que estos hubiesen cancelado la totalidad o parte 
del aporte a que se obligaron para con la sociedad; es decir, el patrimonio social, que 
materialmente es el mismo del padre, va produciendo rendimientos a favor de los demás 
socios. 
(…) 
Esto último permite al padre como socio gestor continuar administrando todo el patrimonio 
social, hasta el momento de su muerte, con la cual se disuelve la sociedad con las 
consecuencias de que el padre no retira capital alguno y los herederos y el cónyuge se quedan 
con todo el patrimonio, lo cual liquidan y distribuyen extrajudicialmente. (Lafont, 2020a, pág. 
48) 
1.2.3 Partición de Patrimonio en Vida.  
Para hacer un análisis detallado y crítico del tema en cuestión es necesario ahondar inicialmente 
en los conceptos de patrimonio y partición. En este orden de ideas, el patrimonio se configura 
como una universalidad jurídica integrada tanto por los activos como por los pasivos de una 
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persona, y dos de las formas principales para distribuirlo es mediante la sucesión testada o intestada 
o la partición en vida, en esto coinciden las dos posturas siguientes:  
Con la expresión de patrimonio hacemos referencia a una esfera jurídica de la persona, 
integrada por la totalidad de situaciones y relaciones estimables en dinero. Su titular no tiene 
un derecho real o personal único; la persona tiene tantos derechos cuantas sean las relaciones 
comprendidas en el patrimonio. (Ternera, 2015, pág. 5) 
     A su vez Luis Guillermo Velásquez Jaramillo advierte que el patrimonio es “una universalidad 
jurídica formada por bienes activos y pasivos en cabeza de una persona jurídica individual o 
colectiva” (Velásquez, 2006, pág. 99).  
Dentro de este confluyen los derechos reales y personales de una persona; los subjetivos 
inmateriales tales como el good will ya la propiedad intelectual; las universalidades jurídicas 
como la herencia; el patrimonio de una sociedad en liquidación y el de la sociedad conyugal 
disuelta o liquidada. (Velásquez, 2006, pág. 102) 
En cuanto a la partición Jorge Parra Benítez, sostiene: 
Es un acto jurídico unilateral o contractual, tendiente a la división de una comunidad, cuyo 
objeto es la distribución y adjudicación a cada uno de los coasignatarios de sus derechos de 
cuota representa. (….) La partición puede ser hecha por el causante (artículo 1375 del Código 
Civil), por los coasignatarios o por un tercero. En el primer caso puede ser por acto entre vivos 
o por testamento y valdrá en cuanto no fuere contraria a derecho ajeno (…). (Parra, 2015, pág. 
291) 
Como precisa el ordenamiento jurídico y teniendo en cuenta las limitaciones que establece la 
ley, nadie está obligado permanecer en indivisión, en una comunidad, el comunero puede pedir la 
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división material del bien o su venta para que el producto obtenido de ella, se distribuya 
equitativamente.  
La partición del patrimonio en vida se erige como un mecanismo de trasmisión gratuita de 
bienes, al que puede acudir una persona que goza de su autonomía de la voluntad, para disponer 
de sus bienes en vida, adjudicándolos a sus herederos, previo la obtención de una licencia judicial 
mediante la cual se observará el respeto de las asignaciones forzosas, los derechos de terceros y 
los gananciales. 
En un capítulo posterior se pretende ahondar en su conceptualización, determinar los contrastes 
y similitudes respecto a algunos referentes extranjeros sobre la figura en comento (derecho 
comparado), sus características, su procedencia y el estudio y análisis crítico de lo dispuesto por 
la Corte Constitucional mediante Sentencia C- 684 de 2014, para aterrizar finalmente en las 
omisiones que presenta su afanosa regulación. 
1.2.4 Fideicomiso Civil 
El Fideicomiso o la fiducia civil ha sido definido como una figura jurídica a través de la cual el 
fideicomitente trasfiere bienes de su propiedad al beneficiario o fideicomisario, una vez se cumpla 
una condición; el propietario fiduciario es quien administra dichos bienes de manera transitoria, 
hasta tanto la condición se encuentre cumplida (Panesso, 2016). Debe constituirse por escritura 
pública. Por su parte la doctrina indica lo siguiente: 
La constitución supone la transmisión hecha por el fideicomitente del derecho sobre todo 
o parte de una herencia o sobre uno o varios bienes a una persona, la cual se convierte en 
propietaria fiduciaria, con la carga de transferir los mismos a un beneficiario o fideicomisario, 
al verificarse una condición. Esta última como futuro hecho incierto, a voces de la ley, resulta 
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resolutoria para el propietario fiduciario y suspensiva para el fideicomisario que, de hecho, 
tiene apenas expectativas que no propiamente derechos. En esa forma supone una doble 
liberalidad, inicialmente a favor de quien recibe el bien en propiedad y más tarde a favor del 
beneficiario. (Rodríguez, 2009, pág. 42) 
En ese mismo sentido se ha pronunciado la jurisprudencia, particularmente, la Corte 
Constitucional al establecer la constitución del fideicomiso civil: 
     Atendiendo a su configuración jurídica, en la creación de una propiedad fiduciaria 
intervienen tres partes: (i) el Fideicomitente o constituyente, que es la persona propietaria del 
bien y quien lo entrega en fiducia; (ii) el Fiduciario, que es la persona a quien se encomienda 
la propiedad hasta tanto se verifica el cumplimiento de la condición, momento en el cual debe 
restituirla al beneficiario del fideicomiso; (iii) y el fideicomisario, que es la persona a cuyo 
favor se constituye el fideicomiso y en favor de quien debe llevarse a cabo la restitución del 
bien cuando se cumpla la condición. (Corte Constitucional, C- 046, 2017) 
   Es menester resaltar que, para la constitución del fideicomiso, no es necesario la intervención de 
las tres partes, es decir el fideicomitente, el fiduciario y el fideicomisario o beneficiario, toda vez 
que la legislación colombiana permite recaer sobre una sola persona la figura del fideicomitente y 
el propietario fiduciario. También es pertinente aclarar que el fideicomitente no pierde la 
titularidad de los bienes, en el entendido de que no trasfiere el domino al propietario fiduciario, es 
por esto que este último goza únicamente de la administración y usufructo, si así se dispusiere, de 
los bienes que le fueron entregados mediante contrato de fiducia, procurando por su conservación, 
presentando inventarios y restituyéndolos al beneficiario, una vez se verifique la condición 
dispuesta por el fideicomitente. De igual manera cabe resaltar que los bienes fideicomitidos 
constituyen un patrimonio separado del patrimonio del fiduciario. 
Al respecto, puntualiza el Dr. Sergio Rodríguez Azuero: 
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El propietario fiduciario puede ser cualquier persona, natural o jurídica y sus facultades 
revisten varios grados y posibilidades desde el punto de vista de provecho económico que 
puede obtener mientras pende la condición: a) disponer de los frutos en su provecho y sin 
limitación alguna, lo que constituye la regla general para cualquier propietario, b) disponer del 
bien a su arbitrio, caso en el cual no es responsable por los deterioros o pérdidas de su valor y 
aun disponer libremente del bien mismo- lo que, duda desnaturaliza la figura- y sólo deja para 
el beneficiario lo que quede al momento de su restitución y c) en el otro extremo, reservar los 
frutos para puede llegar a ser el propietario absoluto, evento en el cual será un mero 
administrador o tenedor fiduciario, con las meras facultades de los curadores de bienes. 
(Rodríguez, 2009, pág. 43) 
Dentro de las obligaciones contractuales inherentes a la fiducia, tenemos que el fiduciante tiene 
a su cargo transferir el dominio de los bienes y derechos relacionados, pagar una remuneración por 
la labor encomendada, salir al saneamiento de la cosa objeto de la fiducia, cancelar los posibles 
gastos en los que incurra el propietario fiduciario en el ejercicio de su administración y todas 
aquellas que se desarrollen en la ejecución del contrato y que sirvan de garantía para su 
cumplimiento. Por otro lado, en cuanto a las obligaciones propias del fiduciario, estás se 
encuentran reguladas en el artículo 1234 del Código de Comercio.  
La extinción del fideicomiso se puede presentar debido al actuar de los intervinientes o al 
incumplirse la naturaleza del acto constitutivo, esto de conformidad a lo regulado en el artículo 
1240 del Código de Comercio, el cual señala once causales y a su vez remite al Código Civil para 
que sean tenidas en cuenta de igual manera las establecidas en su artículo 822. Acertadamente 
Bonivento Fernández, advierte una coincidencia de las causales en ambos estatutos: 
 Las causales son: 
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1. Por la restitución, puesto que si se devuelven los bienes carecerá de objeto y de causa. 
2. Por la resolución del derecho de su autor, como cuando se ha constituido el fideicomiso sobre 
una cosa que se ha comprado con pacto de retroventa y se verifica el recobro por el vendedor. 
Esta causal se asemeja a la contenida en la causal 4 del artículo 1240. 
3. Por la destrucción de la cosa en que está constituido. Como es obvio, si los bienes perecen no 
se puede cumplir el encargo. De ahí que se extinga el negocio fiduciario. El numeral 2 del 
artículo 1240 comprende esta causal. 
4. Por la renuncia del fideicomisario. Si la fiducia se constituye en favor de un tercero- 
beneficiario, y en ejercicio de la facultad de renunciar a los derechos patrimoniales, toma esa 
decisión, en verdad, pierde sentido el negocio. Por eso se fulmina con esta causal que tiene 
entrada en el numeral 2 del artículo 1240. 
5. Por faltar la condición o no haberse cumplido en tiempo hábil. Si la fiducia se somete a una 
condición o se señala un plazo, se le pone fin o mejor se extingue. 
6. Por confundirse la calidad de único fideicomisario con la de único fiduciario. Frente a la fiducia 
comercial esta causal prácticamente no tiene aplicación por cuanto las entidades fiduciarias no 
pueden adquirir definitivamente los bienes fideicomitidos (Bonivento, 2017, pág. 403) 
El Código Civil regula la figura del fideicomiso en los artículos 794 y s.s. 
En consideración al tema objeto de estudio, esta figura era utilizada por el causante al otorgar 
su testamento de dos formas distintas: la primera consistía en que el testador encargaba sus bienes 
hereditarios o parte de estos a una tercera persona o sociedad, que bien podría denominarse 
albacea, para que este los administrara de acuerdo a instrucciones específicas y después de su 
muerte ordenara su sucesión, esto, cuando las necesidades de su descendencia así lo requerían. La 
otra particularidad se presentaba cuando el causante adjudicaba en su testamento determinados 
bienes sujetos al cumplimiento de una condición. No obstante, estas dos situaciones desconocían 
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la obligatoriedad del respeto por las asignaciones forzosas que por ley se reconoce a quienes tienen 
vocación hereditaria, cuando por ejemplo la condición no podía cumplirse o cuando quienes tenían 
la administración de los bienes, no procuraban la conservación de los mismos.  
De igual manera se tiene que, el causante también tenía la posibilidad de constituir una 
propiedad fiduciaria, esto lo realizaba con la finalidad de proteger sus bienes contra las medidas 
de embargo y  al momento de constitución podía determinar que esta se levantara y se entregara 
dicho patrimonio a sus herederos, una vez se produjera su fallecimiento, si se establecía esta 
situación como condición; esto, evitaba los procesos sucesorales y se producía la distribución de 
bienes entre los asignatarios únicamente con la solicitud ante notario, anexando la escritura pública 
de constitución de la propiedad, junto con el registro civil de defunción del causante.  
1.2.5 Simulación 
Bajo este contexto, inicialmente podríamos decir, que lo que persigue la figura jurídica civil de 
la simulación, es la apariencia de la celebración de un negocio jurídico cuando no existe realmente 
la voluntad para celebrarlo (Garcés Vásquez, 2014). En esa misma línea, el concepto de simulación 
se encuentra regulado en el artículo 17665 del Código Civil y ha sido latamente desarrollado por 
la doctrina; frente a la gran variedad de aproximaciones, se resalta citar la siguiente: 
Esta figura especifica de la discordancia entre la voluntad real (elemento interno) y su 
declaración (elemento externo), consiste en el concierto entre dos o más personas para fingir 
una convención ante el público, con el entendido de que esta no habrá de producir, en todo o 
en parte, los efectos aparentados; o en disfrazar, también mediante una declaración pública, 
 
5Las escrituras privadas, hechas por los contratantes para alterar lo pactado en escritura pública, no producirán 
efecto contra terceros. Tampoco lo producirán las contraescrituras públicas, cuando no se ha tomado razón de su 
contenido al margen de la escritura matriz, cuyas disposiciones se alteran en la contraescritura, y del traslado en cuya 
virtud ha obrado el tercero. 
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una convención realmente celebrada, con el ropaje de otro negocio diferente; o en camuflar a 
una de las partes verdaderas la interpretación de un tercero. (Ospina et al., 2009, pág. 112) 
Entonces, un aspecto importante a considerar, de acuerdo a lo indicado al párrafo anterior es la 
discordancia que existe entre la voluntad real y la voluntad declarada, ya que se celebra un negocio 
jurídico secreto, totalmente distinto a la relación que se da a conocer públicamente, en perjuicio 
de terceros. 
Ahora bien, la Corte mediante sentencia C- 071 del 2004, señala ciertas condiciones que debe 
reunir para que un negocio jurídico sea considerado como simulado: 
En la doctrina se alude a ciertas condiciones que debe reunir la simulación; así el profesor 
De La Morandiere hace referencia a las siguientes: Primera. Las partes deben estar de acuerdo 
sobre el contrato que ellas celebran en realidad (...). Segunda. El acto secreto debe ser 
contemporáneo del acto aparente. La simulación debe ser distinguida del acto posterior que 
revoca o modifica un acto anterior realmente convenido. Tercera. El acto modificatorio es 
secreto: su existencia no debe ser revelada por el acto aparente, así la declaración de encargo, 
por la que una persona declara hacer una oferta por cuenta de otro sin dar a conocer 
inmediatamente el nombre de esta última, no contiene una verdadera simulación. El mismo 
autor señala que la simulación puede recaer sobre diversos elementos del contrato. Sobre el 
objeto (…), sobre la causa (…), sobre la persona de uno de los contratantes. (Corte 
Constitucional, C- 071, 2004) 
Entre otras palabras, la Corte advierte que para que se configure la simulación se requiere de 
tres presupuestos, el concierto entre las partes para producir el acto simulado, que tanto el acto 
simulado como el real sean simultáneos y el propósito de engaño, que consiste en no revelar el 
negocio jurídico secreto con el acto público que se aparenta celebrar. 
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A lo antes señalado, resulta importante hacer una distinción entre los grados o clases de 
simulación. Al respecto, el profesor Guillermo Ospina Fernández distingue dos clases:  
Simulación absoluta: el concierto simulatorio entre los partícipes se endereza a crear la 
apariencia engañosa de un negocio vacuo, sin contenido real, ya que la intención de los 
partícipes está llamado a no producir entre ellos ninguno de los efectos no simulados. Ejemplos 
típicos de esta modalidad son: el de las ventas de confianza, como la que el deudor le hace a 
otro para disminuir sus activos patrimoniales, sustrayendo de la persecución de sus acreedores 
el bien o bienes materia del negocio ficticio; y el de la suposición de deudas que aumenten el 
pasivo y así desmejoren la posición que en el concurso de acreedores tendrían quienes lo son 
en verdad. 
Simulación relativa: Por contraposición a la figura antedicha se ofrecen varias formas en que 
la simulación relativa, ya que en estas si existe algún contenido negocial, aunque ocultado o 
disimulado tras una falsa declaración pública, bien sea respecto de la naturaleza o las 
condiciones de dicho contenido, o bien respecto de la identidad de los verdaderos partícipes 
en el negocio. (Ospina et al., 2009, pág. 112) 
De igual manera, señala la doctrina, dentro de la clasificación simulatoria, la denominada 
“interposición de persona”: 
(.) Esta simulación se presenta cuando se utiliza un intermediario, para que este, que es el 
interpósito, traspase los efectos del acto simulado a la persona que, según el querer de las que 
figuran en la operación, ha de ser beneficiaria definitiva del contrato. Por este medio se desvían 
los efectos del acto, en vez de radicarse ellos en el adquirente ostensible, este los trasfiere al 
verdadero interesado que es el beneficiario oculto (.) (Ledesma, 2014, pág. 589) 
Como podemos apreciar, la simulación es un acto de apariencia querido por las partes, en la 
simulación absoluta se aparenta un negocio jurídico sin ningún contenido real, mientras que en la 
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simulación relativa existe el negocio jurídico, pero su objeto es totalmente diferente al que se 
simula o aparenta.  
Con relación a la declaratoria de simulación, el objetivo de la acción varía según la clase de 
simulación, si se refiere a la simulación absoluta, el accionante debe perseguir la inexistencia del 
negocio jurídico, mientras que, en la simulación relativa, únicamente se acciona para que se rehaga 
el negocio de contenido real. Esta simulación debe ser declarada judicialmente y es precisamente 
“esta declaración la que constituye un modo indirecto de extinguir las obligaciones, porque al 
quitársele la eficacia al acto que las produce, dejan las partes, en consecuencia, de estar 
comprometidas al cumplimiento de ellas” (Cubides, 2017, pág. 480)  
Con la declaración judicial de la simulación, quedan igual sin efecto todos los actos 
posteriores del acto simulado se deriven: 
Una vez declarado el acto simulado, por tanto, lo aparente no está llamado a generar efecto 
alguno, por lo que no resta más que dejar igualmente sin efecto todos los demás contratos que 
de él se derivaron. En principio, si alguien compra por medio de una enajenación simulada y, 
a su vez, vende a un tercero, este último y todo aquél que sea sucesor suyo está expuesto a la 
evicción desde el momento en que se declare la simulación del negocio originario. 
 
Lo anterior no significa que la simulación se predique también de los actos posteriores, pues 
la seriedad y realidad de éstos no se pone en discusión, sólo que, al no existir el negocio 
primigenio, los que le siguen se caen por haberse fundado en una mera apariencia, lo cual es 
sustancialmente diferente. (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, 2004-00103-
01, 2013) 
     Ahora bien, en cuanto la titularidad que se tiene para ejercer la acción de simulación, esta recae 
sobre las partes del negocio jurídico o los terceros que se pudieran ver afectados con tal 
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celebración; en esta misma línea al referirnos a las partes, las tratadistas Rosa Castro y Diana 
Sandoval, sostienen que: 
Son partes en la acción de simulación, los intervinientes o sus herederos por ser ellos los 
continuadores del causante y ocupar su lugar, trátese de herederos propiamente dichos o del 
cónyuge. No se encuentra razón válida para negarle al cónyuge este derecho; pues si en la 
sucesión pude optar por porción conyugal, situación que lo pone en igualdad de condiciones a 
un heredero, lógico es que sea titular de este derecho o que esté legitimado como sujeto para 
impetrar la acción de simulación una vez quede planteada la disolución y liquidación de la 
sociedad conyugal por muerte o por demanda de disolución y liquidación de sociedad conyugal 
también denominada separación de bienes, o cuando se presenta demanda de nulidad o 
divorcio del matrimonio, ya que uno de los efectos es la disolución y liquidación de la sociedad 
conyugal. (Castro de Arenas et al., 2018, pág. 302) 
Otro aspecto relevante, corresponde a los comportamientos de los contratantes, tomados de la 
práctica judicial, los cuales se pueden configurar como indicios y que pueden ser utilizados para 
probar la simulación contractual; para ejemplificar determinadas situaciones, podemos destacar 
las siguientes:   
     Para resumir, los siguientes hechos debidamente probados, analizados en conjunto y de 
conformidad con las reglas de la sana crítica y las máximas de la experiencia, permiten inferir 
que el negocio jurídico fue absolutamente simulado: 
i) La relación familiar entre los contratantes (coiunctio sanguinis et affectio contraentium). 
ii) Con posterioridad a la venta, el inmueble continuó en poder del vendedor (rettentio 
possessionis). 
iii) Falta de necesidad del vendedor para enajenar el bien, pues se trataba de una persona con 
una privilegiada situación económica (necessitas). 
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iv) El precio irrisorio de la transacción (pretium vilis) 
v) El pago de la mayor parte del precio dentro de un plazo es incompatible con la supuesta 
urgencia que XXXXXXXXXX tenía de obtener el dinero. 
vi) No se demostró la cancelación de ese saldo conforme con el acuerdo contractual; sólo se 
acreditó que se realizaron algunas consignaciones a una cuenta bancaria de la cual también 
era titular el esposo de la supuesta compradora. 
vii) No se justificó el destino dado a los dineros presuntamente recibidos. 
viii) El lugar sospechoso de la negociación, diferente al de la residencia de los contratantes y 
distinto al de la ubicación del predio enajenado (actus clam et occulte celebratus). 
ix) Ausencia de equivalencia en las prestaciones y contraprestaciones (disparitesis), porque el 
vendedor renunció a la condición resolutoria derivada del incumplimiento de la obligación 
adquirida por la compradora. (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, 11001-
31-03-024-1996-24325-01, 2015) 
Para el caso que nos ocupa, como bien se sabe, la figura de la simulación no solamente se erige 
sobre los negocios jurídicos y las relaciones entre los contratantes; sino también tiene ocurrencia 
en las maniobras fraudulentas utilizadas en vida por el causante para eludir asignaciones forzosas 
o disminuir su patrimonio relicto en perjuicio de los derechos atribuidos por la ley a los herederos, 
lo cual implica una vulneración legal. En este sentido, los legitimarios no solo cuentan con la 
acción de reforma al testamento, sino con la acción de declaratoria de simulación para restituir los 
bienes de la sucesión, en la medida que se ha perjudicado las asignaciones forzosas que por ley les 
corresponden. 
Otra de las situaciones en las que tenía ocurrencia el acto de simulación, era cuando el causante 
pretendía insolventarse para eludir a sus acreedores, esto bajo ventas simuladas, escondiendo la 
verdadera intención del negocio jurídico; no obstante, el mecanismo para alegar el 
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desconocimiento del acto celebrado variaba de acuerdo a la calidad del interesado, es decir que si 
quien demandaba era el acreedor o un tercero, este debía acudir a la acción pauliana, cuya 
pretensión radicaba en revocar el acto, mientras que si el accionante era uno de los herederos, este 
debía hacer uso de la acción de simulación por el desmedro al activo sucesoral y perseguía la 
declaración de inexistencia del negocio celebrado. 
1.3 Acciones Para La Reclamación De La Vocación Hereditaria O Defensa De Los 
Bienes De La Sucesión 
En este aparte analizaremos cuales son las acciones con las que cuentan los legitimarios para la 
defensa de sus asignaciones forzosas, es decir, la protección o recuperación de lo que por ley les 
corresponde en la distribución de la masa herencial. 
1.3.1 Nulidad- Acción De Rescisión  
Teniendo en cuenta que la acción de nulidad persigue la ineficacia del acto jurídico por vicios 
en la manifestación de la voluntad, o por irregularidades en las formalidades del mismo, lo que la 
lleva a carecer de efectos jurídicos, esta, se hace susceptible de aplicación para el testamento en la 
sucesión, debido a que la manifestación del testador puede estar viciada de algunos defectos, o el 
documento contentivo de la misma podría adolecer sobre hechos contrarios a la ley, situaciones 
que no podrían producir ninguna consecuencia jurídica, por lo que se consideraría como no 
celebrado el acto jurídico. Al respecto la doctrina sostiene: 
 El juez aprueba esta partición y puede haber: 
a) Vicios procesales: será nulidad procesal, que se rige por las disposiciones procesales y 
según las causales que estas contemplen. Los efectos son los procesales. 
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La aprobación de la partición solo tiene por objeto ver si se ajusta a las reglas legales. No tiene 
fuerza de cosa juzgada, aunque exista jurisprudencia que afirma lo contrario. 
b) Vicios sustantivos, error, fuerza o dolo. 
 
     De acuerdo con el artículo 1406, el haber omitido involuntariamente alguno de los objetos 
no será motivo para rescindir la partición. Aquella en que se hubieren omitido, se continuará 
después, dividiéndolos entre los partícipes con arreglo a sus respectivos derechos. Luego si la 
falta de inclusión de la cosa o bien es involuntaria, no hay lugar a anulación; pero significaría 
que cuando la omisión es voluntaria si se podría rescindir la partición, lo que no es aceptable 
como norma inquebrantable, porque en verdad cualquier interesado puede denunciar bienes y 
esto hace que la omisión voluntaria no pueda ser atribuida sino a aquel que conozca la 
existencia del bien. (Parra, 2015, pág. 306) 
En este sentido, el partidor en vida está sujeto a las mismas inhabilidades del testador, 
consagradas en el artículo 16016 del Código Civil: 
El artículo 1740 del Código Civil advierte que todo acto es nulo si no cumple con los requisitos 
establecidos en la ley y señala dos clases de nulidad, que son definidas por el artículo 1741 de la 
codificación referida y por la doctrina: 
Nulidad absoluta 
a) La producido por un objeto o causa ilícitos; 
 
6INHABILIDADES TESTAMENTARIAS. No son hábiles para testar: 
1o.) El impúber. 
2o.) El que se hallare bajo interdicción por causa de demencia. 
3o.) El que actualmente no estuviere en su sano juicio por ebriedad u otra causa. 
4o.) Todo el que de palabra o por escrito no pudiere expresar su voluntad claramente. 
Las personas no comprendidas en esta enumeración son hábiles para testar. 
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b) La omisión de algún requisito o formalidad que las leyes prescriben para el valor de ciertos 
actos o contratos en consideración a su naturaleza, y no a la calidad de estado de las personas 
o acuerdan; 
c) Los actos o contratos celebrados por personas absolutamente incapaces. 
Nulidad relativa. La nulidad relativa, al contrario, se configura por cualesquiera otras especies 
de vicios, pero que son susceptibles de subsanar.(Torrado, 2016, pág. 250) 
La rescisión es mecanismo judicial que persigue declarar sin efecto un acto o negocio jurídico; 
la doctrina advierte algunas diferencias entre rescisión y nulidad: 
La rescisión es una especie de nulidad, ubicada dentro de las relativas. El negocio 
rescindible es o ha sido válido. El negocio nulo no alcanzó esa característica, precisamente por 
no reunir los requisitos prescrito por la ley para su validez. En otras palabras, la nulidad es la 
sanción destinada a condenar todo cuanto se haya ejecutado contrariando el interés general. 
Por el contrario, la rescisión conlleva a que el acto es anulable, en tanto que sus elementos que 
están viciados, pero tales vicios no afectan el interés general sino el particular de sus 
contratantes. (Rivera, 2016, pág. 130) 
Esta acción cuenta con un término de cuatro años para iniciarse, luego del conocimiento del 
vicio, se encuentra enunciado en el artículo 17507 del Código Civil. 
 
7 ARTICULO 1750. <PLAZOS PARA INTERPONER LA ACCION RESCISION>. El plazo para pedir la rescisión durara 
cuatro años. 
Este cuatrienio se contará, en el caso de violencia, desde el día en que ésta hubiere cesado; en el caso de error o 
de dolo, desde el día de la celebración del acto o contrato. 




1.3.2 Acción Reivindicatoria de Cosas Herenciales 
La ley faculta a quien goza del derecho de propiedad, para que ejecute esta acción con el fin de 
proteger dicho derecho y solicitar la restitución de la cosa que indebidamente posee un tercero, se 
concibe a este último, como un falso heredero que dispone de derechos que no son suyos 
enajenándolos, esta enajenación puede ser válida, pero siempre será inoponible a quien se presume 
verdadero dueño. Así, lo reglamenta el Código Civil en su artículo 1325: 
ARTICULO 1325. ACCION REINVIDICATORIA DE COSAS HEREDITARIAS. El 
heredero podrá también hacer uso de la acción reivindicatoria sobre cosas hereditarias 
reivindicables que hayan pasado a terceros y no hayan sido prescritas por ellos. 
Si prefiere usar de esta acción, conservará sin embargo su derecho, para que el que ocupó de 
mala fe la herencia le complete lo que por el recurso contra terceros poseedores no hubiere 
podido obtener y le deje enteramente indemne; y tendrá igual derecho contra el que ocupó de 
buena fe la herencia, en cuanto por el artículo precedente se hallare obligado. (Código Civil, 
1887, art. 1325). 
La responsabilidad del tercero quien enajena indebidamente lo que no es suyo, varía en la 
distinción según si ocupaba de buena o de mala fe la herencia. En este sentido, el Código Civil 
establece: 
ARTICULO 1324. OCUPACION DE LA HERENCIA DE BUENA FE. El que de buena 
fe hubiere ocupado la herencia, no será responsable de las enajenaciones o deterioros de las 
 




cosas hereditarias, sino en cuanto le hayan hecho más rico; pero habiéndola ocupado de mala 
fe, lo será de todo el importe de las enajenaciones o deterioros. (Código Civil, 1887, art. 1279). 
1.3.3 Acción de Petición de Herencia 
Esta acción puede ejercerse por el heredero o legatario que crea tener igual o mejor derecho en 
contra de otro heredero quien en ese momento ostenta la herencia y se considera como único 
asignatario de la universalidad jurídica de bienes. Puede acudir a un juez para que le adjudique el 
derecho de herencia y sea reconocida su vocación hereditaria en los términos del artículo 1321 del 
Código Civil: 
El que probare su derecho a una herencia, ocupada por otra persona en calidad de heredero, 
tendrá acción para que se le adjudique la herencia y se le restituyan las cosas hereditarias, tanto 
corporales como incorporales; y aun aquellas de que el difunto era mero tenedor, como 
depositario, comodatario, prendario, arrendatario, etc., y que no hubieren vuelto legítimamente 
a sus dueños. (Código Civil, 1887, art. 1231). 
Frente a su naturaleza jurídica la Corte Suprema de Justicia sostiene: 
     En efecto, y por este particular aspecto la similitud con la reivindicación parece nítida, la 
acción de petición de herencia se encamina a lograr que sea proclamada mediante sentencia 
judicial una titularidad sobre bienes y, en consecuencia, a obtener la entrega, restitución o 
devolución a que hubiere lugar, resultado éste que a diferencia de lo que acontece con las 
disputas entre propietarios y poseedores materiales amparados en la presunción en su favor 
consagrada por el artículo 762 del Código Civil, no se produce como secuela de la prueba 
rendida por el actor en el sentido de ser dueño de la cosa concreta reivindicada, sino por la 
demostración de su condición de heredero prevaleciente o simplemente concurrente respecto 
de la misma calidad que se atribuye el ocupante de los haberes relictos, de donde se sigue que 
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en el ámbito de la acción de petición de herencia el demandante, al esgrimir el título sucesoral 
que le asiste, lo hace para que le sea impuesto en toda su extensión a los que, con menoscabo 
de ese título, han conseguido algo de la herencia sobre el fundamento de un alegado derecho 
hereditario que no les compete, quedando reducida la controversia, entonces, a cuál de tales 
títulos opuestos ha de prevalecer. (Corte Suprema de Justicia, 3546, 1993) 
  
     Esta acción puede ser impetrada por el heredero a quien se le han desconocido sus derechos, 
por los donatarios y por el cesionario de derechos herenciales y va dirigida contra el supuesto 
heredero quien falsamente ostenta una herencia, también contra su cesionario si hubiere el caso. 
El vencido en juicio debe restituir al verdadero heredero el o los bienes objeto de litigio, responder 
por su posible deterioro y restituir los frutos percibidos. La prescripción del derecho de petición 
de herencia es de diez (10) años, el heredero putativo lo ejecutará en cinco (5) años (Art. 1326 del 
C. Civil).  
 
En este contexto, es imperante traer a colación la distinción entre acción de petición de herencia 
y acción reivindicatoria que la Corte señala en casación del 28 de septiembre de 1936: 
     Todos los derechos reales pueden reivindicarse, excepto el de herencia. Ese tiene su modo 
legal de ejercicio bajo el nombre de petición de herencia. Es la acción que corresponde a quien 
por ley o testamento pertenece a una herencia ocupada por otro en calidad de heredero, para 
que le sea adjudicada y se les restituyan las cosas hereditarias. 
La acción reivindicatoria se distingue de la acción de petición de herencia por las siguientes razones 
de origen, objeto, partes controversia y pruebas, así: 
1. La reivindicatoria se origina del derecho real de dominio; la de petición de herencia de origina 
del derecho real de herencia; 
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2. La reivindicatoria tiene por objeto una cosa singular, esto es, particular, determinada y cierta; 
la de petición de herencia tiene por objeto una cosa universal con universalidad de derecho, no 
de hecho (hay universalidad de hecho, como un rebaño, una biblioteca pueden reivindicarse); 
3. La reivindicatoria corresponde al verdadero dueño contra el que posee una cosa singular que 
no es suya; la de petición de herencia corresponde al legitimo heredero contra el que ocupa 
indebidamente una herencia diciéndose heredero; 
4.  La reivindicatoria da origen a un juicio en que se discute la calidad de dueño, la de petición da 
origen a un juicio en la que se discute la calidad de heredero; y 
5. La reivindicatoria impone al actor la carga de probar el derecho de propiedad que invoca; la de 
petición impone al actor la carga de probar su calidad de heredero. (Mora, 2019, pág. 308) 
1.3.4 Acción de Reforma de Testamento 
La acción de reforma de testamento es un mecanismo al que puede acudir el legitimario o el 
cónyuge sobreviviente, cuando en virtud del testamento, el testador le ha desconocido sus 
asignaciones forzosas, esto con la finalidad que sea reformado en su favor el testamento, es decir, 
reconociendo el derecho que por ley les corresponde; el juez determinará cuales asignaciones se 
modificarán o quedarán sin efecto, como queda en evidencia al tenor del artículo 1274 del C. Civil: 
ARTICULO 1274. ACCION DE REFORMA. Los legitimarios a quienes el testador no 
haya dejado lo que por ley les corresponde, tendrán derecho a que se reforme a su favor el 
testamento, y podrán intentar la acción de reforma (ellos o las personas a quienes se hubieren 
transmitido sus derechos), dentro de los cuatro años contados desde el día en que tuvieron 
conocimiento del testamento y de su calidad de legitimarios. 
Si el legitimario a la apertura de la sucesión, no tenía la administración de sus bienes, no 
prescribirá en él la acción de reforma antes de la expiración de cuatro años contados desde el 
día en que tomare esa administración. (Código Civil, 1887, art. 1274). 
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Teniendo en cuenta lo anterior, podríamos destacar las siguientes características: 
Para que proceda la acción de reforma, es necesario que el testador al incurrir en la 
violación, haya conocido de la existencia del legitimario (o del cónyuge o compañero 
permanente), y que haya sabido del derecho de este. 
La acción de reforma del testamento no es real sino personal y se puede intentar por el 
interesado dentro de cuatro años contados desde el día en que tuvo conocimiento del 
testamento y de su calidad de legitimario (o de titular de la porción conyugal). Se demanda a 
las personas que reporten ventaja del desconocimiento del derecho del legitimario. (Parra, 
2015, pág. 263). 
La acción de reforma es personal en el sentido de que le corresponde ejercitarla al titular 
del derecho desconocido contra aquellas personas que han de afectarse con la sentencia por 
haberse beneficiado con el testamento, razón por la cual (y por ello no es una acción real) es 
indiferente que demandante y demandado se encuentre poseyendo o no la herencia, ya que no 
persigue ninguna restitución de cuota hereditaria, tal como así ocurre con la acción de petición 
de herencia, con la cual difieren las dos acciones. (Lafont, 2020b, pág.353). 
El mismo juez que conoce del proceso de sucesión puede conocer de la reforma de testamento, 
proferida la sentencia, el mismo podrá declarar la ineficacia total o parcial de todas o algunas 
asignaciones testamentarias. Reformar el testamento es cambiarlo o corregirlo, declararlo sin valor 
o sin efecto, esto procurando el restablecimiento de los derechos desconocidos. 
2 Omisiones Jurídicas Por Razón de la Deficiente Regulación Normativa de la 
Partición del Patrimonio en Vida. 
A pesar de que por vía de jurisprudencia y doctrina se le ha querido dar una extensión a la 
conceptualización y regulación del parágrafo 487 del Código General del Proceso, queda en el 
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tintero algunas omisiones, de las cuales no percató el legislador, al incluir vertiginosamente la 
institución de la partición de patrimonio en vida. Es por esto que, en el presente capítulo, previo a 
un análisis profundo de la procedencia actual de la figura objeto de análisis, identificaremos ciertas 
anomalías respecto a la práctica jurídica, en las que recae la partición en vida, en la medida que el 
enfoque de su regulación debe ser desde el punto de vista protector de los derechos herenciales, 
principio fundante del derecho sucesoral. 
2.1 Aproximación a la Naturaleza Jurídica de las Normas Procesales, Como Mecanismo 
de Obligatorio Cumplimiento. 
El derecho procesal, es un derecho mediante el cual, el Estado regula su soberanía aplicando su 
función jurisdiccional en virtud de la protección de los derechos reconocidos por el derecho 
sustancial. También, lo podemos ver como un conjunto de normas a las que tiene que acudir la 
rama judicial para decidir cualquier asunto que sea sometido a su consideración; se encuentra 
dotado por una variedad de principios tales como: es un derecho de interés público, es un derecho 
de carácter imperativo (de forzoso cumplimiento) y así mismo, dota al juez de una independencia 
judicial, debe ser imparcial, exige la igualdad de las partes en curso de un trámite, entre otros. 
Respecto a la autonomía del derecho de procesal con otras ramas del derecho, podemos 
considerar dos posturas, la primera, radica en que algunos autores comparten la teoría de que el 
derecho procesal constituye una rama autónoma, en la medida que se encuentra dotado de sus 
propios principios fundamentales, las normas que lo regulan son contentivas de derechos y 
obligaciones y por último señala los medios sancionatorios para los ciudadanos que no cumplen 
los preceptos legales. 
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La segunda interpretación, consiste en que el derecho procesal es la actividad jurisdiccional 
cuya finalidad es la realización y la efectividad de los derechos reconocidos por el derecho 
sustancial o material, considerando la prevalencia de este último sobre el derecho procesal: 
     Cuando el artículo 228 de la Constitución establece que en las actuaciones de la 
Administración de Justicia "prevalecerá el derecho sustancial", está reconociendo que el fin 
de la actividad jurisdiccional, y del proceso, es la realización de los derechos consagrados en 
abstracto por el derecho objetivo, y, por consiguiente, la solución de los conflictos de intereses.  
Es evidente que, en relación con la realización de los derechos y la solución de los conflictos, 
el derecho procesal, y específicamente el proceso, es un medio.  
 
(…) 
Derecho material o sustancial es, pues, el derecho que determina el contenido, la materia, la 
sustancia, esto es, la finalidad de la actividad o función jurisdiccional".  (ob. cit., tomo I, pág. 
194). 
De otra parte, las normas procesales tienen una función instrumental.  Pero es un error pensar 
que esta circunstancia les reste importancia o pueda llevar a descuidar su aplicación.  Por el 
contrario, el derecho procesal es la mejor garantía del cumplimiento del principio de la 
igualdad ante la ley.  Es, además, un freno eficaz contra la arbitrariedad.  Yerra, en 
consecuencia, quien pretenda que en un Estado de derecho se puede administrar justicia con 
olvido de las formas procesales.  Pretensión que sólo tendría cabida en un concepto paternalista 
de la organización social, incompatible con el Estado de derecho. (Corte Constitucional, C-
029, 1995)  
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De ambas posturas, podemos colegir que estas dos ramas – sustancial y procesal- no trabajan 
de forma aislada, sino de forma unánime, ya que es necesaria su coexistencia, en cuanto a la 
creación de derechos y la protección de los mismos. 
Por otra parte, podemos observar que la doble naturalidad de las normas sucesorales, de ahí que 
adquieran su carácter de imperativas respecto a las exigencias formales de los actos de partición y 
su procedimiento; de prohibición, en cuanto a las limitaciones impuestas por el legislador, tomando 
como ejemplo que los órdenes sucesorales solo están destinados para ciertas personas; de 
supletivas, cuando es la ley quien suple la voluntad del testador, cuando esta no existe y de mixtas 
cuando impone v.gr. las disposiciones que no pueden ser desconocidas por el testador, pero al 
mismo tiempo supletivas, en la cual le concede al testador el derecho adjudicar una mejor porción 
hereditaria a quien el considere, dentro del respeto de las asignaciones forzosas.  
La Corte reconoce la unidad de materia, como un rasgo principal del derecho procesal, en la 
medida que una misma ley (en este caso procesal) puede contener varios contenidos temáticos 
mientras estos se relacionen entre sí: 
El Código General del Proceso es un estatuto que recoge los procesos civiles, de familia, 
agrarios y comerciales pero que puede aplicarse a los asuntos que no estén expresamente 
regulados en las leyes especiales independientemente de la jurisdicción. 
A todas luces se trata de una disposición que fija un procedimiento y señala unos términos 
para la actuación de las partes, por consiguiente, guarda relación con el objeto del Código. 
Corte Constitucional, C-683, 2014) 
Con la entrada en vigencia del Código General del Proceso, la pretensión principal del 
legislador, era mejorar la administración de justicia con la ampliación de los principios 
fundamentales del derecho procesal, principios que se quedan en un plano teórico, toda vez que, 
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en su práctica jurídica, teniendo en cuenta el tema que nos atañe, presentan una serie de dificultades 
para su correcta aplicación. 
2.2 Generalidades y Alcance de La Partición del Patrimonio en Vida  
Como bien se mencionó en la parte introductoria, la partición del patrimonio en vida, surge a 
raíz de las denominadas simulaciones contractuales, las cuales consistían en falsas compraventas, 
en donde se hacía el traslado de dominio de los bienes de la masa sucesoral a uno o más herederos, 
para  así, evitar su liquidación dentro de un juicio de sucesión y ello, daba lugar a demandas por 
simulación contra los actos de partición; de este modo, dicha institución fue incorporada en el 
Código General del Proceso, en donde la pretensión principal del legislador era evitar estos 
negocios jurídicos, según Úsuga Varela, (2016). Por tal motivo, es menester realizar un desarrollo 
que enmarque el contexto de la partición en vida en el ordenamiento jurídico colombiano y a su 
vez compararlo con algunos referentes extranjeros. 
2.2.1 Noción de la Partición en Vida. 
Sobre este punto la doctrina sostiene lo siguiente:  
Esta nueva manera de transferir los bienes a título gratuito, (partición en vida), evita las 
ventas simuladas que algunas personas acostumbraban a realizar, generando confusión de 
patrimonios, ya que cuando se le transfiere un bien a un hijo simuladamente a través de un 
negocio jurídico, compraventa, si este se encuentra casado o convive con alguien, el bien entra 
a formar parte de la sociedad conyugal o patrimonial, ya que todo lo que se adquiera en 
vigencia de estas a título oneroso hace parte de ella. De ahí que se pueden mencionar algunas 
características de esta novedosa manera de partición en vida: 
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Excluye de una vez los bienes de la sociedad conyugal de los herederos. (Segura, 2016, pág. 
421) 
Aunado a ello, el Dr. Jorge Forero Silva, manifiesta:  
El nuevo ordenamiento procesal consagra como novedad la facultad que tiene la persona 
para adjudicar en vida su patrimonio, lo que permite garantizar derechos para los herederos. 
Antes de esta innovación, se solía acudir a procedimientos tales como la simulación, o la 
constitución de sociedades para transferir allí el patrimonio, viéndose en ocasiones 
transgredidos derechos de quienes podían acceder a los bienes relictos. (Universidad Libre de 
Colombia, 2014, pág. 235) 
Respecto a la noción de la partición de patrimonio en vida, conviene reiterar que “se trata de un 
acto unilateral a título gratuito que se fundamenta en la autonomía de la voluntad de quien la 
efectúa sin que sea posible que otras personas demanden o requieran su autorización” (Úsuga, 
2016). En otras palabras, la partición de patrimonio en vida es un procedimiento por medio del 
cual una persona, en cumplimiento de ciertos requisitos legales, puede adjudicar total o 
parcialmente sus bienes, reservándose el derecho de usufructo. 
2.2.2 Procedencia y Características de la Partición en Vida. 
En el caso colombiano, la partición en vida se encuentra regulada en el parágrafo del artículo 
487 del Código General del Proceso, el cual establece lo siguiente: 
PARÁGRAFO. La partición del patrimonio que en vida espontáneamente quiera efectuar 
una persona para adjudicar todo o parte de sus bienes, con o sin reserva de usufructo o 
administración, deberá, previa licencia judicial, efectuarse mediante escritura pública, en la 
que también se respeten las asignaciones forzosas, los derechos de terceros y los gananciales. 
En el caso de estos será necesario el consentimiento del cónyuge o compañero. 
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Los herederos, el cónyuge o compañero permanente y los terceros que acrediten un interés 
legítimo, podrán solicitar su rescisión dentro de los dos (2) años siguientes a la fecha en que 
tuvieron o debieron tener conocimiento de la partición. 
Esta partición no requiere proceso de sucesión. (Código General del Proceso, 2012, art. 487) 
No obstante, el artículo precitado no es muy claro en cuanto a la documentación y trámite de la 
partición de patrimonio en vida, para tal efecto, de la doctrina y la jurisprudencia se deduce, que 
debe realizarse en las mismas condiciones como se diligencia el proceso de sucesión por causa de 
muerte: 
 PRESENTACIÓN DE DOCUMENTOS 
• La solicitud de partición. 
• Licencia judicial autorizando la partición y adjudicación de los bienes. 
• El inventario y avalúo de los bienes. 
• El respectivo trabajo de partición o adjudicación. 
• Registros civiles (hijos y matrimonio) o la prueba de la sociedad patrimonial. 
• Certificados de libertad de bienes sujetos a registro. 
• Paz y salvo de valorización. 
• Paz y salvo de administración de bienes sujetos a propiedad horizontal. 
• Copia de pago de impuestos.(Segura, 2016, pág. 421) 
De lo anteriormente expuesto, se puede sustraerlas siguientes características: 
• Es un nuevo procedimiento para transferir gratuitamente el dominio. 
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• La persona que realice la partición de patrimonio en vida debe contar con la capacidad 
para realizar negocios jurídicos. “Debe ser un acto autónomo y libre de quien realiza la 
partición” (Mora Barrera, 2016, pág. 397). 
• Como en el testamento, puede transferirse total o parcialmente la masa sucesoral. 
• Es solemne, es decir, debe realizarse a través de escritura pública. 
• A fin de comprobar la tradición, la partición debe ser inscrita en la Oficina de 
Instrumentos Públicos, de acuerdo a lo establecido por la ley.  
• Que al tratarse de una figura parecida a la sucesión por causa de muerte, los bienes que 
sean le sean adjudicados al heredero en virtud de esta Institución, no hacen parte del 
activo de la sociedad conyugal. 
•  El partidor puede reservarse el derecho de usufructo, previa manifestación expresa. 
• La partición del patrimonio en vida, conforme a lo observado en la doctrina y 
jurisprudencia, sigue las mismas reglas de la sucesión en cuanto a las causales de nulidad, 
la acción de rescisión podrá iniciarse durante los dos (2) años siguientes al conocimiento 
de la partición, en el caso de los bienes sujetos a registro, el término se cuenta a partir de 
la radicación en el folio de matrícula.  
• La legitimación para incoar la acción de rescisión, son los herederos que no fueron 
reconocidos, el cónyuge o compañero permanente y los terceros. 
• Deben respetarse las asignaciones forzosas, los gananciales y derechos de terceros o 
acreedores. 
• Debe existir licencia judicial, la cual debe tramitarse por jurisdicción voluntaria ante el 
respectivo juez de familia. 
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• Para poder heredar, se requiere además ser capaz y digno de suceder en los términos de 
los artículos 1019 y 1025 del Código Civil. 
• La partición de patrimonio en vida se crea “como una excepción ulterior del artículo 
1520 del Código Civil que prohíbe la sucesión por causa de muerte de una persona viva, 
en los casos en los que se procede a la partición de todo el patrimonio de cierto 
individuo” 
• “La partición del patrimonio en vida es un acto unilateral que será revocable por quien 
lo realiza hasta tanto los bienes permanezcan bajo su dominio, es decir hasta antes de 
que se efectué la tradición y transferencia de los bienes a los asignatarios (…) 
• Si hay sociedad conyugal vigente, debe liquidarse para respetar el derecho a los 
gananciales. Por esta razón se requiere el consentimiento del cónyuge o compañero 
permanente (…) 
• Los asignatarios deben intervenir en el proceso y consentir la partición. (Corte 
Constitucional, C-683, 2014) 
• El notario no ejerce un control de legalidad sobre la partición del patrimonio en vida, 
esto, en el entendido que quien ejerce dicho control es el juez, al otorgar la licencia 
judicial. 
• La competencia para conocer de la partición en vida recae en el notario del domicilio 
del partidor, quien junto a la solicitud deberá anexar copia de la sentencia ejecutoriada 
por parte del juez de familia donde concede la licencia judicial. 
• Los bienes adquiridos después de la partición, harán parte del juicio sucesorio dentro 
del cual, quienes sean reconocidos como herederos o tengan interés legítimo, podrán 
reclamar sus derechos. 
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• El traslado de dominio no requiere la muerte de la persona, por lo tanto, no es necesario 
iniciar el proceso de sucesión. 
• Se espera que las personas existan al momento de la partición, sin embargo: 
Se extienden a esta figura las excepciones previstas en los incisos 3 y 4 del artículo 
1019, es decir que la partición no se invalidará por incluir a las personas que no existen, 
pero se espera que existan antes de expirar los diez años subsiguientes al proceso de 
apertura de la partición que no haya sido revocada por quien la realiza, lo cual vale también 
para las asignaciones ofrecidas en premio a las personas que no existen en el momento de 
la partición. De este modo, podrían incluirse, por ejemplo, los hijos póstumos o los hijos 
que no hubieren sido reconocidos al momento de la partición. (Parra, 2015, pág. 294) 
2.2.3 Remisión al Derecho Comparado 
Es menester realizar un análisis inicial desde el punto de vista del derecho comparado, para 
detallar el desarrollo que ha tenido la institución de la partición en vida en algunas legislaciones, 
ya que la partición como una figura jurídica universalmente conocida resulta desigualmente 
regulada por los diferentes ordenamientos jurídicos, ya sea por temas políticos, económicos y 
sociales de cada país,  y con esto es menester determinar algunas similitudes y diferencias con la 
afanosamente preceptuada en el parágrafo del artículo 487 del Código General del Proceso. 
En primer lugar, haremos referencia al caso del derecho chino en el cual las legítimas que hacen 
parte del patrimonio a distribuir, se ven perjudicadas debido a que este se puede adjudicar “en la 
sucesión intestada a las personas o instituciones que hayan protegido al causante” (Giraldo, 2015) 
En cuanto al derecho estadounidense se tiene que el testador o partidor tiene plena libertad para 
adjudicar sus bienes, siempre y cuando se respeten los derechos del cónyuge, sin la obligatoriedad 
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del respeto por las legítimas a excepción del estado de Lusiana, la cual “se reserva para menores 
y los discapacitados” (Giraldo, 2015) 
La legislación española guarda una estrecha similitud con la de nuestro Código al permitir que 
esta se realice por acto entre vivos, se exija el respeto de las legítimas, se requiera aprobación 
judicial para su trámite, paridad en cuanto la nulidad y rescisión de la misma: 
Otra de las legislaciones más modernas en materia sucesoral es la Ley 10 de Julio de 2008 
de Cataluña, donde se hizo una transformación profunda en el Régimen Sucesoral de la cual 
abordaremos la codificación de la Legislación Civil Española como normatividad más próxima 
y similar a la partición del patrimonio en vida, puesto que clasifican la partición hereditaria y 
afirman que puede llevarse a cabo por diferentes sujetos, lo que da lugar a que en sus 
categorizaciones se equipare a la figura jurídica que materializa el Código General del Proceso 
Colombiano, al respecto, afirman que la partición puede realizarla también el testador y no 
solo un acto mortis causa, sino también inter vivos, de acuerdo a lo preceptuado en el Artículo 
1056 C.C. Español; si bien, tanto una como otra modalidad requieren un testamento que señale 
que se han de llevar a través de las correspondientes adjudicaciones, esta forma particional 
puede llevarla a cabo el testador como tenga por conveniente, siempre que respete el límite de 
las legítimas (Artículo 1056 C.C. Español), limite que versa respecto de la impugnación de esa 
partición (Artículo 1075 C.C. Español) (Tomas Moro, 2007). Igualmente es de anotar, que se 
requiere confirmación o aprobación judicial para su existencia, lo que la relaciona aún más 
con la mencionada figura de la partición del patrimonio en vida. 
No sin antes mencionar, que puede rescindirse por las mismas causas de las obligaciones, 
la doctrina afirma que se aplican todas las causas sobre ineficiencia del negocio jurídico; de 
esta manera se habla de nulidad absoluta, anulabilidad y la rescisión ( por las causas generales 
de los contratos); al suponer la partición, una adjudicación, puede lesionarse o perjudicarse a 
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alguna parte, ya que los bienes adjudicados pueden no cubrir el derecho a que se destinen; 
cuando esa lesión supera la cuarta parte del valor podrán rescindirse las particiones (Artículo 
1.074 C.C. Español), en estos supuestos se genera una Acción de Rescisión con duración de 
cuatro años a contar desde la partición (Artículo 1076 C.C. Español) y en la que el heredero 
demandado puede escoger entre que se indemnice el daño o proceder a una nueva partición, 
que no alcanzará a los no perjudicados ni percibido más de los justo (Artículo 1077 C.C. 
Español) (Aranguren, 2017) 
Finalmente, respecto al estudio del derecho argentino, la partición del patrimonio en vida se 
entiende por partición por donación, tomaremos algunos artículos para así compararlos con el 
ordenamiento jurídico colombiano: Código civil argentino: 
Cap. VI - De la división hecha por el padre o madre y demás ascendientes, entre sus 
descendientes.  
Art.3514.- El padre y madre y los otros ascendientes, pueden hacer, por donación entre 
vivos o por testamento, la partición anticipada de sus propios bienes entre sus hijos y 
descendientes, y también, por actos especiales, de los bienes que los descendientes 
obtuviesen de otras sucesiones.  
De lo anterior se colige que únicamente pueden realizarla los ascendientes, en nuestro 
ordenamiento en cuanto a la sucesión pueden solicitarla también los descendientes, es decir los 
herederos. 
Art.3516.- La partición por donación sólo podrá hacerse por entrega absoluta de los 
bienes que se dividen, transmitiéndose irrevocablemente la propiedad de ellos. Esta 
partición necesita ser aceptada por los herederos.  
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Esto, es contrario a lo establecido en el parágrafo del artículo 487 del Código General del 
Proceso, el cual permite hacer inicialmente la partición en todo o en parte reservándose, si así lo 
dispusiere el partidor, el usufructo o administración de los bienes y esta será “revocable hasta tanto 
no se hayan hecho la tradición de los bienes a los asignatarios” (Corte Constitucional, C- 683, 
2014) 
Art.3517.- La partición por donación entre vivos no puede ser hecha bajo condiciones 
que dependan de la sola voluntad del disponente, ni con el cargo de pagar otras deudas que 
las que el ascendiente tenga al tiempo de hacerla, ni bajo la reserva de disponer más tarde 
de las cosas comprendidas en la partición.  
Frente a este artículo, es necesario tener en cuenta lo expresado por la Corte mediante la 
sentencia precitada, que la partición en vida debe seguir los mismos lineamientos de la sucesión, 
esto quiere decir que el Código Civil permite que dicho procedimiento, es decir el testamento, 
pueda estar sujeto cláusulas para ser cumplidas dentro de un plazo o una condición. 
Art.3518.- La partición por donación no puede tener por objeto sino los bienes presentes. 
Los que el ascendiente adquiera después, y los que no hubiesen entrado en la donación, se 
dividirán a su muerte, como está dispuesto para las particiones ordinarias.  
La norma procesal no hace referencia a esta prerrogativa en concreto, sin embargo, podemos 
remitirnos a lo señalado por el artículo 1171 del Código Civil “El legado de una cosa vale con tal 
que llegue a existir” (Código Civil, 1887, art. 1171) 
Art.3529.- El hijo nacido de otro matrimonio del ascendiente, posterior a la partición, y 
el hijo póstumo, anulan la partición. La exclusión de un hijo existente al tiempo de la 
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partición, pero muerto sin sucesión antes de la apertura de la sucesión, no invalida el acto. 
La parte del muerto se divide entre los otros herederos. 
La legislación colombiana nada dice de los efectos que recaen sobre los hijos que no son 
reconocidos al momento de realizarse la partición, no obstante, se advierte sobre la acción de 
rescisión con la que cuentan los herederos reconocidos luego de ocurrida la partición y que puede 
alegarse dentro de los dos años siguientes a la fecha en la que se tuvo conocimiento del acto de 
partición, término que es abiertamente contrario lo estipulado en la legislación civil en su artículo 
1405, el cual estipula  que las particiones se rescinden de la misma manera y bajo la mismas reglas 
que los contratos y en el artículo 1409 el cual establece una duración general para este tipo de 
acciones, remitiéndonos directamente al término de cuatro años establecido en el artículo 1750 del 
Código Civil. 
Art.3537.- Los herederos pueden pedir la reducción de la porción asignada a uno de los 
partícipes, cuando resulte que éste hubiese recibido un excedente de la cantidad de que la 
ley permite disponer al testador. Esta acción sólo debe dirigirse contra el descendiente 
favorecido.  
Conforme a lo expuesto por la Corte Constitucional mediante Sentencia C 683 de 2014, respecto 
a que el acto de partición responde a los mismos lineamientos de la sucesión por causa de muerte, 
en lo referente al artículo precitado, la legislación civil colombiana consagra la acción de reforma 
al testamento ya referenciada en el capítulo precedente. 
En el marco de las regulaciones analizadas, podemos observar que dichas disposiciones tienen 
elementos afines con lo que se ha estipulado en nuestro ordenamiento jurídico, tanto en la 
normatividad sustancial como en la procedimental; todas, intentan perseguir un mismo objetivo 
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que es la de regular de manera satisfactoria un mecanismo que pretende reconocer los derechos de 
quienes intervienen en la partición, inicialmente, el que tiene el partidor, al proteger su libre 
autonomía, esto dentro del respeto de los límites establecidos por la ley y el otro radica en el 
derecho que tienen los herederos a la adjudicación equitativa que la norma autoriza. Por esto, es 
importante que, toda vez que lo regulado en parágrafo del artículo 487 del C.G.P resulta deficiente, 
se dé por parte del juez una aplicación analógica en los casos en que denote vaguedad, con base 
en los principios de igualdad y justicia, vale decir, con la finalidad de evitar la afectación de los 
derechos tanto del partidor como de los asignatarios. 
2.2.4 Concepto Jurisprudencial Sobre la Partición del Patrimonio en Vida. Sentencia C- 683 
de 2014. Análisis Crítico. 
La Corte Constitucional resuelve la acción pública de inconstitucionalidad, en la cual el 
ciudadano Andrés Felipe Gómez Arroyave demandó el parágrafo del artículo 487 del Código 
General del Proceso, argumentando que la disposición en comento vulnera los artículos: 13, 29, 
42, 58, 158, 228 y 229 de la Constitución Política.  
Respecto al artículo 13 y 42, el demandante lo considera vulnerado, debido a que se 
desconocerían los derechos hereditarios de los hijos que nazcan posterior al acto de partición y a 
pesar de que la norma reconoce la acción de rescisión, su término es más corto que el normalmente 
establecido para este tipo de acciones y el trato desigual de los hijos extramatrimoniales, que al 
querer obtener su reconocimiento como herederos legítimos, tienen que acudir a procedimientos 
más complejos para la declaración de su filiación. Igualmente vulnera la obligación de tratar 
igualmente a todos los hijos contemplada en el artículo 42 de la Constitución 
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Frente al artículo 29, en la medida que el parágrafo demandado vulnera los derechos de los hijos 
que sobrevinientes al autorizar la realización de la partición sin que se haya consolidado en debida 
forma la situación familiar y patrimonial del partidor. 
Por otra parte, se vulnera el artículo 58, toda vez que afecta el derecho de propiedad tanto de 
los herederos que son reconocidos de manera posterior a la partición, como de los acreedores los 
cuales no tendrían ninguna garantía para constituir prenda general sobre las obligaciones 
adquiridas por el partidor y que adquieren vigencia luego de ocurrida la partición. 
A su vez trasgrede lo establecido en el artículo 158 de la Constitución, al no existir unidad de 
materia, ya que la figura de la partición del patrimonio en vida comporta una nueva forma de 
adquirir el dominio y al establecerse de esta manera, no debería regularse por la norma procesal, 
sino por la norma sustancial, es decir el Código Civil y vendría a hacer parte de los modos de 
adquirir el dominio tales como la ocupación, accesión, tradición, la sucesión y la prescripción. De 
esta manera el Código General del Proceso debe regular asuntos meramente adjetivos y no 
sustanciales. 
En lo referente a la vulneración del artículo 228, en cuanto se señala que la norma demandada, 
se opone a la prevalencia de la norma sustancial, ya que el legislador pretende una descongestión 
judicial por encima de la protección de derechos que garantiza el procedimiento judicial, ya que el 
juicio sucesorio asegura actuaciones más estrictas por la publicidad de sus trámites. 
Por último, se quebranta lo consagrado en el artículo 229, toda vez que el parágrafo acusado 
desconoce el derecho el acceso a la administración de justicia, ya que el mismo determina un 
término muy corto para alegar la rescisión del acto de partición, sin considerar algunas 
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eventualidades en la que se podría ver inmerso el solicitante, tales como la falta de asesoría y 
demora en el procedimiento que podrían acarrear el vencimiento de los dos años. 
Por lo que respecta a los cargos enunciados por el demandante, la Corte encuentra aptos para 
ser objeto de análisis, los relacionados con los vicios por unidad de materia y por desconocimiento 
del derecho a la igualdad. En cuanto a la vulneración del derecho de propiedad, del debido proceso, 
y el acceso a la justicia, no son objeto de estudio, por exponerse de manera confusa o por la 
vaguedad en su sustentación. 
La Corte Constitucional, Magistrado Ponente Mauricio González Cuervo, declaró la norma 
exequible argumentando lo siguiente: 
Frente al cargo del accionante, concerniente a la falta de unidad de materia, en el entendido que  
la ley 1564 debió referirse a los asuntos propios de su naturaleza adjetiva y no inmiscuirse en 
asuntos eminentemente sustanciales, la Corte consideró, que la disposición acusada es exequible 
porque guarda conexidad temática, sistémica y teleológica con el Código General del Proceso, esto 
es que una ley puede tener varios contenidos temáticos cuando los mismos se relacionen entre sí 
y estos a su vez con el objeto de la ley; además, que la norma procesal al constituirse como un 
estatuto general, regula los procesos civiles, de familia, comerciales y agrarios, la figura de la 
partición en vida se establece como un procedimiento y en adición a esto, fija términos para la 
intervención de las partes, por ello su relación con el Código General. 
En relación con el segundo cargo, en el cual el demandante argumenta que el aparte cuestionado 
desconoce el derecho de igualdad constitucional, en el sentido de que la partición del patrimonio 
en vida, desconocería los derechos hereditarios de quienes cuyo nacimiento o reconocimiento 
como herederos se produzca de manera posterior, sobre esto la Corte, es contundente en su 
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consideración y resolución al argumentar que no es susceptible de comparación la calidad que 
tienen los hijos reconocidos frente a quienes no ostentan dicha legitimación al momento de 
celebrarse la partición, ya que los primeros tienen un vínculo de parentesco con el partidor, 
mientras que los que no han sido reconocidos, no ostentan de dicho vínculo.  
Otra de las consideraciones manifestadas por la Corte, radica en que la norma acusada no 
vulnera el derecho a la igualdad, en la medida que quienes no son considerados como legítimos 
herederos tienen dos oportunidades para la consecución de su reconocimiento, la primera 
oportunidad tiene cabida en el trámite de obtención de la licencia judicial, que se funge como 
garantía de los derechos de quienes no fueron incluidos en la partición al permitirles aportar 
pruebas, en dicho procedimiento. La segunda oportunidad consiste en que quien considere 
afectados sus derechos y quien acredite un interés legítimo podrá solicitar la rescisión de la 
partición dentro del término previsto para ello. 
Análisis Crítico. Por mucho que estemos ante una figura novedosa, la cual pretende evitar 
negocios aparentes como simulación y el fideicomiso, también es cierto que su implementación 
no va armonizada con la realidad y con las garantías constitucionales y en especial con las reglas 
de la sucesión. Toda vez que no existe un equilibrio entre el derecho de libertad que tiene el partidor 
y el derecho de igualdad de los herederos, y es este equilibrio el que debe construirse como 
derivación de la normatividad constitucional, la cual consagra en su artículo 5, el reconocimiento 
de derechos inalienables de la persona y ampara a la familia como institución básica de la sociedad. 
Es por esto, que la sentencia recae en una argumentación débil, en la medida que se ampara en 
supuestos de hecho no soportados y confusos, para establecer que la partición de patrimonio en 
vida, no vulnera los derechos herenciales no reconocidos al momento de su realización, 
justificando que los mismos son “mera expectativa” y que sólo podrían alegarse hasta el momento 
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de fallecimiento del causante, contraviniendo lo expuesto por la misma Corte y en la misma 
providencia, cuando señala que en los asuntos no regulados en el artículo 487 del C.G.P, se 
aplicarán las reglas relativas a la sucesión por causa de muerte, es decir, evaluar la posibilidad de 
observar al partidor en vida, como si este hubiere fallecido, provocando todos los mismos efectos 
jurídicos de la sucesión. 
Lo anterior, también recae sobre la acción de rescisión, en el entendido que la Corte defiende 
la pretensión del legislador al encuadrar afanosamente todas las acciones propias de la sucesión 
por causa de muerte en una sola y en un término minúsculo, lo cual resulta incoherente toda vez 
que, la naturaleza de cada acción (nulidad, petición de herencia, reivindicatoria, reforma al 
testamento) es diferente y los estadios procesales en los cuales se pueden impetrar, varían 
igualmente. Cabe la duda, si lo argüido por el alto tribunal, deroga tácitamente lo enunciado en el 
artículo 1751 del C. Civil, el cual establece un término de cuatro (4) años, para los herederos que 
pretendan incoar la acción de rescisión en contra de la partición. 
En otras palabras, la Corte Constitucional debería aceptar que el legislador, en la expedición o 
reforma de algunas de sus disposiciones, continúa incumpliendo su función constitucional, en la 
medida que pondera de manera discriminada y como bien le parece, hacia el derecho de autonomía 
y de propiedad del partidor, rebasando la primacía constitucional que se le otorga a la familia sin 
importar su origen y a su vez desconociendo la finalidad propia de Estado Social de Derecho, el 
cual exige la materialización de un orden económico, político y social justo, sin distinción de 
alguna índole, en procura del respeto de la dignidad humana de quienes acceden a la administración 
de justicia, ya que creen en el derecho de sucesiones como derecho de humanos y para humanos y 
no simplemente como un mecanismo de trasmisión de cosas. 
Este análisis, se ampliará en cada uno de los acápites que así lo requieran. 
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2.2.5 Diferencias y Semejanzas Entre la Partición de Patrimonio en Vida, La Sucesión por 
Causa De Muerte y Las Donaciones Entre Vivos. 
Con la finalidad de analizar las diferencias y similitudes que la partición en vida posee con otras 
instituciones jurídicas como la sucesión por causa de muerte y las donaciones entre vivos, es 
oportuno citar un cuadro comparativo relacionado en la jurisprudencia colombiana. (Corte 
Constitucional, C-683, 2014): 
Cuadro comparativo semejanzas entre la Partición de patrimonio en vida, la 
sucesión por causa de muerte y las donaciones entre vivos:8 
SUCESIONES POR 




PATRIMONIO EN VIDA 
Naturaleza: Acto de 
disposición de los bienes a 
título gratuito después de la 
muerte. 
Naturaleza: Contrato 
unilateral de disposición 
de los bienes a título 
gratuito en vida. 
Naturaleza: Acto de 
disposición de los bienes a 
título gratuito en vida. 
-Título: Testamento o Ley. 
-Modo de adquirir el 
dominio: sucesión por causa 
de muerte 
-Título: Donación. 
-Modo de adquirir el 
dominio: tradición. 
-Título: Partición del 
patrimonio en vida. 
-Modo de adquirir el 
dominio: tradición. 
Revocable. Irrevocable hasta antes 
de la aceptación de los 
donatarios. 
Revocable hasta tanto no se 
haya hecho la tradición de los 
bienes a los asignatarios. 
Requiere existencia de los 
herederos con las 
excepciones comprendidas en 
los incisos 3º y 4º del artículo 
1019 del Código Civil. 
Requiere existencia de 
los donatarios con las 
excepciones 
comprendidas en los 
incisos 3º y 4º del artículo 
1019 del Código Civil. 
Requiere existencia de los 
asignatarios con las 
excepciones comprendidas en 
los incisos 3º y 4º del artículo 
1019 del Código Civil. 
Acciones: de nulidad, 
rescisión, reforma del 
testamento, petición de 
herencia. 
Acciones: restitución 
de lo excesivamente 
donado. 
Acción: solicitud de 
rescisión. 
Normas aplicables: las de 
las sucesiones por causa de 
Normas aplicables: las 
de las donaciones entre 
Normas aplicables: por el 
parágrafo del artículo 487 del 
 
8 Este cuadro comparativo es propuesto por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-683, 2014 con la 
finalidad de ilustrar las principales características, semejanzas y diferencias con las formas tradicionales de disponer 
de los bienes a título gratuito. 
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muerte previstas en el Libro 
Tercero del Código Civil. 
vivos previstas en el 
Título XIII del Libro 
Tercero del Código Civil 
y, en lo no previsto en 
dichas disposiciones, por 
las reglas generales que 
rigen la sucesión por 
causa de muerte. 
Código General del Proceso y, 
en lo no previsto en dicha 
disposición, por las reglas 
generales que rigen la 
sucesión por causa de muerte. 
 
A su vez, la doctrinante Sonia Esperanza Segura, hace alusión a las diferencias entre Sucesión 
entre Vivos y sucesión por mortis causa (Segura, 2016, pág. 42) 
Cuadro comparativo semejanzas entre la Sucesión entre vivos y la Sucesión por 
mortis causa:9 
Sucesión entre vivos Sucesión por mortis causa 
1. Los efectos se producen en vida de 
los sujetos que intervienen. 
2. Suele presentarse por acto o 
negocio jurídico. 
3. Tiene múltiples y variados títulos 
para su fundamentación 
4. Puede recaer sobre lo singular y lo 
universal. 
5. Puede tener fines patrimoniales y 
extrapatrimoniales. 
6. Por lo general no recae en la 
familia. 
7. Es resoluble. 
8. Por lo general es a título oneroso, 
pero también puede ser a título 
gratuito. 
1. Los efectos se producen a partir del 
fallecimiento de la persona. 
2. La sucesión mortis causa es un 
hecho jurídico. 
3. Sólo se fundamenta en la ley o el 
testamento. 
4. Puede recaer sobre lo singular y lo 
universal. 
5. Se limita a trasmisión de derechos y 
obligaciones patrimoniales. 
6. Por lo general recae en la familia. 
7. No es resoluble a menos que 
aparezca el desparecido. 




9 Este cuadro comparativo es propuesto por la autora Sonia Esperanza Segura en donde realiza una distinción entre 
sucesión entre vivos y sucesión por mortis causa. 
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2.3 Circunstancias Omitidas en la Regulación de la Partición del Patrimonio en Vida 
2.3.1 Licencia Judicial Para Hacer La Participación del Patrimonio en Vida: 
Para entrar a analizar el trámite de la Licencia judicial para hacer la partición del patrimonio en 
vida, siendo este un proceso de jurisdicción voluntaria, es importante hacer referencia a la noción 
de este último y para ello conviene resaltar la definición que trae el tratadista Ossorio (2000) “Es 
la caracterizada por no existir controversia, ni exigir siquiera dualidad. La jurisdicción contenciosa 
es por eso su antítesis procesal” (p. 410). En igual sentido lo advierte Vescovi (2011) “según se 
tenga por objeto o no un litigio (contienda)” (p. 114). Es decir, que lo caracteriza a la jurisdicción 
voluntaria es la carencia de discusión entre las partes, lo que la lleva a considerarse en jurisdicción 
no contenciosa. 
Así las cosas, como quiera que en el trámite para la obtención de la licencia judicial no existe 
litigio, ya que sólo existe un único interés, que es el de entregar un patrimonio en vida, la 
expedición de esta debe sujetarse al trámite de jurisdicción voluntaria que se llevará a cabo ante el 
Juez de Familia en única instancia. En este mismo sentido el Dr. Armando Jaramillo Castañeda 
señala que la licencia judicial: 
Se obtiene mediante proceso de jurisdicción voluntaria, en única instancia, en la que con la 
intervención prudente del JUEZ DE FAMILIA, previo control de legalidad tanto procesal 
como sustancial, faculta, autoriza al interesado para que realice en vida, la distribución, 
partición y adjudicación de su patrimonio, SIEMPRE QUE CONSERVE MEDIOS 
NECESARIOS PARA SU POSTERIOR SUBSISTENCIA Y SE RESPETEN LAS 
ASIGNACIONES FORZOSAS. (Jaramillo, 2016, pág. 303) 
Conforme a lo anterior, dicho trámite se encuentra consagrado en el artículo 577 del Código 
General del Proceso:  
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1. La licencia que soliciten el padre o madre de familia o los guardadores para enajenar o 
gravar bienes de sus representados, o para realizar otros actos que interesen a estos, en los 
casos en que el Código Civil u otras leyes lo exijan. (Código General del Proceso, 2012, art. 
577) 
De igual manera, la mencionada codificación, en su artículo 581 también prevé en su inciso 
segundo que las sentencias que conceden licencias o autorizaciones cuentan con un término de 
vigencia: “se fijará el término dentro del cual deban utilizarse, que no podrá exceder de seis (6) 
meses, y una vez vencido se entenderán extinguidas” (Código General del Proceso, 2012, art. 581). 
De ello se infiere que el partidor cuenta con seis meses para tramitar la partición del patrimonio en 
vida. 
Si bien es cierto, lo que persigue el legislador, al establecer el término en que debieran utilizarse 
las licencias concedidas mediante el procedimiento voluntario, es la observancia del principio de 
celeridad, también es cierto que se evidencia una clara vulneración respecto de quienes no cuentan 
aún con la legitimidad para vincularse a dicho procedimiento, en la medida que, resaltando su 
naturaleza, la parte pasiva es nula, quiere decir esto que no existen demandados, ni convocados; 
entonces, poner en conocimiento la intención de realizar una partición en vida resulta cuestionable 
e injusta, debido a la poca y fugaz transparencia que se le otorga al trámite discutido; además, la 
partición en vida carece de la obligatoriedad con la que cuenta el proceso de sucesión y con ello 
nos referimos al Registro Nacional de Apertura de Procesos de Sucesión. 
 El Código General del Proceso establece la obligatoriedad de la comparecencia del cónyuge 
para dar su consentimiento sobre la partición que se pretende realizar; en este sentido el Dr. 
Armando Jaramillo Castañeda, arguye sobre el proceso voluntario en mención: 
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Proceso en el que por inofensivo que parezca, debe intervenir el otro consorte, no sólo en 
salvaguarda de sus derechos, sino en procura de que no se burlen los derechos de la prole, por 
lo que <<… será necesario el consentimiento del cónyuge o compañero. >> (CGP, art, 487, 
parag.). Si el cónyuge o compañero permanente con derecho a gananciales, no es citado para 
que intervenga, dicha partición carece de validez por falta de consentimiento e inoponible a 
ellos. (Jaramillo, 2015, pág. 757). 
En consideración a lo anterior e ilustrando como ejemplo una posible situación en la que el 
legislador no brindó oportuna orientación, con ello nos referimos a cuál sería el camino que debería 
tomar el cónyuge o compañero permanente que decide oponerse a la liquidación de la sociedad 
conyugal o patrimonial, o el alimentario que ve disminuida y desconocida su cuota alimentaria, es 
decir, si estás intervenciones frustrarían o no la partición.  
La Corte Constitucional, mediante Sentencia C- 683 de 2014, faculta a quienes tengan interés 
legítimo intervenir en dicho asunto: “(…) Así, los terceros que acrediten su interés o los hijos 
extramatrimoniales no reconocidos que se encuentren en un proceso de filiación, podrán acudir al 
juez y aportar las pruebas que consideren oportunas para hacer valer sus derechos” (Corte 
Constitucional, C- 683, 2014). 
2.3.2 Situación Jurídica de la Determinación De Herederos en La Sucesión Por Causa De 
Muerte Luego de Ocurrida La Partición en Vida. 
Si bien es cierto que el artículo 487 del Código General del Proceso, se trató de una norma de 
contenido netamente procesal, también es cierto que en el campo sustantivo tuvo una importancia 
significativa con relación a la protección de derechos de los herederos, esto, en el entendido que, 
con anterioridad a la implementación de la figura de la partición en vida, quien estaba legitimado 
para distribuir sus bienes, acudía a mecanismos fraudulentos para evitar los juicios sucesorales. 
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No obstante, la regulación del artículo referido, a pesar de que puede ser coherente en su 
redacción, es deficiente en su cuerpo normativo, en la medida que deja entredicho la protección de 
los herederos ausentes al momento de la realización de la partición y que vienen a adquirir 
vocación hereditaria en el juicio de sucesión. 
Conforme a lo anterior, la Corte Constitucional, mediante sentencia C- 683 de 2014 señala: 
La igualdad sucesoral se predica de los estados civiles definitivos, pero no de aquellos 
derechos que son meramente eventuales por estar condicionados a la certidumbre previa del 
estado civil” por lo tanto  “la partición del patrimonio en vida contenida en el parágrafo del 
artículo 487 del Código General del Proceso, no desconoce el derecho a la igualdad de los 
hijos que no hayan consolidado su relación paterno filial ni de los futuros terceros interesados 
que en el momento de la partición no tengan vocación hereditaria ni un derecho reconocido 
que proteger ya que es el vínculo jurídico o parental el que les otorga la potestad de participar 
en la misma. En todo caso, la disposición protege los derechos de las personas que demuestren 
un interés legítimo durante el proceso mediante la licencia judicial y, después de concluida la 
partición, mediante la solicitud de rescisión que dispone la norma la cual constituye una 
garantía de los derechos de los interesados (…). Es claro, que quienes no demuestran su calidad 
de herederos o su interés legítimo en el proceso de sucesión o de partición no pueden pretender 
recibir el mismo trato de quienes ostentan dicha calidad. (Corte Constitucional, C- 683, 2014) 
De lo expuesto anteriormente, se observa que, si bien es cierto lo reiterado en varias 
oportunidades por la Corte Suprema de Justicia en lo tocante a que el interés en la herencia es 
“mera expectativa”, por lo que no se puede alegar derechos que aún no son ciertos por la falta del 
cumplimiento de ciertas condiciones; también es cierto que frente a la luz de la Constitución 
Política, la familia es el núcleo esencial de la sociedad, la sucesión, cualquiera que sea su 
modalidad, debe estar encaminada a proteger principalmente la institución de la familia, de quienes 
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están unidos por vínculos de parentesco, así como la porción conyugal está instituida para mitigar 
los casos de pobreza del cónyuge sobreviviente, la sucesión debe cumplir con finalidades similares 
y no desamparar a quienes de manera posterior adquieren vocación hereditaria; la condición de 
hijo se adquiere inmediatamente desde su generación y es allí donde nace la calidad de legitimario, 
quien es el llamado a heredar a su padre o madre en el instante fallece o para el tema que nos atañe, 
la existencia de un trato equitativo para quienes adquieren vocación hereditaria en la sucesión por 
causa de muerte luego de ocurrida la partición en vida. 
2.3.3 La Partición de Patrimonio en Vida Como Proceso De Sucesión 
Cuando hablamos de la naturaleza jurídica de la partición del patrimonio en vida, observamos 
que es similar a la de la sucesión, en ambas figuras hay una universalidad patrimonial que debe 
liquidarse para su correspondiente adjudicación entre los asignatarios llamados a suceder, de ahí 
que se encuentre inmerso en el capítulo del trámite del proceso de sucesión del Código General 
del Proceso; no obstante en el inciso final del parágrafo del artículo 487 del Código General del 
Proceso, el legislador establece que para realizar la partición del patrimonio en vida no se requiere 
proceso de sucesión. 
Para aclarar esta discrepancia, conviene citar algunos apartes de la Sentencia C- 683 de 2014, 
en donde la partición en vida comparte algunas características de la sucesión por causa de muerte 
y de las donaciones, acercándose más su similitud, a la primera: 
5.2.5.2. Por lo demás, si bien el Legislador no especificó todas las particularidades de esta 
figura, la Corte encuentra que las reglas que le son aplicables respecto de los asuntos no 
regulados en el parágrafo del artículo 487 del Código General del Proceso, son las relativas a 




En primer lugar, la partición del patrimonio en vida se encuentra regulada en el Título sobre 
procesos sucesorios y específicamente en el Capítulo IV relativo al trámite de las sucesiones 
y se describe en el parágrafo del artículo 487 del Código General del Proceso referido a la 
liquidación de las sucesiones testadas e intestadas, lo cual sugiere la relación entre la partición 
y la sucesión. 
De otro lado, la partición del patrimonio en vida, al igual que en las sucesiones testadas e 
intestadas, debe respetar las asignaciones forzosas, los derechos de terceros y los gananciales. 
Por esta razón, la partición en vida, a pesar de guardar ciertas similitudes con las donaciones 
entre vivos –específicamente la del art. 1375 del Código Civil-, se asemeja más a las 
sucesiones por causa de muerte y en particular a las sucesiones testadas con la diferencia de 
que en la partición la masa herencial se distribuye y liquida en vida de quien la realiza. 
5.2.5.3. La partición del patrimonio en vida es un acto unilateral que será revocable por quien 
lo realiza hasta tanto los bienes permanezcan bajo su dominio, es decir hasta antes de que se 
efectué la tradición y transferencia de los bienes a los asignatarios. En este orden de ideas, la 
partición del patrimonio en vida es el título y el modo es la tradición. 
Podrán recibir la partición las personas que sean consideradas capaces y dignas en los términos 
del artículo 1018 del Código Civil. Asimismo se espera que esas personas existan en el 
momento de la partición, pero se extienden a esta figura las excepciones previstas en los incisos 
3º y 4º del artículo 1019, es decir que la partición no se invalidará por incluir a las personas 
que no existen pero se espera que existan antes de expirar los diez años subsiguientes al 
proceso de apertura de la partición que no haya sido revocada por quien la realiza, lo cual vale 
también para las asignaciones ofrecidas en premio a las personas que no existen en el momento 
de la partición. De este modo, podrían incluirse, por ejemplo, los hijos póstumos o los hijos 
que no hubiesen sido reconocidos al momento de la partición. 
La partición del patrimonio en vida también sigue las mismas reglas de la sucesión en cuanto 
a las causales de nulidad. Se podrá solicitar su rescisión cuando sea realizada por una persona 
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incapaz o inhábil de acuerdo con el artículo 1061 del Código Civil, o cuando se realice con 
fuerza, error o dolo o cuando no respeten los requisitos del párrafo del artículo 487 del Código 
General del Proceso en relación con la autorización judicial y la realización mediante escritura 
pública. 
Asimismo, deberán aplicarse a las particiones las mismas cargas fiscales de las sucesiones que 
corresponden a los asignatarios. (Corte Constitucional, C- 683, 2014) 
 
Respecto a lo señalado por la Corte, en cuanto a que la partición se asemeja más a las sucesiones 
por causa de muerte y en particular a las sucesiones testadas, podemos evidenciar su similitud con 
el testamento, ya que esta radica en que el partidor, bajo el principio de autonomía que el legislador 
le reconoce, pueda hacer uso de la cuarta de mejoras y de libre disposición (ahora medias, Ley 
1934 de 2018), en la medida que este último puede distribuir la totalidad o una parte de sus bienes. 
Al mismo tiempo, podemos observar que el acto de partición comparte algunas características 
propias del testamento: 
1. El testamento es un acto unilateral, es decir, proveniente de una sola persona. En tal sentido, 
son nulas todas las disposiciones contenidas en el testamento otorgado por dos o más personas 
a un mismo tiempo, ya sea en beneficio recíproco de los otorgantes o de una tercera persona. 
Lo anterior no significa que en la ordenación únicamente debe intervenir el testador. lo que 
quiere dar a significar es que la nulidad opera cuando en un mismo instrumento testan dos o 
más personas, disponiendo cada una de ellas de sus respectivos bienes. 
2. El testamento es un acto personal, en la medida que la facultad de testar es indelegable. 
3. El testamento debe provenir de una persona capaz. La ley castiga con la nulidad todo 
testamento emitido por persona incapaz, es decir por cualquiera de las enumeradas en el artículo 
1061 del Código Civil. 
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4. El testamento es un acto revocable. En efecto, todas las disposiciones testamentarias son 
esencialmente revocables, a no ser que el testador exprese en el testamento la determinación 
de no revocarlas.  
(…) 
Es una manifestación de voluntad que se hace con la intención de producir consecuencias de 
derecho, siempre y cuando la norma jurídica ampare esa manifestación de la voluntad. De esta 
definición se desprenden los siguientes, elementos: 
a) Una manifestación de la voluntad; b) la intención de producir consecuencias de derecho; c) 
que la norma jurídica sancione esa manifestación de la voluntad; d) que tenga un objeto, o sea, 
producir consecuencias de derecho. (Mora, 2019, pág. 90) 
En la misma línea, adicionamos dos características, trayendo a colación lo señalado por la Corte 
Suprema de Justicia: 
(iii.) Es siempre solemne, por lo que en su otorgamiento se deben satisfacer a cabalidad 
todas las exigencias que señala la ley para las distintas modalidades que del mismo establece, 
según las particulares circunstancias en que se halle el testador. 
(…) 
(v.) Es instrumento de disposición de bienes, toda vez que mediante éste, regularmente, el 
testador define cómo deberá distribuirse su patrimonio entre las personas que por vocación 
legal o por su designación estén llamados a recogerlo. (Corte Suprema de Justicia. Sala de 
Casación Civil, 17001 31 10 004 2011 00434 01, 2018) 
La partición en vida es un acto unilateral, toda vez que la voluntad proviene únicamente de 
quien pretende distribuir sus bienes en vida, esta facultad no pertenece a quienes ostentan la calidad 
de herederos, ni a terceros diferentes a él; por otro lado, quien adjudica debe ser plenamente capaz, 
ya que de no serlo, el trabajo de partición estaría viciado de nulidad; el acto de partición es 
revocable hasta “tanto no se hayan hecho la tradición de los bienes a los asignatarios”, de acuerdo 
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con lo señalado en el parágrafo del artículo 487 del C.G.P. La partición en vida, implica la 
manifestación de la voluntad del partidor y esta culmina en la producción de efectos jurídicos, es 
decir, la adjudicación de sus bienes a cada uno de sus asignatarios y su correspondiente registro, 
con la finalidad de verificar la tradición. 
De igual manera, la partición es un acto solemne, en la medida que una vez aprobado por el 
juez y luego del protocolo notarial, debe hacerse su correspondiente inscripción en la Oficina de 
Registro de Instrumentos Públicos y finalmente la partición es un negocio jurídico en el que se 
encuentra la manifestación y la forma en la que pretende hacer la distribución de sus bienes en 
vida.  
La regulación de la partición en vida parece coherente y de fácil comprensión, sin embargo, su 
contenido normativo es deficiente, en la medida que deja al azar situaciones tales como si dicha 
institución  debe regirse con los mismos lineamientos del proceso de sucesión, interrogante que es 
medianamente complementado por la Corte Constitucional mediante sentencia 683 de 2014 al 
advertir que no lo señalado en el parágrafo del artículo 487 del C.G.P., se sujetará a las reglas de 
la sucesión por causa de muerte; no obstante, el estudio del tribunal es ambiguo, toda vez que 
otorga privilegio a ciertas situaciones que bien podrían sujetarse a legislación sucesoral, pero no 
considera otras circunstancias que también podrían sujetarse a dicha legislación, vgr. el 
encuadramiento de todas las acciones para defensa de derechos y bienes hereditarios, en una sola 
acción rescisoria. 
Así mismo, la norma no es clara en cuanto a las limitaciones de su procedencia, y sobre los 
posibles efectos jurídicos que recaerían sobre los herederos que no existían o no fueron 
reconocidos al momento su realización; también, en el evento en que una vez realizada la partición, 
debido a la adquisición de nuevos bienes que vendrían a integrar la masa sucesoral en el juicio 
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sucesorio, cuál sería el tratamiento para los herederos ausentes en la partición en vida y que vienen 
a adquirir vocación hereditaria en el juicio de sucesión. 
2.3.4 Afectación de Los Derechos Sucesorales de Los Herederos Reconocidos y No 
Reconocidos Por Razón de Las Omisiones Jurídicas en la Regulación De Partición en Vida. 
2.3.4.1 La Familia Y Sus Derechos.  La familia cumple una función esencial dentro de la 
sociedad, toda vez que, con la formación de esta, la persona aprende a manifestar su humanidad 
en la comunidad; por medio de su cimiento, la vida de cada individuo adquiere dignidad y un 
desarrollo adecuado de su personalidad, esto en el sentido del rol de protección que tiene cada uno 
de sus integrantes, sobre los demás. Como su constitución satisface buena parte de los derechos 
individuales, está en el Estado, sujeto a lo dispuesto por el derecho internacional, garantizar la 
protección de los derechos familiares; por lo tanto, no es admisible ninguna práctica que intente 
menoscabar dichos derechos, ya que esto atentaría directamente contra el ser humano. Al respecto, 
la tratadista Sandra Milena Daza sostiene que: 
Para el constituyente de 1991, la familia colombiana está amparada como una institución 
básica de la sociedad, por cuanto se reconoce el predominio de los derechos que tiene la 
persona como tal y, a la vez, se valora la importancia de cada uno de los miembros que integran 
esta institución. Por su gran valor, su protección está enfocada en tres aspectos: a) la protección 
social, en la medida que se protege su intimidad y la educación de sus miembros; b) la 
protección económica, en cuanto se protege el derecho al trabajo, a la seguridad social, etc.; c) 
y la protección jurídica, referente a la autoridad y competencia de los distintos poderes 
públicos, que por medios jurídicos deben proteger a la familia, impidiendo los ataques contra 
ella. (Daza, 2015, págs. 23, 24) 
En la misma línea, se advierte lo siguiente:  
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La carta política de 1991 establece que tanto el Estado como la sociedad garantizarán la 
protección integral de la familia; así mismo consagra que la honra, la dignidad y la intimidad 
de la familia son inviolables e indica, además que cualquier forma de violencia en la familia 
se considera destructiva de su armonía y unidad y deberá ser sancionada conforme a la ley. 
Lo consagrado en el texto constitucional es el acatamiento de la declaración de los derechos 
humanos y de los pactos internacionales surgidos en las Naciones Unidas sobre derechos 
económicos, sociales y culturales, año de 1996, y sobre derechos civiles y políticos, año 1968. 
(Montoya et al., 2013, pág. 40)  
Es deber del Estado proteger a la familia constituida ya sea de forma legal, es decir por el 
vínculo del matrimonio, o de forma natural o de hecho, y procurar su fortalecimiento, reforzando 
los vínculos familiares y protegiendo los derechos fundamentales de quienes la integran; esto debe 
hacerlo por medio de los poderes que lo integran, es decir, mediante el poder ejecutivo y legislativo 
respecto a su facultad sancionatoria que radica en la expedición de leyes integradoras sobre la 
protección de la familia y el poder judicial, cuya función es la aplicación de esa normativa 
específica o en su defecto, si dicha normativa presenta algún vacío, acudir a los mecanismos 
idóneos que garanticen un amparo efectivo. 
Como se expuso más arriba, como quiera que el Estado colombiano erige a la familia como 
núcleo fundamental de la sociedad y teniendo en cuenta que uno de los motivos fundantes para la 
incorporación de la partición del patrimonio en vida en el ordenamiento jurídico era  la protección 
de derechos de los herederos, y no la voluntad de quien dispone de sus bienes, es menester que el 
legislador, en su afán de regular actos y negocios jurídicos entre las personas, realice de manera 
previa un análisis ponderativo, en el que se observe lo dispuesto en los pactos internacionales 
acogidos en la Constitución Nacional. 
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2.3.4.2 Igualdad Entre Los Hijos. Ley 29 De 1982. La igualdad está reconocida en el 
artículo 13 de la Constitución Nacional, en donde señala que todas las personas deben ser iguales 
ante la ley sin ningún tipo de trato discriminatorio en cuanto a sus derechos y obligaciones, toda 
persona merece un trato digno por su condición. La carta política señala, además, que no deben 
existir diferencias injustificadas en el ordenamiento normativo y que su contenido debe ser igual 
para todas las personas a quienes va dirigido. De igual manera prohíbe tratar en forma diferente 
situaciones idénticas o tratar en la misma forma situaciones diferentes. En consideración a esto, 
comporta una discriminación clasificar y diferenciar a los hijos por el momento de su nacimiento 
o bien sea por su vínculo filial dentro del matrimonio o fuera de este. 
Sobre lo anterior, la Corte Constitucional sostiene “La Constitución pone en plano de igualdad 
la familia constituida por vínculos naturales y jurídicos, es decir, a la que surge de la voluntad 
responsable de conformarla, y a la que tiene su origen en el matrimonio” (Corte Constitucional, 
C- 105, 1994) 
Lo mismo señala la doctrina: 
(…) Según la Constitución Nacional, son igualmente dignas de respeto y protección las 
familias originadas en el matrimonio o constituidas al margen de este. La igualdad pugna con 
toda forma de discriminación basada en el origen familiar, ya sea ejercida contra los hijos o 
contra descendientes de cualquier grado. De tiempo atrás, la ley colombiana ha establecido la 
igualdad de derechos entre los hijos legítimos, extramatrimoniales y adoptivos (…). 
(…)  Son contrarias a la Constitución todas las formas que establezcan diferencias en 
cuanto a derechos y obligaciones entre los descendientes legítimos, extramatrimoniales y 
adoptivos, pues al igual que los hijos, tienen iguales derechos y obligaciones (…). 
(Domínguez, 2016, pág. 31) 
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Así mismo, lo establece la Ley 29 de 1982 “Por la cual se otorga la igualdad de derechos 
herenciales a los hijos legítimos, extramatrimoniales y adoptivos y se hacen los correspondientes 
ajustes a los diversos órdenes hereditarios” en la que indica que los mencionados, serán llamados 
a suceder en la sucesión intestada, tendrán iguales derechos y obligaciones y recibirán entre ellos 
iguales cuotas, sin perjuicio de la porción conyugal. Sin lugar a distinción alguna, los hijos 
extramatrimoniales se sujetarán al mismo trámite sucesoral que el legitimario. 
El artículo 487 del Código General del Proceso nada dice en cuanto a la situación o los efectos 
que trae la partición de patrimonio en vida respecto de los herederos ausentes al momento de su 
realización y que adquieren vocación hereditaria en el juicio de sucesión del partidor, la doctrina 
explica que esta figura fue introducida por el legislador con la finalidad de evitar los negocios 
jurídicos simulados y proteger los derechos de los herederos; sin embargo dicha figura pasa por 
encima del principio general de igualdad creando una especie de privilegio de los herederos que 
son adjudicatarios de la partición en vida, respecto de las personas que adquieren tal vocación de 
manera posterior a su realización. 
Lo anterior, omite lo preceptuado en diferentes providencias de la Corte Constitucional, en 
donde aboga por la paridad que existe entre hijos matrimoniales y extramatrimoniales, advirtiendo 
inicialmente que aquella es de protección constitucional, que toda normatividad ya sea pública o 
privada debe velar por su materialización y que esta debe ser reconocida tanto por el legislador 
como por los jueces, respetando así la supremacía de la Constitución Nacional. 
Finalmente, cabe concluir que las omisiones de la partición en vida identificadas, corresponden 
a que existe la necesidad de que la partición en vida siga las mismas prerrogativas del proceso de 
sucesión, en todos sus aspectos normativos; la advertencia de la posibilidad de vulneración y 
objeción en el trámite voluntario de la concesión de la licencia, haciendo perder su carácter de 
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voluntario; y cuál sería la situación jurídica de los herederos que adquieren vocación hereditaria 
en el juicio de sucesión, luego de realizada la partición en vida. 
3 La Partición Del Patrimonio En Vida Debe Regirse Con Todas Las Prerrogativas Que 
Hacen Parte Del Proceso De Sucesión 
En el presente capítulo realizaremos una propuesta detallada de cómo debería actuar el juez, 
ante las inconsistencias normativas mencionadas en el capítulo precedente, donde tomaremos 
como punto de partida el proceso de sucesión, esto, respecto al trámite judicial; Con relación al 
trámite notarial, advertiremos sobre la necesidad de indagar, en la medida que la partición en vida 
es un proceso similar a la sucesión por mutuo acuerdo notarial, si la nueva carga de dicho trámite 
impuesta al juez de familia por jurisdicción voluntaria, se encuentra o no debidamente justificada. 
3.1 Trámite Judicial 
3.1.1 Proceso De Sucesión 
Para lograr establecer el posible actuar del juez ante las omisiones consideradas, es pertinente 
inicialmente hacer referencia al trámite del proceso sucesorio, ya que este se configura como el 
sustento principal para poder debatir el tema que nos ocupa, esto es la partición de patrimonio en 
vida. 
El proceso sucesorio es un trámite mediante el cual se liquida la masa herencial, distribuyéndola 
entre los herederos, ya sea en virtud de un testamento o por asignación legal. Este juicio sucesorio 
cuenta con tres momentos trascendentales en su trámite, que son la apertura de la sucesión, la 
diligencia de inventarios y avalúos y la partición y adjudicación de la herencia. Las personas que 
pueden iniciar el proceso de sucesión son las mismas que pueden asistir a la diligencia de 
inventarios (Art. 1312 del C. Civil). 
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3.1.1.1 Apertura Y Demanda De La Sucesión. El derecho de herencia nace cuando una 
persona fallece, su patrimonio conformado por un grupo de bienes, entran a conformar una 
universalidad jurídica, conforme a ella, la ley exige que para que se tramite una distribución 
equitativa entre los herederos, primero se debe asegurar el pago de las deudas a los acreedores, en 
el entendido que la herencia continúa respondiendo por las deudas que tenía el causante antes de 
su fallecimiento. No se podrá disponer sobre los bienes de la herencia hasta tanto no se tramite el 
proceso de sucesión, esto a la luz de lo establecido en el artículo 1279 del Código civil: 
ARTICULO 1279. GUARDA Y APOSICION DE SELLOS. Desde el momento de abrirse 
una sucesión, todo el que tenga interés en ella, o se presuma que pueda tenerlo, podrá pedir 
que los muebles y papeles de la sucesión se guarden bajo llave y sello hasta que se proceda al 
inventario solemne de los bienes y efectos hereditarios. 
No se guardarán bajo llave y sello los muebles domésticos de uso cotidiano; pero se formará 
lista de ellos. 
La guarda y aposición de sellos deberá hacerse por el ministerio del juez, con las formalidades 
legales. (Código Civil, 1887, art. 1279). 
Además, con base a lo anterior, con el llamamiento a heredar se produce la delación de la 
herencia a la que pueden acudir de manera optativa aquellos que tienen vocación hereditaria, es 
decir, la aceptación de la herencia, que puede ser tácita o expresa, la cual consiste en la declaración 
de voluntad de querer ser heredero, y la repudiación de la herencia, que equivale a la declaración 
expresa y formal de rechazo a la herencia. La aceptación puede ser pura y simple, mediante la cual 
responderá por las deudas de la sucesión con los bienes heredados y si fuere el caso con los propios 
y será con beneficio de inventario, cuando responde por las deudas de la sucesión únicamente con 
los bienes heredados. 
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Con la apertura de la sucesión y una vez aceptada la herencia, el heredero puede hacer uso de 
las acciones contra el testamento, realizar negocios jurídicos sobre el derecho herencial, acudir a 
los mecanismos de representación y transmisión, solicitar medidas cautelares sobre los bienes 
objetos de sucesión; los acreedores podrán solicitar su apertura para el cumplimiento de sus 
acreencias. 
En cuanto a la demanda del proceso de sucesión es necesario traer a colación lo mencionado en 
el artículo 488 del Código General del Proceso “Desde el fallecimiento de una persona, cualquiera 
de los interesados que indica el artículo 1312 del Código Civil o el compañero permanente con 
sociedad patrimonial reconocida, podrá pedir la apertura del proceso de sucesión” (Código General 
del Proceso, 2012, art. 488). 
En consideración a lo anterior, se entiende que los requisitos para presentar la demanda de 
sucesión, son los siguientes: 
1. El nombre y vecindad del demandante e indicación del interés que le asiste para proponerla. 
2. El nombre del causante y su último domicilio. 
3. El nombre y la dirección de todos los herederos conocidos. 
4. La manifestación de si se acepta la herencia pura y simplemente o con beneficio de 
inventario, cuando se trate de heredero. En caso de que guarde silencio se entenderá que la 
acepta con beneficio de inventario. (Código General del Proceso, 2012, art. 488). 
Además de lo anterior, se debe anexar a la demanda: 
1. La prueba de la defunción del causante. 
2. Copia del testamento y de la escritura de protocolización de las diligencias, y de su 
apertura y publicación, según el caso. 
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3.  Las pruebas de estado civil que acrediten el grado de parentesco del demandante con el 
causante, si se trata de sucesión intestada. 
4. La prueba de la existencia del matrimonio, de la unión marital o de la sociedad patrimonial 
reconocida si el demandante fuere el cónyuge o el compañero permanente. 
5. Un inventario de los bienes relictos y de las deudas de la herencia, y de los bienes, deudas 
y compensaciones que correspondan a la sociedad conyugal o patrimonial, junto con las 
pruebas que se tengan sobre ellos. 
6. Un avalúo de los bienes relictos de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 444. 
7. La prueba del crédito invocado, si el demandante fuere acreedor hereditario. 
8. La prueba del estado civil de los asignatarios, cónyuge o compañero permanente, cuando 
en la demanda se refiera su existencia, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 85. 
(Código General del Proceso, 2012, art. 489). 
Presentada la demanda y una vez admitida, el juez declarará la apertura del proceso de sucesión 
y ordenará el emplazamiento de todos los que se crean con derecho para intervenir (Art. 490 del 
Código General del Proceso). El auto admisorio de la demanda, en este caso el auto de apertura 
del proceso contiene las reglas para el reconocimiento de interesados: 
1. En el auto que declare abierto el proceso se reconocerán los herederos, legatarios, cónyuge, 
compañero permanente o albacea que hayan solicitado su apertura, si aparece la prueba de 
su respectiva calidad. 
2. Los acreedores podrán hacer valer sus créditos dentro del proceso hasta que termine la 
diligencia de inventario, durante la cual se resolverá sobre su inclusión en él. 
3.  Desde que se declare abierto el proceso y hasta antes de la ejecutoria de la sentencia 
aprobatoria de la última partición o adjudicación de bienes, cualquier heredero, legatario 
o cesionario de estos, el cónyuge o compañero permanente o el albacea podrán pedir que 
se les reconozca su calidad. Si se trata de heredero, se aplicará lo dispuesto en el numeral 
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4 del artículo 488. En caso de que haya sido aprobada una partición parcial, no podrá ser 
modificada en el mismo proceso.  
Si la asignación estuviere sometida a condición suspensiva, deberá acompañarse la prueba 
del hecho que acredite el cumplimiento de la condición. 
Los interesados que comparezcan después de la apertura del proceso lo tomarán en el estado 
en que se encuentre.  
4. Cuando se hubieren reconocido herederos o legatarios y se presenten otros, solo se les 
reconocerá si fueren de igual o de mejor derecho.  
La solicitud de quien pretenda ser heredero o legatario de mejor derecho se tramitará como 
incidente, sin perjuicio de que la parte vencida haga valer su derecho en proceso separado. 
5. El adquirente de todos o parte de los derechos de un asignatario podrá pedir dentro de la 
oportunidad indicada en el numeral 3, que se le reconozca como cesionario, para lo cual, 
a la solicitud acompañará la prueba de su calidad. 
6. Cuando al proveer sobre el reconocimiento de un interesado el juez advierta deficiencia 
en la prueba de la calidad que invoca o en la personería de su representante o apoderado, 
lo denegará hasta cuando aquella se subsane. 
7. Los autos que acepten o nieguen el reconocimiento de herederos, legatarios, cesionarios, 
cónyuge o compañero permanente, lo mismo que los que decidan el incidente de que trata 
el numeral 4, son apelables en el efecto diferido; pero si al mismo tiempo resuelven sobre 
la apertura de la sucesión, la apelación se surtirá en el efecto devolutivo. (Código General 
del Proceso, 2012, art. 491). 
Dentro de este proceso el cónyuge sobreviviente puede solicitar la liquidación de la sociedad 
conyugal o la sociedad patrimonial entre compañeros permanentes, así mismo puede tomas la 
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decisión de escoger entre porción conyugal y gananciales, si escogiera por porción conyugal 
abandonaría sus bienes propios, debe hacerlo antes de la diligencia de inventarios y avalúos.  
Una vez realizadas las citaciones y publicaciones que hubiere lugar, el juez convocará a 
audiencia donde se tramitará diligencia de inventarios y avalúos. 
3.1.1.2 El Inventario Como Negocio Jurídico. Teniendo en cuenta que la finalidad del 
proceso de sucesión es la liquidación de la herencia, podemos considerar a esta diligencia, como 
una de las etapas más importantes de dicho proceso, en la medida que es aquí donde, inicialmente 
se hace una relación de los bienes, identificándose y concretándose su valor, conforme a los 
avalúos catastrales, cuando de bienes inmuebles se trata, esto con el fin de determinar tanto el 
activo como el pasivo de la masa sucesoral (Art 501 C.G.P). Esta diligencia también permite 
clasificar cuales son los bienes de cada cónyuge y cuales le pertenecen a la sociedad conyugal. 
Respecto a la oportunidad para su presentación, la doctrina afirma que: 
Oportunidad. – La elaboración del inventario y avalúo dentro del proceso de sucesión 
deberá efectuarse en la audiencia correspondiente al día fijado por el juez para tal efecto, de 
acuerdo a la solicitud que para ello le presenten los interesados después de la desfijación del 
edicto emplazatorio o ante, si así lo pidieren (Art. 660 C.P.C.) (Art. 501 C.G.P). 
La fecha señalada podrá ser fijada de nuevo cuando los inventarios no presentaren el inventario 
el día señalado, pues a ellos corresponde el impulso y no se trata de un término preclusivo que 
impida su no realización. 
Por el contrario, sin dicho acto no puede proseguirse el proceso correspondiente, no podrá 
llevarse a cabo la partición y mucho menos aquel podrá concluir con la sentencia aprobatoria 
de la misma. 
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Todo lo anterior se entiende sin perjuicio de que el reiterado incumplimiento se torne en un 
desacuerdo absoluto sobre la elaboración o uno de los interesados lo manifieste expresamente, 
porque en ambos casos la elaboración le corresponderá al juez (Lafont, 2020b, pág. 521) 
Cuando falte un bien o la relación de alguna deuda en el inventario, podrá solicitarse un 
inventario adicional; si existiere una deuda, el juez autorizará pagarse con el dinero que resultare 
del inventario, si no hubiere dinero suficiente, los interesados podrán solicitar la dación en pago y 
el remate de determinados bienes. De no existir objeciones se aprobará el inventario. 
3.1.1.3 La Partición Como Negocio Jurídico. Como ya se mencionó en líneas anteriores, 
la partición se fundamenta en que ningún heredero debe permanecer en estado de indivisión, es 
por esto que la ley lo faculta, para que, ocurrido el fallecimiento de su ascendiente, este pueda 
solicitar la partición de los bienes relictos para que se le adjudique equitativamente a cada heredero 
la cuota que le corresponde. Aprobado el inventario, el juez decretará la partición a solicitud de 
quien esté legitimado para hacerlo. Esta partición cuenta con tres momentos importantes a saber: 
a. La llamada liquidación del proceso, es decir partiendo del acervo bruto inventariado, 
menos los gastos y las deudas hereditarias, se llega a lo que se denomina acervo liquido 
herencial. 
b. La Partición como tal, que es la distribución aritmética y por cantidades específicas, entre 
todos los coasignatarios, en armonía de sus cuotas legales testamentarias, del acervo 
liquido herencial. 
c. La Adjudicación de los bienes a todos los asignatarios, esta esta que se integra por medio 
de hijuelas, debidamente numeradas, para cada uno de los legatarios o herederos, y en 
donde consta la relación de bienes que corresponde a estos dentro del respectivo proceso. 
(Uribe, 2014, pág. 88) 
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Si la sucesión se realizó mediante acto testamentario, el causante en su testamento tuvo la 
facultad de designar al partidor; si la sucesión se realiza por disposición legal, de común acuerdo 
los herederos podrán designarlo, en caso contrario, le corresponderá al juez su nombramiento de 
la lista de auxiliares de la justicia. En ambos casos al partidor está sujeto al cumplimiento de las 
reglas establecidas en el artículo 508 del Código General del Proceso. La partición podrá hacerse 
por los herederos o legitimarios o por conducto de sus apoderados judiciales. 
3.1.1.4 Objeciones Y Aprobación Del Trabajo De Partición. Presentada la partición, 
esta se regirá bajo los siguientes lineamientos: 
1. El juez dictará de plano sentencia aprobatoria si los herederos y el cónyuge sobreviviente 
o el compañero permanente lo solicitan. En los demás casos conferirá traslado de la 
partición a todos los interesados por el término de cinco (5) días, dentro del cual podrán 
formular objeciones con expresión de los hechos que les sirvan de fundamento. 
2. Si ninguna objeción se propone, el juez dictará sentencia aprobatoria de la partición, la 
cual no es apelable. 
3. Todas las objeciones que se formulen se tramitarán conjuntamente como incidente, pero 
si ninguna prospera, así lo declarará el juez en la sentencia aprobatoria de la partición. 
4. Si el juez encuentra fundada alguna objeción, resolverá el incidente por auto, en el cual 
ordenará que se rehaga la partición en el término que señale y expresará concretamente el 
sentido en que debe modificarse. Dicha orden se comunicará al partidor por el medio más 
expedito. 
5. Háyanse o no propuesto objeciones, el Juez ordenará que la partición se rehaga cuando no 
esté conforme a derecho y el cónyuge o compañero permanente, o algunos de los herederos 
fuere incapaz o estuviere ausente y carezca de apoderado. 
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6. Rehecha la partición, el juez la aprobará por sentencia si la encuentra ajustada al auto que 
ordenó modificarla; en caso contrario dictará auto que ordene al partidor reajustarla en el 
término que le señale. 
7. La sentencia que verse sobre bienes sometidos a registro será inscrita, lo mismo que las 
hijuelas, en las oficinas respectivas, en copia que se agregará luego al expediente. 
8. La partición y la sentencia que la aprueba serán protocolizadas en una notaría del lugar 
que el juez determine, de lo cual se dejará constancia en el expediente. (Código General 
del Proceso, 2012, art. 509). 
Una vez aprobada la partición, esto es con el cumplimiento de todos los requisitos de ley, el 
juez dictará sentencia aprobatoria de adjudicación que deberá protocolarizarse en la Oficina de 
Instrumentos Públicos. El juez dictará sentencia aprobatoria de adjudicación, sin necesidad de la 
presentación del trabajo de partición, únicamente en los casos en los que exista heredero único. De 
igual manera, la partición puede ser atacada por nulidad o rescisión por errores o ilegalidades 
similares a la de los contratos. 
3.1.1.5 Cargas Fiscales De La Sucesión. Para el derecho tributario, sobre las sucesiones 
ilíquidas o herencias incluyendo la partición del patrimonio en vida, recae una carga fiscal, en la 
medida que son consideradas ganancias ocasionales, tributo que deberá ser asumido por los 
asignatarios “Se consideran ganancias ocasionales para los contribuyentes sometidos a este 
impuesto, las provenientes de herencias, legados, donaciones, o cualquier otro acto jurídico 
celebrado inter vivos a título gratuito, y lo percibido como porción conyugal” (Estatuto tributario, 
2018, art. 302). Para el cálculo de la base gravable del impuesto se tendrá en cuenta el valor de 
los bienes y derechos de la masa sucesoral. La misma norma en su artículo 303 señala: 
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Art. 303. Cómo se determina su valor. El valor de los bienes y derechos que se tendrá en 
cuenta para efectos de determinar la base gravable del impuesto a las ganancias ocasionales a 
las que se refiere el artículo 302 de este Estatuto será el valor que tengan dichos bienes y 
derechos a 31 de diciembre del año inmediatamente anterior a la fecha de la liquidación de la 
sucesión o del perfeccionamiento del acto de donación o del acto jurídico inter vivos celebrado 
a título gratuito, según el caso. En el caso de los bienes. (Estatuto tributario, 2018, art. 303) 
A su vez, el Estatuto tributario en su artículo 844 dispone: 
Art. 844. En los procesos de sucesión. 
Los funcionarios ante quienes se adelanten o tramiten sucesiones, cuando la cuantía de los bienes 
sea superior a 700 UVT deberán informar previamente a la partición el nombre del causante y el 
avalúo o valor de los bienes. 
Si dentro de los veinte (20) días siguientes a la comunicación, la Administración de Impuestos no 
se ha hecho parte, el funcionario podrá continuar con los trámites correspondientes. 
Los herederos, asignatarios o legatarios podrán solicitar acuerdo de pago por las deudas fiscales de 
la sucesión. En la Resolución que apruebe el acuerdo de pago se autorizará al funcionario para que 
proceda a tramitar la partición de los bienes, sin el requisito del pago total de las deudas. (Estatuto 
tributario, 2018, art 844). 
3.1.2 Principales Prerrogativas De La Sucesión Que Deben Aplicarse A La Partición En Vida 
            3.1.2.1 Respeto Por Asignaciones Forzosas, Los Derechos De Terceros Y Gananciales. 
Es sabido que, tanto en el proceso de sucesión, como en la partición de patrimonio en vida, las 
asignaciones forzosas, comportan una limitación a quien pretende distribuir sus bienes, en la 
medida que lo que ha construido por años el partidor, debe ser fraccionado legítimamente entre 
sus herederos, solo teniendo libre disposición sobre la mitad (50%) del patrimonio sucesoral (ley 
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1934 del 2018), sin perjuicio de la porción conyugal. Lo anterior, en virtud del principio de 
igualdad entre los hijos. 
Por otro lado, una de las reglas que se debe tener en cuenta al momento de realizar la partición, 
tanto en la sucesión como en la figura objeto de estudio, además de relacionar el inventario de 
bienes que forman el activo sucesoral, es la de la relación de pasivos o deudas de la sucesión, que 
debe cubrirse con los bienes que la integran, si no se hace de esta forma, será responsable el 
partidor de los perjuicios que pueda causar a los acreedores. 
Haciendo un análisis parecido a los lineamientos propios de la sucesión por causa de muerte, 
tenemos que los acreedores son posibles intervinientes dentro de dicho trámite y siguiendo este 
patrón, es fundamental determinar que: 
Los acreedores de la herencia intervienen como sujetos activos del derecho hereditario y 
todas las normas de esta rama tienen por objeto garantizar el pago de las deudas hereditarias 
dentro de las posibilidades patrimoniales de la sucesión. Todo el derecho hereditario persigue 
como finalidad fundamental de la liquidación del patrimonio de la sucesión pagar a los 
acreedores de la misma y en el supuesto que hubiere un remanente, aplicarlo a los legatarios y 
a herederos. (Mora, 2019, pág. 47) 
Sin embargo, la regulación de la partición de patrimonio en vida no es muy clara, en el 
entendido que nada dice respecto a las consecuencias de las obligaciones que el partidor tiene a su 
cargo, ya que, al momento de realizarse la partición, esta debe hacerse con los herederos que se 
encuentren reconocidos en ese instante y el parágrafo referido no señala ningún mecanismo de 
protección de los derechos de los terceros que fungen como acreedores del partidor. También es 
importante tener en cuenta, que el partidor al transferir sus bienes en vida, desintegra la totalidad 
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de su patrimonio, el cual funge como garantía real en el evento de adquirir una deuda con un 
tercero, el cual se vería afectado al no encontrar bienes que puedan pagar sus acreencias. 
Así las cosas, y siguiendo el procedimiento del trámite sucesoral, es menester que el juez tenga 
en cuenta de manera previa a la concesión del aval de la licencia, resolver sobre las deudas 
hereditarias que el partidor ponga a su conocimiento y de las no conocidas, hacer las respectivas 
comunicaciones, con el fin de evitar los perjuicios de quienes persiguen el pago de las mismas. Si 
existiere alguna deuda no conocida, el juez quedaría inhabilitado para conceder la licencia judicial. 
En este sentido es importante tener en cuenta lo siguiente: 
En firme el inventario y los avalúos, si existe dinero disponible para el pago de alguna 
deuda y de consuno los solicitan los interesados, el juez podrá autorizar el pago, si no hubiere 
dinero suficiente para el pago de las deudas hereditarias o legados exigibles, el cónyuge, el 
albacea o cualquiera de los herederos podrá pedir la dación en pago o el remate de 
determinados bienes en pública subasta o en una bolsa de valores si fuese el caso. 
(…) 
El producto de la venta se destinará al pago de las deudas hereditarias o de los legados, con 
sujeción a lo dispuesto en el artículo 1431 del Código Civil. (Mora, 2019, pág. 283) 
Por su parte, los gananciales corresponden a los bienes adquiridos desde el momento de la 
celebración del matrimonio y que vienen a ser divididos cuando se disuelve la sociedad conyugal, 
ya sea por separación judicial o divorcio, por muerte de uno de los cónyuges o anulación del 
matrimonio. Teniendo en cuenta lo anterior, la Corte Constitucional advierte: 
(.) Durante el matrimonio, los cónyuges están separados de bienes: cada uno conserva la 
propiedad de todos los suyos, sean propios o gananciales, y los administra con entera 
independencia; la mujer es plenamente capaz. Disuelto el régimen, se forma 
100 
 
una comunidad, pero para el solo efecto de liquidarla y dividir entre ambos los gananciales 
que hayan adquirido, en conformidad a las mismas reglas que rigen la liquidación de aquélla 
Así disuelta la sociedad conyugal, se constituye una comunidad de bienes, lo que es igual, 
una universalidad jurídica destinada a ser liquidada y adjudicada entre los cónyuges. Por efecto 
de la disolución cada consorte adquiere como derecho, una cuota sobre la universalidad 
denominada gananciales (.). (Corte Constitucional, T- 1243, 2001) 
En la sucesión, de los bienes gananciales, el cónyuge supérstite debe recibir la mitad, ya que no 
tiene calidad de heredero sino de miembro de la sociedad conyugal. En la partición del patrimonio 
en vida, el cónyuge debe dar su consentimiento para su realización “Si hay sociedad conyugal 
vigente debe liquidarse para respetar los derechos a los gananciales. Por esta razón se requiere 
consentimiento del cónyuge o compañero permanente. (Úsuga, 2016, pág. 1089) 
No obstante, como se sostuvo anteriormente, si el cónyuge no comparece o no es citado para 
dar su consentimiento en el trámite de la obtención de la licencia judicial, la partición que se realiza 
carecería de validez. 
3.1.2.2 Adición O Reforma De La Partición En Vida. Atendiendo a lo planteado por la 
Corte: 
Si bien el Legislador no especificó todas las particularidades de esta figura, la Corte 
encuentra que las reglas que le son aplicables respecto de los asuntos no regulados en el 
parágrafo del artículo 487 del Código General del Proceso, son las relativas a las de la sucesión 
por causa de muerte. (Corte Constitucional, C- 683, 2014) 
Con respecto a este punto, y teniendo en cuenta la similitud señalada anteriormente entre la 
partición y el testamento, tomamos como referencia la conceptualización que se le ha dado a la 
figura de la reforma del testamento y de esta manera encontramos, que esta sería aplicable al acto 
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de partición en vida realizado por el partidor, en la medida que la ley faculta al legitimario para 
acudir a esta acción con la finalidad de proteger su legítima o para demandar su desconocimiento 
como legitimario o al cónyuge o compañero permanente para defender su porción conyugal, con 
las mismas reglas de procedimiento e igual término estipulado para el proceso de sucesión por 
causa de muerte. 
Se tiene que, en materia sucesoria, cuando por el hecho de las operaciones divisorias hechas 
por el partidor, estas no alcanzaran la totalidad del caudal hereditario, ya sea porque no se tuvo en 
cuenta algún bien por su reciente aparición o este fue omitido, la norma faculta a quienes tengan 
derecho mediante la figura de la partición adicional, para que soliciten de manera unánime ante el 
mismo juez que conoce de la sucesión, para que se adicionen los bienes o valores omitidos. 
Hay lugar a partición adicional cuando aparezcan nuevos bienes del causante o de la 
sociedad conyugal o patrimonial, o cuando el partidor dejó de adjudicar bienes 
inventariados. Para estos fines se aplicarán las siguientes reglas: 
1. Podrá formular la solicitud cualquiera de los herederos, el cónyuge, el compañero 
permanente, o el partidor cuando hubiere omitido bienes, y en ella se hará una relación de 
aquellos a los cuales se contrae. 
2. De la partición adicional conocerá el mismo juez ante quien cursó la sucesión, sin necesidad 
de reparto. Si el expediente se encuentra protocolizado, se acompañará copia de los autos 
de reconocimiento de herederos, del inventario, la partición o adjudicación y la sentencia 
aprobatoria, su notificación y registro y de cualquiera otra pieza que fuere pertinente. En 
caso contrario la actuación se adelantará en el mismo expediente. 
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3. Si la solicitud no estuviere suscrita por todos los herederos y el cónyuge o compañero 
permanente, se ordenará notificar por aviso a los demás y correrles traslado por diez (10) 
días, en la forma prevista en el artículo 110. 
4. Expirado el traslado, si se formulan objeciones, se fijará audiencia y se aplicará lo dispuesto 
en el artículo 501. 
5. El trámite posterior se sujetará a lo dispuesto en los artículos 505 a 517. (Código General 
del Proceso, 2012, art 518) 
Dicho lo anterior, como quiera que los asignatarios deben acudir al proceso que concede la 
licencia para consentir la partición aprobada mediante aquella, y en la medida que la sentencia 
emitida en dicho procedimiento no hace tránsito a cosa juzgada, permitiendo al juez tener una 
actuación posterior, debemos considerar el supuesto que en la partición aprobada no se haya tenido 
en cuenta algún bien, es cuando queda al arbitrio judicial, luego de proferida la sentencia que 
concede la licencia judicial y mediante solicitud del interesado, ordenar que se haga una relación 
de los bienes omitidos, corriendo traslado a los demás interesados, esto con la finalidad de evitar 
la realización de particiones parciales y hacer una sola partición o declarar la invalidez o 
inexistencia de la partición aprobada ordenando que se rehaga de nuevo en su totalidad, en aras de 
proteger los derechos herenciales de quienes intervienen en ella. 
Con relación a la reforma de la partición, tenemos que si uno de los herederos no fue incluido 
dentro de la partición, el trámite de la licencia no tendría ninguna validez, siguiendo lo señalado 
por la Corte mediante sentencia c- 683 de 2014, esto en el evento que aún esté en discusión el 
reconocimiento de su filiación; no obstante, si siendo heredero fue desconocido como legitimario 
o fue omitida su legítima, es menester que quien se encuentra conociendo del proceso traslade su 
competencia por tornarse litigiosa la diligencia de partición. 
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            3.1.2.3 Plazo de Las Acciones Propias De La Sucesión. Aparece en el inciso final del 
Art. 487 del Código General del Proceso el siguiente enunciado “…Los herederos, el cónyuge o 
compañero permanente y los terceros que acrediten un interés legítimo, podrán solicitar su 
rescisión dentro de los dos (2) años siguientes a la fecha en que tuvieron o debieron tener 
conocimiento de la partición”. (Código General del Proceso, 2012, art. 487). En virtud de lo 
mencionado, una vez aprobada mediante escritura pública la partición, quienes acrediten su 
interés- entre otros el hijo extramatrimonial en un proceso de filiación-, podrá accionar la 
jurisdicción para que sea rescindida la partición en un término de 2 años. 
No obstante, al considerarse inicialmente que la partición es similar a los negocios jurídicos en 
cuanto a su validez, causales de nulidad o formalidad en la distribución de los bienes, y al hacer 
referencia a lo consagrado en el artículo 1751 del Código Civil, el cual señala:  
Los herederos mayores de edad gozaran del cuatrienio entero si no hubiere principiado a 
correr; y gozaran del residuo, en caso contrario. A los herederos menores empieza a correr el 
cuatrienio o su residuo desde que hubieren llegado a edad mayor. 
Pero en este caso no se podrá pedir la declaración de nulidad, pasados treinta años desde la 
celebración del acto o contrato. (Código Civil, art. 1751) 
Al respecto el Código Civil Español en su art. 1.076 dispone “la acción rescisoria por causa de 
lesión durará cuatro años, contados desde que se hizo la partición”. (Código Civil Español, art. 
1076) 
De lo anterior se puede colegir que el término concedido por el legislador es injusto e 
inorgánico, como quiera que, si se atiende al criterio compartido por la Corte, en el que la partición 
debe regirse por los mismos lineamientos de la sucesión, ya existe un antecedente establecido por 
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la ley sustancial, es decir el término de 4 años para solicitar la rescisión y no como afanosamente 
el legislador pretende adecuarlo al régimen sucesoral colombiano. 
En cuanto a la acción de petición de herencia, se observa que la regulación del artículo 487 es 
insuficiente al señalar taxativamente la acción de rescisión como único mecanismo al que pueden 
acudir quienes se vean afectados con su realización, sin prever el retardo en el que posiblemente 
que pueda presentar el proceso de filiación para determinar la forzosa intervención en la realización 
de la partición. 
Como quiera que la Corte indica mediante Sentencia C- 683 de 2014, que la partición en vida 
debe seguir los mismos lineamientos de la sucesión, es menester resaltar, que el juez que adquiere 
la competencia para conocer de dicho trámite, también es competente para conocer sobre las 
acciones con las que cuentan los herederos respecto al ocultamiento o la enajenación de un bien 
que por ley les corresponde, es decir, las consagradas en los artículos 1401 al 1410 del Código 
Civil correspondientes a los efectos de la partición.  
Aunado a lo anterior, la Corte señala, en lo que respecta a las causales de nulidad y rescisión de 
la partición en vida, que estas deben seguir las mismas reglas de la sucesión: 
La partición del patrimonio en vida también sigue las mismas reglas de la sucesión en 
cuanto a las causales de nulidad. Se podrá solicitar su rescisión cuando sea realizada por una 
persona incapaz o inhábil de acuerdo con el artículo 1061 del Código Civil, o cuando se realice 
con fuerza, error o dolo o cuando no respeten los requisitos del párrafo del artículo 487 del 
Código General del Proceso en relación con la autorización judicial y la realización mediante 
escritura pública. (Corte Constitucional, C-683, 2014). 
Cabe tomar en consideración entonces, que si lo que el legislador pretende es encuadrar todas 
las acciones propias de la sucesión, tales como las de petición de herencia, reforma del testamento, 
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acción reivindicatoria, dentro de la acción de rescisión, cuyo término no es mayor a dos años, 
claramente nos encontraríamos ante una situación de vaguedad normativa en el sentido a los 
diversos efectos que acarrearía la declaratoria de nulidad ya que estos afectarían a todas las partes 
que concurrieron en el trámite de partición; es entonces que dicho pronunciamiento no podría 
hacerse entonces sin la comparecencia de todas las personas que resultarían perjudicadas por el 
fallo. De esta acción de rescisión surge la duda, si la competencia recae sobre quien adjudicó 
inicialmente la licencia para hacer la partición o por la naturaleza de contención de dichas acciones, 
la competencia del juez de lo voluntario, debería cederse. 
Por otro lado, mal hace la Corte en ratificar lo estipulado por el legislador al conceder para la 
acción de rescisión un término irrisorio de dos años, contraviniendo lo señalado por la norma 
sustancial en cuanto a que las particiones se rescinden o se anulan de la misma manera que los 
contratos (Art. 1495 Código Civil) y advirtiendo que estas acciones no son compatibles porque 
son empleadas en supuestos diferentes, sin señalar cuáles son dichos supuestos, únicamente 
haciendo alusión en casos hipotéticos, a otras acciones propias de la sucesión, pero dejando 
igualmente el vacío al que hacemos referencia; cabe destacar que la partición debe recibir el mismo 
tratamiento de un contrato, debido a que existe no solo la manifestación de voluntad del partidor 
sino de las partes que intervienen en el trámite de la licencia, lo que la convierte en una convención. 
3.1.2.4 Discrecionalidad Judicial Para Garantizar La Protección De Los Herederos 
Reconocidos En La Sucesión Por Causa De Muerte, Luego De Realizada La Partición En 
Vida. Como quiera que la partición del patrimonio en vida se puede realizar en cualquier momento, 
existe la posibilidad, que luego de realizada dicha partición, el partidor adquiera nuevos bienes y 
estos integren nuevamente su activo sucesoral;  de este modo, al momento  de iniciarse su juicio 
de sucesión se crea nuevamente vocación hereditaria, tanto para los adjudicatarios de la partición 
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inicial, como para los nuevos herederos ausentes en su realización, ya sea porque no existían o 
porque no había sido declarada su filiación. Nótese como en el Código General del Proceso, existe 
una deficiencia normativa la cual omite el procedimiento a seguir ante esta eventualidad, esto en 
detrimento de lo señalado en la doctrina y la jurisprudencia en donde se advierte que “una ley 
interna no puede desconocer lazos biológicos reales y próximos” (Kemelmajer de Carlucci, 2010, 
p. 70); es decir que el ordenamiento jurídico no puede vulnerar los derechos sucesorales, conocidos 
estos como derechos subjetivos de los cuales son titulares las personas y cuya función es la 
satisfacción de necesidades (Murillo Moreno, 2012)  
En consideración a lo anterior, al referirnos a la filiación no declarada,  y teniendo en cuenta  
que la finalidad del proceso de investigación de paternidad radica en la necesidad de establecer la 
relación paterno filial y reconocer a calidad de estado de hijo y que tanto la sucesión como la 
partición de patrimonio en vida deben respetar las asignaciones forzosas dentro de las cuales se 
incluyen los derechos de los legitimarios, el trámite de la Sucesión por causa de muerte estaría 
viciado de ilegitimidad al considerar que quienes intervinieron en la partición en vida tienen mejor 
derecho respecto a quienes estuvieron ausentes. Al respecto la Corte supone: 
La protección de los derechos del heredero también puede darse dentro del respectivo 
proceso de sucesión siempre que no se haya proferido la sentencia que aprueba la partición, 
mediante la proposición de un incidente en el que el interesado pida el reconocimiento como 
heredero de igual o de mejor derecho respecto de los que ya han obtenido ese reconocimiento. 
(Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil, 11001-31-10-007-1995-03366-01, 2013) 
Para ello, es necesario advertir que el juicio de filiación extramatrimonial debe suspender el 
trámite sucesoral hasta que se profiriera sentencia en firme descartando o reconociendo tal 
filiación; aunado a ello no se debe confundir la declaración de filiación y la acción de petición de 
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herencia, las cuales son totalmente distintas en cuanto a su naturaleza, en el entendido que la 
primera es meramente declarativa y la segunda es de condena. Con relación a lo anterior, la Corte 
expuso: 
Si, pues, se trata de acciones que por su finalidad asumen naturaleza diferente, la una no 
puede considerarse implícita en el ejercicio de la otra: la aducción de la filiación natural no 
conlleva necesariamente la pretensión de petición o herencia, y como ésta es completamente 
independiente de aquélla, para su decisión por el juez se requiere expresa postulación del 
demandante. (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, 4011, 1994). 
Por otro lado, respecto a los herederos que no existían al momento de la realización de la 
partición en vida, resulta evidente la necesidad de una regulación específica y amplia del trámite 
de la figura objeto de estudio, en donde se pueda consignar, que en el caso de existir nuevos 
herederos que no hubieren sido reconocidos en la partición en vida, a los hijos que previamente se 
les realizó algún tipo de entrega de bienes como asignatarios forzosos en vida, les sean descontados 
dichos bienes, esto con el fin de evitar el reconocimiento de derechos en exceso, lo cual sería 
injusto ya que se encuentran en la misma posición herencial que sus coasignatarios. 
De acuerdo a lo expuesto en líneas anteriores y como quiera que la partición en vida debe 
manejarse con los mismos lineamientos de la sucesión, se advierte que, en caso de existir nuevos 
herederos en el proceso sucesorio posterior, es el juez del trámite sucesorio quien debe dirimir la 
validez de la partición realizada en vida. Con relación a lo anterior, la doctrina sostiene: 
 El juez respectivo debe dirimir las siguientes situaciones. 
1. Cuando después de haber sido suscrita la escritura de liquidación de la herencia, aparezcan 
nuevos interesados que acrediten tener igual o mejor derecho que los solicitantes iniciales, y 
no haya acuerdo unánime para otorgar la escritura adicional. (Vargas, 2016, pág. 523) 
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3.1.2.5 Aplicabilidad Analógica De La Colación Hereditaria, Acorde A Lo 
Preceptuado En El Art. 1245 Del Código Civil Colombiano. Inicialmente, se entiende por 
colación hereditaria, como el cómputo imaginario que debe hacerse de los bienes entregados en 
vida por el causante a sus herederos, con el fin de ser calculados como legítimas al momento de la 
sucesión por causa de muerte; quiere decir lo anterior que los bienes que fueron entregados en vida 
como donación deben ser computados al momento del juicio sucesoral. Esta distribución que se 
hace en vida es efectuada a favor de personas que, al momento del deceso del partidor, tendrán la 
calidad de herederos forzosos y concurrirán a la herencia de aquel con otros herederos del mismo 
orden y grado. 
Zannoni lo define como: 
La imputación de las donaciones realizadas en vida por el causante a cualquiera de los 
herederos forzosos que concurren a la sucesión, respecto de la parte o porción que al 
beneficiario de la donación (donatario) corresponde en la herencia. En virtud de esta 
imputación, se añade a la masa hereditaria todos los valores donados por el causante a 
cualquiera de los legitimarios que tiene llamamiento a la herencia, los que obvio, se sumarán 
al valor total constitutivo del caudal relicto.(Zannoni, 1982, pág. 723) 
La figura de la partición del patrimonio en vida en legislación sucesoral argentina, es conocida 
con el nombre de “partición donación” con una reglamentación amplia, la cual permite que no 
haya duda en el momento de su aplicación; es por esto y dado a la similitud de algunos artículos 
del Código Civil colombiano, en donde se regula el capítulo de las donaciones, que resulta viable 
traer la incorporación del mecanismo jurídico de la colación, en un sentir analógico por parte del 
juez, esto con la finalidad de complementar lo estatuido en la norma procesal y conservar la justicia 
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e igualdad entre quienes comportan un derecho similar, en la medida de propugnar la especial 
protección  herencial que trae consigo nuestro ordenamiento jurídico. 
La legislación argentina consagra la obligatoriedad de colacionar las donaciones realizadas en 
vida al juicio sucesoral: 
Art.3530.- Para hacer la partición, sea por donación o por testamento, el ascendiente 
debe colacionar a la masa de sus bienes, las donaciones que hubiese hecho a sus 
descendientes, observándose respecto a la colación lo dispuesto en el Capítulo III de este 
título. 
No obstante, la Corte Constitucional mediante sentencia C-683 de 2014, prohíbe esta situación, 
indicando que los derechos de los nuevos herederos ausentes en la partición y que adquieren tal 
calidad en la sucesión por causa de muerte “son meramente eventuales por estar condicionados a 
la certidumbre previa del estado civil”; de lo anterior se abstrae que únicamente será objeto de 
distribución en el juicio sucesoral, lo adquirido por el partidor luego de realizada la partición en 
vida. 
Ahora bien, con base en algunas posturas de disposiciones foráneas y siguiendo los requisitos 
para que sea efectiva la sucesión por causa de muerte, luego de ocurrida la partición inicial, 
tenemos que al realizarse la distribución herencial se deben respetar las asignaciones forzosas, 
dentro las cuales se encuentran las legítimas, por eso es que al ejercerse el derecho de colación en 
el juicio de sucesión, el juez que conoce de la sucesión computaría de manera correcta los bienes 
que van a hacer parte de dicho trámite, en condiciones de justicia distributiva entre legitimarios, 
frente a esto debe tomarse en cuenta en el juicio sucesorio el valor de los bienes que el heredero 
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forzoso recibió en la partición en vida, en virtud de que dicho heredero no reciba una porción 
hereditaria doble; respecto a esto tenemos que la colación:  
Se limita a conseguir que, como acto previo a la división del caudal relicto entre todos los 
herederos, se forme contablemente una masa o cúmulo en la que a los bienes existentes se 
añaden, hipotéticamente, los que el causante regaló a sus ascendientes o descendientes: como 
si no se los hubiera dado entonces y los obtuvieran ahora, integrando su cuota al partir el 
caudal; o bien como si los hubieran recibido a modo de anticipo de lo que, con arreglo a su 
cuota sucesoria, les correspondería en la herencia. O sea, que en virtud de la colación el 
donatario tiene que contar en su parte los bienes que en vida le donó el causante, con lo cual 
la liberalidad acaso no le proporcione ventaja sustancial sobre sus colegitimarios 
(corrientemente sus hermanos) no donatarios, porque lo que en vida de su ascendiente o 
descendiente recibió de más, ahora lo recibirá de menos. (Fernández et al., 2011) 
Aunado a eso, es menester señalar algunas características de la colación hereditaria acudiendo 
al derecho comparado: 
Es un fenómeno sucesorio que precede a la partición hereditaria, es decir, tiene incidencia 
directa en la partición, por lo que esta última quedará postergada hasta la finitud de la acción 
de colación;  
Resulta de la implementación en los códigos de artículos dedicados a regular la debida 
igualdad con que debe efectuarse la partición siempre que se hayan realizado anticipos de 
legítimas a herederos forzosos;  
• Es voluntaria porque la doctrina y los legisladores reconocen la facultad del causante-donante 




• Es debida únicamente de heredero legitimario a heredero legitimario, todo lo cual induce a 
sostener que deberán tenerse en cuenta como presupuestos subjetivos de la colación, la 
concurrencia de dos o más ‘herederos legitimarios’ y que el título sucesorio por el cual sean 
llamados a la sucesión les dote de la cualidad de sucesores universales, o sea, herederos, pues 
si y solo sí, ostentan ambos requisitos subjetivos quedará configurada la relación jurídica de 
la colación;  
• De lo anterior se evidencia la naturaleza personal que ostenta, si bien es debida de heredero 
forzoso a heredero forzoso, pudiéndose renunciar en el mejor de los casos;  
• La sentencia que condene al heredero forzoso donatario a aportar el valor de la donación a la 
masa partible, única y exclusivamente podrá ser de utilidad al heredero forzoso que la haya 
demandado en juicio 
• Su fin es alcanzar la mayor justeza posible entre coherederos legitimarios para la adjudicación 
de la herencia;  
• Se puede imponer en el propio acto de liberalidad o en su defecto en uno posterior de 
naturaleza mortis causa como el testamento, lo cual reafirma el carácter voluntario de la 
institución, si bien depende del elemento volitivo del ser humano. (Fernández et al., 2011) 
3.1.2.6 Elaboración Equitativa De Los Inventarios Y Avalúos En El Juicio De 
Sucesión, Previo Descuento De Bienes Ya Adjudicados En La Partición Inicial.  
     En este contexto, siendo la partición del patrimonio en vida una figura, cuyo trámite indebido 
podría desconocer derechos reconocidos en la norma superior,  es imperante que su regulación sea 
más extensa y explicita respecto a su procedencia y efectos jurídicos; no es admisible que su 
reglamentación se limite al parágrafo de un artículo del código procesal, toda vez que si acudimos 
al derecho comparado, esta figura tiene un acápite especial en la norma sustancial, ya que versa 
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sobre derechos que tienen los hijos legítimos para suceder a sus ascendientes y además de ello, 
comporta una forma de adquirir el dominio. 
En consideración a lo anterior, también cabe la posibilidad de limitar la procedencia del artículo 
501 del Código General del Proceso que consagra la diligencia de avalúos e inventarios, en 
concordancia a lo preceptuado en el artículo 516 de la misma codificación, en el sentido de 
suspender la el juicio de sucesión por causa de muerte, para que el heredero que estuvo ausente en 
la partición en vida inicial pueda  solicitar la equivalencia equitativa de bienes o bien su restitución 
cuando la partición en vida fue excesiva respecto a los herederos que estuvieron presentes en la 
misma. 
Señalado lo anterior, nos situaremos ahora en lo establecido en el artículo 1387 del Código 
Civil, en donde el legislador advierte que antes de tramitarse el juicio de sucesión, en la etapa de 
aprobación de la partición, deben decidirse por la justicia ordinaria- por la naturaleza de algunas 
situaciones litigiosas- las diferentes controversias que se susciten entre quienes se predican 
herederos sobre los derechos adjudicados mediante testamento o a falta de este, los que concede 
la ley. 
En la actualidad, la ley faculta a los herederos presuntos o que no existían al momento de la 
partición para hacer las respectivas reclamaciones al inventario confeccionado: 
Conforme a lo dispuesto por el artículo 1312 de nuestro Código Civil, tienen derecho de 
reclamar contra el respectivo inventario, los herederos presuntos, el albacea, el cónyuge o el 
compañero sobreviniente, el curador de la herencia yacente, los socios de comercio, los 
fideicomisarios y también los favorecidos con los legados, y todo acreedor hereditario que 
presente el título de su crédito. El inventario, reflejo del patrimonio del causante, es el 
fundamento para confeccionar la partición; y no por el hecho de los acreedores y legatarios 
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dejen de intervenir en él, pierden el derecho a que sus reclamaciones no sean atendidas; 
entonces, ni en la partición pueden ser sacrificados sus derechos, aunque no tienen 
verdaderamente el carácter de partes mientras no hayan dado su aquiescencia expresa o tácita. 
(Suárez, 2015, pág. 423) 
Como puede intuirse, quienes adquirieron la vocación hereditaria en el juicio de sucesión luego 
de ocurrida la partición, tienen derecho a que el juez dirima su solicitud de lo que excesivamente 
se entregó en la diligencia inicial, es decir, que se reúna de manera equitativa el caudal hereditario, 
en virtud de que al heredero accionante se le distribuya en igualdad de los demás y para que los 
herederos que recibieron sus bienes en la partición en vida, no se les adjudique de manera excesiva 
en el juicio de sucesión, perjudicando los derechos de los demás coasignatarios. 
Lo anterior, teniendo en cuenta la regulación de la sucesión por causa de muerte, en donde se 
les permite a los herederos que no se les realizó la entrega de ningún bien en vida del causante -
donación-, solicitar el reintegro de lo excesivamente donado a sus coasignatarios (artículo 124510 
del Código Civil), mecanismo al que puede acudir el heredero no reconocido en la partición en 
vida, en el trámite del juicio sucesorio frente a sus coasignatarios, a quienes se les pretende 
adjudicar de manera excesiva. 
3.1.2.7 Pérdida De Competencia Del Juez, Ante Controversia Entre Partidor Y 
Posibles Interesados En La Partición. Aparte de los obstáculos procesales que hemos indicado 
y de los requisitos establecidos para la procedencia de la partición en vida, cabe preguntarse acerca 
 
10 Si fuere tal el exceso, que no sólo absorba la parte de bienes de que el difunto ha podido disponer a su 
arbitrio, sino que menoscabe las legítimas rigurosas, o la cuarta de mejoras, tendrán derecho los legitimarios 
para la restitución de lo excesivamente donado, procediendo contra los donatarios en un orden inverso al 
de las fechas de las donaciones, esto es, principiando por las más recientes. 
La insolvencia de un donatario no gravará a los otros. 
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de la conveniencia de tramitar la licencia judicial por vía de jurisdicción voluntaria, como requisito 
previo para la obtención de la partición de bienes, toda vez que dicha jurisdicción dista de dirimir 
un choque de pretensiones en dado caso que se presentara un reparo al trabajo de partición que se 
pretende aprobar mediante el procedimiento señalado en el artículo 577 del Código General del 
Proceso. 
Para captar el defecto normativo señalado en el párrafo anterior, es menester inicialmente acudir 
a la distinción que precisa la doctrina entre la jurisdicción voluntaria y la jurisdicción contenciosa: 
La diferencia tradicional entre la jurisdicción contenciosa y la jurisdicción voluntaria 
consiste en que la primera, tal como su nombre lo indica, lleva envuelta por los menos 
potencialmente, la posibilidad de una controversia, de un choque de pretensiones, en fin el 
derecho de acción del demandante enfrentado al derecho de acción del demandado, 
denominado excepción mientras que la jurisdicción voluntaria no implica ese choque de 
pretensiones y se trata tan solo de pronunciamientos que competen a los funcionarios del 
órgano jurisdiccional, pero sin que exista controversia. 
Otra diferencia que anotan los autores es la de que en los procesos de jurisdicción voluntaria 
no existen partes demandante y demandada, ya que por la índole de asuntos que se tramitan en 
esas actuaciones, solo se pueda hablar de interesados. Se dice, igualmente, que la jurisdicción 
voluntaria busca un pronunciamiento del juez con efectos jurídicos para los interesados, en 
tanto que en la contenciosa esos efectos obligatorios son respecto de los demandados; también 
se anota que en los procesos de jurisdicción voluntaria la sentencia no hace tránsito a cosa 
juzgada, al paso que las dictadas en los procesos de jurisdicción contenciosa siempre y cuando 
no sean inhibitorias, si hacen tránsito a cosa juzgada, criterio este que acoge el Código General 
en el art. 580 cuando dispone que: “Las declaraciones que se hagan y las autorizaciones que 
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se concedan producirán sus efectos mientras que no sean modificadas o sustituidas por otra 
sentencia, en proceso posterior, si ello fuere posible”. (López, 2016, pág. 158) 
Al respecto las diferencias son nítidas, la ley señala cuales son las materias regladas por cada 
jurisdicción, los términos y las circunstancias a los que debe sujetarse cada procedimiento, por tal 
motivo también es importante señalar cuales son los asuntos sujetos al conocimiento de la 
jurisdicción voluntaria: 
Artículo 577. Asuntos sujetos a su trámite. Se sujetarán al procedimiento de jurisdicción 
voluntaria los siguientes asuntos: 
1. La licencia que soliciten el padre o madre de familia o los guardadores para enajenar o gravar 
bienes de sus representados, o para realizar otros actos que interesen a estos, en los casos en 
que el Código Civil u otras leyes la exijan. 
2.  La licencia para la emancipación voluntaria. 
3. La designación de guardadores, consejeros a administradores. 
4.  La declaración de ausencia. 
5. La declaración de muerte presuntiva por desaparecimiento. 
6. La interdicción de la persona con discapacidad mental absoluta o del sordomudo que no pueda 
darse a entender y su rehabilitación y de la inhabilitación de las personas con discapacidad 
relativa y su rehabilitación. 
7. La autorización requerida en caso de adopción. 
8. La autorización para levantar patrimonio de familia inembargable. 
9. Cualquier otro asunto de jurisdicción voluntaria que no tenga señalado trámite diferente. 
10. El divorcio, la separación de cuerpos y de bienes por mutuo consentimiento, sin perjuicio de la 
competencia atribuida a los notarios. 
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11. La corrección, sustitución o adición de partidas de estado civil o del nombre, o anotación del 
seudónimo en actas o folios de registro de aquel. 
12. Los demás asuntos que la ley determine. (Código General del Proceso, 2012, art 577) 
No obstante, hay que advertir el Código General del Proceso deroga algunas ritualidades que 
eran propias del procedimiento que se suscitaba ante la jurisdicción voluntaria, tales como el retiro 
o la reforma de la demanda, el término para la práctica de las pruebas y su prórroga y los eventuales 
incidentes; a pesar de ello, el artículo 586 del Código General del Proceso, permite que una vez 
efectuado el inventario de bienes, dentro de la acción que se tiene para la declaración de interdicto 
mental absoluto, el guarda asignado para la administración de bienes pueda objetar dentro del 
término legal, y mediante incidente, la confección del inventario y avalúo de los bienes de la 
persona con discapacidad absoluta realizado por el auxiliar de justicia, limitando únicamente para 
este procedimiento esta clase de litigio accesorio. 
Quien tiene interés en esta objeción, es una parte accesoria del proceso quien no tiene una 
pretensión principal dentro del mismo, toda vez que es designado por el juez para una 
administración de bienes previamente señalada y no ostenta la calidad de interesado o demandante, 
a su vez, su contienda va dirigida contra otra parte accesoria quien tiene una actuación transitoria 
dentro del proceso y a quien no recaen los efectos jurídicos de la sentencia; como quiera que dicha 
contienda no surge entre las partes principales del proceso, es susceptible de dirimirse por via 
voluntaria, ya que lo que busca el juez es verificar que lo solicitado por el interesado cumpla con 
lo establecido en la ley. 
Por otra parte, teniendo en cuenta lo señalado por la Corte, la cual faculta la intervención de los 
terceros y herederos que encuentren en un proceso de filiación, para que defiendan sus derechos 
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en el trámite de jurisdicción voluntaria para la obtención de la licencia judicial previa, se plantea 
que, no es propio de esta jurisdicción resolver asuntos que generen controversia, ya que tienen su 
procedimiento específico señalado en la ley. Así las cosas, cuando exista oposición, el juez debe 
abstenerse de seguir conociendo y remitir lo actuado hasta el momento a quien considere 
competente para su resolución, ya que para que el juez pueda conocer de asuntos de esta 
jurisdicción se necesita el consentimiento unánime de los intervinientes. Al respecto, la doctrina 
española sostiene lo siguiente, al momento de realizarse un trabajo de partición:  
Aquellos autores que entienden que se trata de un procedimiento de jurisdicción voluntaria 
tienen sus argumentos, sintetizando, en que se trata de una actividad jurisdiccional limitada, 
generalmente, en aprobar las operaciones divisorias realizadas por un contador y, a mayor 
abundamiento, en el caso de producirse oposición se zanja la controversia por el juicio 
declarativo verbal. (García, 2018) 
Por lo anterior, debido a la naturaleza de la jurisdicción voluntaria, en la que no existe 
controversia, la obtención de la licencia debe ir encaminada al agotamiento de todas las etapas 
procesales inherentes a los procesos liquidatorios, permitiendo a los intervinientes, en caso de 
disonancia con el trabajo de partición presentado, objetar mediante incidente –propio de los juicios 
de sucesión- determinando de una manera concisa los hechos que dan lugar a su inconformidad. 
En tal efecto, es necesario tener en cuenta el trámite vigente que trae la norma procesal para la 
presentación, objeción y aprobación de la partición dentro del proceso sucesoral (Art 509 C.G.P), 
los cuales ya fueron referenciados en el capítulo I. 
Por otro lado, en cuanto al proceso de sucesión por mutuo acuerdo (Judicial), la doctrina señala: 
Se trata de un proceso de jurisdicción voluntaria por cuanto en él se ejercita una pretensión 
sin que se haga frente o contra personas para que queden vinculadas con la sentencia que le 
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pone fin. Por esta razón en el proceso de sucesión; las partes son interesados que persiguen 
fines jurídicos para sí: no engendra litigio aun cuando existan intereses diferentes u opuestos 
entre los interesados; o tiene demandados; persigue que el juez, de una parte se pronuncie en 
sentencia respecto de todos los interesados, y de la otra, legalice la transferencia que con la 
muerte del difunto se hace en favor de sus sucesores; y la sentencia aprobatoria de la partición 
que le pone fin, no produce o no adquiere la calidad de cosa juzgada. 
II. Excepcionalmente este proceso asume el carácter de contencioso, lo cual acontece cuando 
del trámite de las objeciones formuladas a la partición, emanan controversias entre los 
interesados, en virtud de las cuales alguno o algunos perseguirán que se rehaga la partición de 
manera tal que afecte y vincule a los demás coasignatarios. (Lafont, 2017, pág. 451) 
En consideración a lo anterior, formulada alguna objeción por parte de los intervinientes 
respecto al trabajo de partición, este procedimiento pierde su carácter de voluntario, y requiere la 
intervención judicial ordinaria por la presencia de situaciones litigiosas, de ahí que el juez de lo 
voluntario carece de competencia para continuar su trámite. No quiere decir, que la naturaleza del 
proceso mude a contenciosa, ya que el trámite sucesorio está situado dentro del capítulo de los 
procesos liquidatarios del Código General del Proceso, es decir, que la actuación del juez estará 
limitada a la dirección técnica del procedimiento y únicamente se justificará su intervención, en el 
evento que susciten controversias entre los interesados, contrario a los procedimientos de carácter 
declarativo, en los que se rigen por la actuación imperativa del juez.  
3.2 Trámite Notarial  
3.2.1 Sucesión Por Mutuo Acuerdo Ante Notario 
La sucesión por mutuo acuerdo, también conocida como extrajudicial, es la que pueden hacer 
todos los asignatarios capaces de común acuerdo ante notario (quien ejerce la legalidad de las 
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declaraciones), en la cual presentaran, sin necesidad de representación, la solicitud de sucesión, el 
inventario de avalúos de los bienes y el trabajo de partición. Si no hubiere acuerdo entre los 
asignatarios, la sucesión se tramitará ante el juez competente. Una vez aprobada la partición por 
el notario, se inscribe la escritura pública contentiva de la partición sucesoral, para efectos de 
registro ante la oficina de Instrumentos Públicos.  La partición realizada por el testador (Art 137511 
del C. Civil) se encuentra sujeta a este trámite, no obstante, como quiera que no cuenta con una 
amplia regulación legal, el proyecto de Código civil plantea lo siguiente: 
Partición sucesoral notarial: En efecto siguiendo la recomendación del artículo 1468 de 
Proyecto de Código Civil de 198012, no sólo se desarrolló la propuesta de la partición 
extrajudicial, esto es, de hacer “la partición mediante escritura pública, sin intervención 
judicial”, sino que ha permitido (Decreto-ley 902 de 1988) tramitar alrededor de la mitad de 
las sucesiones que se adelantan en Colombia. (Lafont Pianetta, 2020b, págs. 651). 
3.2.2 La Partición Del Patrimonio En Vida Debe Tramitarse Ante Notaria Bajo Los Mismos 
Lineamientos De Las Sucesiones Por Mutuo Acuerdo 
3.2.2.1 Licencia Judicial Previa, Requisito Autónomo Del Trabajo De Partición. Como 
se expuso anteriormente, uno de los requisitos para realizar la partición en vida, es la obtención de 
la licencia judicial previa ante el Juez de familia, trámite de jurisdicción voluntaria, surge una duda 
respecto a lo señalado (Segura Calvo) “Ya con la autorización judicial se realizará la partición y 
adjudicación ante notario por escritura pública, de la misma manera que se realiza el proceso de 
 
11 ARTICULO 1375. <PARTICION DE BIENES POR EL TESTADOR>. Si el difunto ha hecho la partición por 
acto entre vivos o por testamento, se pasará por ella, en cuanto no fuere contraria a derecho ajeno. 
 
12 Art 1468. – Si todos los asignatarios fueren capaces, podrán hacer la partición mediante escritura pública sin 
intervención judicial. Los adjudicatarios serán responsables solidariamente por derecho de terceros. Si no hubiere 
acuerdo será necesaria la intervención judicial. 
La misma norma se aplicará al caso en que la partición haya sido hecha por el causante. 
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sucesión notarial” (p. 423)  que es claramente opuesto a lo señalado en el (Decreto 1564, 2015, 
art. 2.2.6.15.2.11.2.) “Por el cual se adicionan y se derogan algunos artículos del Decreto 1069 de 
2015, Decreto Único Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho y se reglamentan los 
artículos 487 parágrafo y 617 de la Ley 1564 de 2012”, el cual dispone que se debe allegar como 
anexos de la solicitud de partición “la partición o adjudicación aprobada por el juez” (Decreto 
1564, 2015, art. 2.2.6.15.2.11.2.). 
De acuerdo a la normatividad que regula las sucesiones de mutuo acuerdo por vía notarial y 
teniendo en cuenta que la partición de patrimonio en vida debe aplicarse las mismas reglas de la 
sucesión, el trabajo de partición contentivo del inventario de bienes y deudas sucesorales, debe 
realizarse ante notario para que este lo apruebe y no acumulado con el trámite judicial de la 
obtención de la licencia previa como lo ordena el referido decreto. 
El trámite para la obtención de la licencia judicial resulta innecesario, como se manifestó en 
líneas anteriores, ya que comporta un desgaste a la jurisdicción, en la medida que no existe 
conflicto, toda vez que va encaminada al cumplimiento de un negocio, en este caso la aprobación 
de la partición; por esto, resulta imperante resaltar lo siguiente: 
La licencia judicial deviene innecesaria por tres grandes motivos: el primero es que el control 
de legalidad que hace el juez dentro del proceso es el mismo que hace el notario en otro tipo 
de actos como las sucesiones intestadas, testadas o mixtas; el segundo es la inexistencia de 
cosa juzgada frente al otorgamiento de la licencia precisamente por tratarse de un proceso 
adelantado ante la jurisdicción voluntaria, en atención a la opinión mayoritaria de la doctrina, 
y; el tercero es el desgaste y derroche de actividad jurisdiccional que viene a congestionar la 
labor del juez de familia al imponerle el adelantamiento de un proceso cuya competencia puede 
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fácilmente trasladarse a los notarios, obteniendo con eso una mayor celeridad del trámite y una 
desjudicialización del procedimiento de partición. (Colmenares, 2018)  
En consideración a lo anterior, si bien es cierto que el Código General del Proceso contempla 
que dentro de las sentencias que no hacen tránsito a cosa juzgada se encuentran “las que se dicten 
en procesos de jurisdicción voluntaria, salvo las que por su naturaleza no sean susceptibles de ser 
modificadas” (Código General del Proceso, 2012, art 304), también es cierto que el legislador no 
advierte si la concesión de la licencia judicial puede ser susceptible de cambio posterior o si 
adquiere el carácter de inmutable, es decir que si hace tránsito a cosa juzgada y por consiguiente 
no pueden desconocerse en un fallo posterior, como es el caso del juicio de autorización de venta 
de menores, que cuando es autorizada, no es posible iniciar otro juicio para obtener el 
desconocimiento de la primera sentencia.  
Así las cosas y teniendo en cuenta lo señalado en el párrafo precitado, el trámite de la licencia 
no hace tránsito a cosa juzgada en la medida que, la misma es susceptible de rescindirse, esto es, 
porque en el curso del proceso podría presentarse alguna vulneración a los derechos de los 
herederos o terceros, quienes demandarían la modificación del fallo inicial en un proceso posterior, 
en el que se tenga en cuenta el reconocimiento de sus derechos. 
3.2.2.2 Partición De Patrimonio En Vida. Trámite Sucesoral Ante Notario. La sucesión 
como la partición de patrimonio en vida comparten una misma finalidad, que es la distribución de 
los bienes y derechos que integran la masa sucesoral, por este motivo y ante la prerrogativa 
señalada por el legislador “deberá efectuarse mediante escritura pública”, se hace evidente que 
como quiera que la partición de patrimonio en vida debe tramitarse ante notario, esta debe hacerse 
de manera similar y con el cumplimiento de todos los requisitos legales establecidos para las 
sucesiones de mutuo acuerdo ante notario.  
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Como institución novedosa, su regulación queda incompleta y confusa, en la medida que deja 
en el limbo situaciones que pueden surgir debido a la errónea interpretación que pueda dársele al 
artículo objeto de estudio, toda vez que lo expresado por la Corte se contrapone a este último, en 
la medida que contempla ante la vaguedad normativa, que lo no expresado en la ley, debe suplirse 
con las normas aplicables al proceso de sucesión; es de ahí que se abstraen muchos de los aspectos 
del juicio de sucesión y se pretende que deberían aplicarse todos de manera conjunta, pero es la 
misma Corte la que no advierte, cuál de estos debería o no aplicarse a la partición en vida. 
Como bien se ha visto en nuestro ordenamiento jurídico, cuando no hay controversia sobre la 
liquidación de la herencia a adjudicar, esta se tramita ante notario quien realiza un control previo 
ajustado a la normatividad vigente, luego de ello, aprueba la escritura pública que solemniza el 
acto de partición, para su posterior registro; si este control es realizado por el notario en las 
sucesiones por mutuo acuerdo, no se encuentra razón para que se realice un desgaste de la 
administración de justicia, esto es,  acudiendo a la jurisdicción a fin de que el juez verifique una 
serie de requisitos que fácilmente podrían ser verificados por vía notarial.  
No obstante, si se evidencia una posible vulneración de derechos en el trámite de aprobación, 
en este caso, se justificaría la intervención judicial, toda vez que el conflicto que se suscite activa 
su actuación, y el procedimiento pierde su carácter extrajudicial, debido a aquellas situaciones de 
contención en que las ya no predomina la autonomía de la voluntad del partidor; esta actuación 
litigiosa es la que el juez debe resolver, de conformidad a lo establecido en el  parágrafo del artículo 
617 del Código General del Proceso “Cuando en estos asuntos surjan controversias o existan 




Para concluir y con el fin de darle solución a las omisiones que trae consigo la partición de 
patrimonio en vida, tenemos que la misma, en toda su estructura, debe regirse con las mismas 
reglas previstas para el derecho de sucesión; que el proceso para la obtención de la licencia judicial 
pierde su carácter de voluntario al existir objeción o vulneración a cualquier derecho sucesoral, 
por lo tanto el juez pierde su competencia; y por último, en virtud de la discrecionalidad del juez 
hacer su de la aplicación analógica de la colación hereditaria prevista en la norma sustancial. 
CONCLUSIONES 
Como resultado que se desarrolló en este trabajo, podemos deducir las siguientes conclusiones: 
1. En este trabajo, a través del método exegético (descriptivo y analítico), utilizando 
diferentes referentes bibliográficos, jurisprudenciales y normativos, se realizó el estudio de 
las disposiciones legales (sustanciales y procesales) internas y externas con relación al 
origen y regulación de la partición de patrimonio en vida, con la finalidad de hallar la 
voluntad del legislador en cada una de estas normas, al incluir la figura de la partición del 
patrimonio en vida en el Código General del Proceso. 
2. Que la pretensión principal del legislador, al implementar la partición en vida en el 
ordenamiento jurídico colombiano, se sustentó en la prevención de negocios jurídicos 
simulados, de creación de sociedades o fiducias, que ocultaban el verdadero interés de 
quienes la realizaban, es decir, evadir los juicios de sucesión engorrosos. 
3. Que la partición en vida es una forma de distribuir los bienes en vida, con el respeto de las 
asignaciones forzosas, derecho de terceros y gananciales y a su vez, con la autonomía de 
reservar su derecho de usufructo si así lo dispusiere, previo trámite ante el juez de familia 
de la jurisdicción voluntaria con el fin de obtener licencia judicial en la que se aprobará la 
partición y posteriormente se protocolizará ante notario. Concluyendo que su regulación es 
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insuficiente, en la medida que el legislador en aras de proteger el derecho de propiedad del 
partidor, no realizó previamente, un ejercicio de ponderación constitucional entre el 
derecho de libertad del partidor y el derecho de igualdad entre herederos. 
4. Que la Corte Constitucional, mediante sentencia C- 683 de 2014, declaró exequible el 
parágrafo del artículo 487 del Código General del Proceso amparándose en supuestos de 
hecho no soportados y confusos, para establecer que la partición de patrimonio en vida, no 
vulnera los derechos herenciales no reconocidos al momento de su realización, justificando 
que los mismos son “mera expectativa” y que únicamente se hacen efectivos al momento 
de fallecimiento del causante. Bajo este supuesto, el alto tribunal sostiene que se aplicarán 
las reglas de la sucesión a lo no regulado por el legislador respecto a la partición en vida, 
lo que nos permite considerar que dichos derechos podrían configurarse al momento de la 
realización de la partición en vida, por lo cual su desconocimiento implicaría un trato 
desigualitario. 
5. De igual manera, la Corte advierte que el término de los cuatro años para incoar la acción 
de rescisión, no puede emplearse para la partición en vida, toda vez que se trata de 
situaciones diferentes, ya que el regulado en el Código Civil únicamente está contemplado 
para los negocios contractuales, cuando se evidencia en este Código, que dicho término no 
recae únicamente sobre los contratos, sino que también se establece para los herederos que 
pretendan ejecutarlo en contra del acto de partición sucesoral (Arts. 1405 y 1751 del 
Código Civil). 
6. En consideración a la pregunta del problema jurídico, la cual es ¿Cuáles serían las 
alternativas jurídicas a las que puede acudir el juez frente a las omisiones jurídicas que trae 
consigo la regulación de la partición de patrimonio en vida establecido en el parágrafo del 
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artículo 487 del Código General del Proceso, las cuales podrían afectar los derechos 
sucesorales de los herederos reconocidos y no reconocidos al momento de su realización? 
Podemos concluir que lo no regulado por el aparte precitado, sigue las mismas 
prerrogativas de las normas sustanciales y procesales en cuanto a la regulación de la 
sucesión por causa de muerte, de igual manera, se alude a varias disposiciones extranjeras 
que guardan estrecha similitud con nuestro ordenamiento jurídico en donde su regulación 
tiene un acápite especial en la norma sustancial. 
7. Que dadas las características de la partición en vida, esta debe seguir los mismos 
lineamientos de la sucesión por causa de muerte, en el sentido que deben proceder las 
misma acciones en igualdad de términos legales, toda vez que en una sola acción, como es 
la de rescisión  no pueden encuadrarse todas las acciones propias del juicio de sucesión, 
tales como acción de petición de herencia, acción de reforma del testamento y la acción 
reivindicatoria, ya que cada una tiene su razón de ser y persiguen finalidades distintas. 
8. Si bien es probable que algunas actuaciones puedan tramitarse a través del proceso de 
jurisdicción voluntaria para la concesión de la licencia para hacer la partición en vida, 
también es cierto que cuando exista oposición en cuanto a la no inclusión de herederos, al 
trabajo de partición o a lo debatido en el curso de dicho trámite, el juez que conoce del 
asunto pierda su competencia en la medida que la actuación pierde su carácter voluntario 
y se convierte en litigiosa. 
9. Que en virtud de la protección que la Constitución Nacional y de los Tratados 
internacionales le otorgan  a la familia, en cuanto a que los hijos matrimoniales deben ser 
tratados de igual manera que los hijos extramatrimoniales, concluimos que es necesario 
que mientras se codifica una regulación más amplia y eficiente respecto a la regulación del 
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parágrafo del artículo 487 del C.G.P., es tarea del juez dar aplicación analógica a lo que 
regulan diferentes disposiciones tanto extranjeras, como las propias en lo que tiene que ver 
con el Código Civil, en cuanto a la partición adicional, cuando se trate de inclusión de 
nuevos bienes, a la reforma de la partición cuando no se ha incluido algún heredero, esto 
respecto a la partición que se realiza en vida. 
10. Que el heredero de la partición en vida, goza no solo de las acciones propias del proceso 
de sucesión, para la protección de sus derechos hereditarios, sino también de las 
establecidas en los artículos 1401 al 1410 del Código Civil, ante la enajenación indebida u 
ocultamiento de los bienes herenciales. 
11. Respecto al juicio sucesorio luego de ocurrida la partición inicial,  se propone que el juez 
le dé aplicabilidad de la colación hereditaria (regulado en la norma sustancial) en una 
elaboración equitativa de inventarios y avalúos, descontando los bienes que ya fueron 
entregados en la partición inicial a los herederos presentes en la misma, con el objeto de 
que ningún heredero exceda su cuota hereditaria en el juicio de sucesión, es decir que los 
bienes entregados en la partición inicial se computen imaginariamente, con la finalidad  de 
que los antiguos y nuevos herederos, reciban igual cuota hereditaria. Lo anterior, en 
ejercicio de la analogía, permitida por nuestro ordenamiento jurídico, la cual permite acudir 
a otras creaciones jurídicas ante cualquier vacío de las disposiciones que lo regulan. 
12. También se evidencia que si el notario, conoce de las sucesiones, ya sea testada o intestada, 
además, ejerce el mismo control del juez, en cuanto al cumplimiento de los requisitos de 
la partición sucesoral, no hay necesidad del desgaste de la actividad jurisdiccional, ya que 
esto promueve la congestión judicial, en la medida que el legislador le impone una nueva 
carga al juez de familia, esto es el trámite de un proceso, cuya competencia puede ser 
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